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Editorial 
El propósito de un nuevo federa­
lismo en México es un proyecto al 
que han concurrido numerosas vo­
luntades y propuestas que no son 
recientes. Desde hace cuando me­
nos un cuarto de siglo, tiempo apro­
ximado transcurrido en el proceso 
de la reforma del Estado, el régimen 
mexicano anda en busca del 
perfeccionamiento del federalismo 
como estructura política y como fór­
mula de reparto del poder guberna­
mental. El llamado nuevo federa­
lismo tiene dimensiones jurídicas, 
políticas, sociales y aun culturales 
en nuestro país, puesto que se trata 
de un fenómeno asociado a la cons­
trucción de la entidad estatal, a la 
definición constitucional del país, al 
sacudimiento de la opresión centra­
lista, al florecimiento de las expre­
siones de cada región para sumar-

se a la diversidad enriquecedora de 
la unidad nacional y a la justa o 
equitativa distribución del poder y 
de la riqueza pública entre el todo y 
sus partes, o sea, entre la Federa­
ción y las entidades que la compo­
nen, o entre el gobierno federal y los 
gobiernos de los estados y entre 
éstos y los municipios. 

El federalismo económico, más que 
un modo de control constitucional 
vertical, o además de éste, cumple 
en nuestro país la aspiración -que 
habría de transformarse en función­
distributiva de gravámenes y bene­
ficios de los ciudadanos y los 
habitantes de la república, y en su 
conjunto de las entidades federati­
vas, de manera que la contribución 
de las que más tienen, regional­
mente hablando, sirva para su 
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mayor desarrollo, pero también pa­
ra impulsar a las menos favorecidas 
a fin de que la penuria, la escasez y 
el subdesarrollo, dejen de constituir 
la pesada carga que obstaculiza el 
avance del país en su conjunto. Lo 
anterior significa que es indispen­
sable crear mecanismos para 
generar riqueza e ingreso en las 
personas, familias y comunidades, 
lo cual es el fundamento de la re­
caudación suficiente para que 
todos contribuyan, como ordena la 
Constitución, a las gastos públicos 
"de la manera proporcional y equi­
tativa que dispongan las leyes". 

A partir de este mandato, la idea de 
equidad impositiva debe expandir­
se al régimen federal , en lo que im­
plica interacción armónica entre los 
diferentes órdenes de gobierno, en 
materia fiscal y hacendaria. Por lo 
anterior, el federalismo fiscal y el 
federalismo hacendario forman 
parte sobresaliente de la agenda 
nacional que interesa a los sectores 
político, gubernamental , empresa­
rial , laboral, académico y parlamen­
tario del país , cuya recomposición y 
perfeccionamiento son considera­
dos como factores condicionantes 
de la reforma del Estado, por una 
parte, y de la reactivación de la 
economía nacional , por la otra, sin 
que hasta el momento se hayan 
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adoptado decisiones específicas 
que consoliden el proyecto corres­
pondiente. 

En tal contexto inscribimos este nú­
mero de nuestra revista Quórum 
Legislativo, órgano de difusión de la 
Cámara de Diputados y de su Cen­
tro de Estudios de Derecho e Inves­
tigaciones Parlamentarias , en 
cuyas páginas se incluyen las apor­
taciones de algunos de los actores 
e interlocutores más significativos 
del proceso de análisis, discusión y 
toma de posiciones y decisiones 
respecto del federalismo fiscal y la 
reforma legislativa. Entre ellos 
destacan los gobernadores de los 
Estados de Chihuahua, C.P. Patri­
cio Martínez García (PRI) , Queréta­
ro, Francisco Garrido Patrón (PAN) , 
y Zacatecas, Lic. Ricardo Monreal 
Ávila, así como distinguidos legis­
ladores de la actual LlX Legislatura 
del Congreso de la Unión; diputa­
dos Horacio Duarte (PRO), Jaime 
Miguel Moreno Garavilla (Conver­
gencia) , Martha Palafox, Juan 
Carlos Pérez Góngora y Óscar Pi­
mentel , todos del PRI , y el senador 
del PRO Demetrio Sodi de la Tijera, 
quienes desde la perspectiva insti­
tucional de su función y la posición 
partidista que los distingue, escri­
ben acerca del tema central que 
comentamos. 



El propósito editorial de este nú­
mero monográfico es dar a conocer, 
en primer término, las posibilida­
des, alcances y proyecciones de la 
Convención Nacional Hacendaria 
convocada por el Presidente de la 
República, los presidentes de las 
Cámaras del Congreso de la Unión, 
los gobernadores de los Estados y 
el Jefe de Gobierno del Distrito 
Federal, los miembros de las 
Juntas de Coordinación Política de 
las Cámaras federales , la Confe­
rencia Mexicana de Congresos y 
Legisladores Estatales y la Confe­
rencia Nacional de Municipios de 
México. La Convocatoria se repro­
duce en la sección documental de 
este número de Quórum Legisla­
tivo. Al advertir en ésta, que el pro­
pósito general de la Convención "es 
coadyuvar a impulsar un desarrollo 
económico más dinámico y justo, 
definir las responsabilidades de 
gasto a partir de las necesidades 
básicas en materia social y de 
infraestructura de cada uno de los 
tres órdenes de gobierno, así como 
generar los recursos necesarios y 
suficientes dentro de un nuevo 
federalismo" , vislumbramos que en 
efecto el régimen federal mexicano 
incursiona por derroteros no 
propuestos ni imaginados por los 
constituyentes históricos de 
México, por lo que es muy impor­
tante, ya por su dimensión política, 
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ya por la del orden jurídico, recoger 
la apuesta de los gobernadores que 
explicablemente exigen cambios 
constitucionales y de políticas pú­
blicas en el campo hacendario: "En 
tanto el gobierno federal no reaccio­
ne con decisión y convencimiento 
-dice en su colaboración el gober­
nador Patricio Martínez- para susti­
tuir el desgastado sistema centra­
lista actual, seguirá perdido en ese 
entorno de leyes, reglamentos, a­
cuerdos y rutinas administrativas 
que a lo largo de los años han defor­
mado la esencia del sistema federal 
mexicano". 

Mayor contundencia en las expec­
tativas de cambio expresadas por el 
gobernador chihuahuense no es 
posible. Su colega, ejecutivo de 
Querétaro, denuncia igualmente 
"una tendencia centralizadora tanto 
en la recaudación , la administra­
ción y decisión de fuentes de ingre­
so, como en la asignación del gas­
to", mientras que el zacateca no 
Ricardo Monreal propone revertir el 
proceso de las convenciones fisca­
les anteriores (1925, 1933 Y 1947), 
"que se caracterizaron por la cre­
ciente centralización de facultades, 
atribuciones y facultades fiscales 
de los gobiernos locales en el go­
bierno federal ", por el camino inver­
so de la descentralización, garante 
a la vez de autonomía municipal , 
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soberanía estatal y unidad de la Fe­
deración, sin dejar de advertir que 
"hay que enfrentar la tentación de la 
balcanización fiscal, con su secuela 
de descoordinación, desorden y a­
narquía". 

Alcanzar aquellas legítimas aspira­
ciones, requiere desde luego volun­
tad política, imaginación y conoci­
miento. Quórum Legislativo quiere 
contribuir con esto último al ofrecer 
estudios de excelencia como los 
artículos que aportan el diputado 
Horacio Duarte sobre municipio y 
federalismo, y el diputa-do Jaime 
Miguel Moreno Garavilla sobre fe­
deralismo fiscal, a los que se suman 
las reflexiones económicas de la 
diputada Martha Palafox, y el fede­
ralismo hacendario de México del 
diputado Juan Carlos Pérez Gón­
gora. En la misma línea de integra­
ción monográfica de este ejemplar 
de nuestra revista, se dan las mag­
níficas exposiciones del diputado 
Óscar Pimentel acerca de las parti­
cipaciones y aportaciones federa­
les en las finanzas de los munici­
pios, y nuevamente sobre el federa­
lismo fiscal, del senador Demetrio 
Sodi de la Tijera, quien a base de 
análisis comparativos y referencias 
nacionales e internacionales sobre 
la materia, advierte la importancia 
de que las reformas federalistas "se 
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den en un ambiente de transparen­
cia y claridad donde los estados y 
municipios se comprometan a pre­
sentar, de manera oportuna, sus 
estados financieros desglosados y 
homogeneizados en todo el país". 

RenéAcosta Vázquez, porsu parte, 
en tanto investigador del Centro de 
Estudios de las Finanzas Públicas 
de la Cámara de Diputados, analiza 
las modificaciones que se han intro­
ducido en el proceso de revisión y 
fiscalización de la cuenta de la ha­
cienda pública federal, tema insos­
layable en un índice como el de este 
número. Nuestros investigadores, 
por su parte, contribuyen con el 
análisis de los antecedentes de la 
Convención Nacional Hacendaria, 
artículo presentado por Juan Carlos 
Cervantes, en tanto que Jorge Ga­
rabito escribe sobre cómo la Con­
vención Nacional Hacendaria 
constituye un acercamiento hacia el 
federalismo mexicano. El CEDIP, 
así, se suma a las contribuciones 
científicas que sirven a la expli­
cación integral de un proceso actual 
y con proyección de futuro que 
interesa a los mexicanos. 

En este mismo número, César Silva 
Mejía, agrega su aportación para 
analizar el inagotable tema del Es­
tado democrático de Derecho, otra 



de las caras de la realidad crítica de 
nuestro país, a la vez que incluimos 
la reseña de la monografía La 
Asamblea Parlamentaria del 
Consejo de Europa, enviada por 
nuestro amigo, el profesor de Dere­
cho Constitucional en la Univer­
sidad de Wroclaw, Polonia, Krystian 
Complak, que nos da a conocer ex­
periencias parlamentarias dignas 
de estudio y análisis serio en 
nuestro medio. 

Jorge Moreno Collado 
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Consideraciones sobre 
la Convención Nacional 
Hacendaria 

Patricio Martínez García 
Gobernador Constitucional del Estado 
de Chihuahua. 

La Convención Hacendaria es, de 
manera esencial, un proceso de 
diagnóstico, análisis y propuestas 
en materia de distribución de res­
ponsabilidades de gasto público y 
de los recursos fiscales nacionales 
entre los órdenes de gobierno; es 
decir, de las competencias político­
administrativas y de las potestades 
tributarias. 

En ella participan los gobernadores 
de los estados, funcionarios del 
Ejecutivo Federal; Diputados y Se­
nadores al Congreso de la Unión; 
presidentes municipales; legis­
ladores yfuncionarios estatales, así 
como cualquier persona física, ins­
titución o agrupación que desee 

aportar sus opiniones, comentarios 
o propuestas relacionados con al­
guno de los siete grandes temas 
que son tratados en la Convención, 
entre los cuales destacan los que 
se refieren a Gasto, Ingreso, Deuda 
y Patrimonio Públicos. 

El reto de la Convención es revisar 
a fondo el estado en que se encuen­
tra el pacto federal en materia 
hacendaria y construir un modelo 
que proponga corregir los vicios y 
defectos del sistema centralista 
vigente, en el cual, de acuerdo a la 
OCDE, el gobierno federal dispone 
del 97% de las fuentes tributarias 
nacionales y de prácticamente to­
das las ,competencias que tienen 

15 
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que ver con las decisiones funda­
mentales del desarrollo económico, 
social y cultural del país, sin que los 
estados participen en tales deci­
siones, acusando un retraso en 
materia de descentralización de 
competencias que ni los países con 
régimen unitario o central obser­
van. 

En los años recientes, los países 
unitarios de la Unión Europea, ins­
pirados sobre todo en el federalis­
mo alemán, han realizado profun­
das reformas legales en materia de 
descentralización administrativa 
para dotar a sus regiones, munici­
pios, cantones o landers, según el 
caso, de poderosas atribuciones y 
responsabi I idades. 

Por ejemplo, Italia, reconociendo la 
necesidad de contar con políticas 
públicas acordes a la tendencia 
descentralizadora de los países 
más avanzados de la Unión Euro­
pea, emprendió en el 2001 un pro­
fundo "federalismo administrativo", 
donde los legisladores actuaron 
con gran visión y convencimiento 
de que resultaba indispensable 
para el pueblo italiano ampliar, 
profundizar y proteger la autonomía 
de los gobiernos locales, despla­
zando hacia sus ámbitos las atribu­
ciones, responsabilidades y recur­
sos adecuados para sustentar, a 
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partir de los mismos, el desarrollo y 
modernización del país y para que 
se atendieran con mayor eficiencia 
y oportunidad los problemas y ne­
cesidades de sus comunidades . 

Así pues, en la convocatoria a la 
Convención se trazan objetivos 
verdaderamente estructurales de 
cambio en la reasignación de po­
testades y competencias, que es­
peramos remuevan el conformis­
mo, el desinterés o la resistencia a 
esos cambios. Los participantes en 
la Convención tenemos la enorme 
responsabilidad histórica de ofre­
cerle a la Nación resultados tras­
cendentales . 

Debe llegarse a la raíz de la proble­
mática que ha ocasionado la cen­
tralización de las funciones hacen­
darias del país y proponer solu­
ciones estructurales y de largo al­
cance. El modelo que surja de la 
Convención sin duda deberá estar 
sustentado en nuestro régimen fe­
deral, y con una visión integral de­
berá orientar permanentemente los 
cambios administrativos, constitu­
cionales y legales que las condicio­
nes políticas y económicas vayan 
permitiendo introducir dentro de un 
proceso gradual de instrumenta­
ción, sin asumir cambios que lesio­
nen el equilibrio socioeconómico e 
institucional del país. 



Por ello, el análisis de la proble­
mática estructural en el ingreso y el 
gasto públicos es básico, ya que 
sólo a partir de su conocimiento 
podrá diseñarse una propuesta de 
federalismo hacendario acorde al 
tamaño de las deformaciones; vi­
cios; prácticas y vacios constitucio­
nales, legales y administrativos, de 
que adolece el sistema vigente. 

Hasta hoy, el régimen federal adop­
tado en la Constitución Mexicana 
sólo ha sido letra muerta; por eso 
los participantes en la Convención 
debemos primero reconocer que el 
actual esquema es centralista; 
mientras no lo hagamos, resulta 
prácticamente imposible tratar a 
fondo los temas de la Convención y 
esperar resultados traducidos en 
propuestas de cambios profundos 
en materia hacendaria. 

Particularmente llama la atención 
que el gobierno federal asuma que 
en México tenemos un federalismo 
arriba del 50%, refiriéndose bási­
camente a las participaciones en 
ingresos fiscales federales que 
reciben los estados, así como a los 
convenios para la "descentraliza­
ción" de la educación básica y a las 
aportaciones que establece La Ley 
de Coordinación Fiscal, relaciona­
das con los fondos para la Educa­
ción Básica y Normal, Servicios de 

Consideraciones sobre 
la Convención Nacional 
Hacendaria 

Salud, Infraestructura Social, Forta­
lecimiento de los Municipios y Se­
guridad Pública, entre otros 

Sin embargo, no podemos aceptar 
que se trate de decisiones federa­
listas, ya que en ninguno de los 
casos mencionados existe un des­
plazamiento de competencias polí­
tico-administrativos hacia los esta­
dos, es decir, no reciben la compe­
tencia constitucional para legislar, 
que no es otra cosa que la facultad 
soberana para tomar las decisiones 
relacionadas con una función deter­
minada, tal y como lo establece el 
artículo 41 constitucional. 

Las participaciones en ingresos fis­
cales federales que reciben los es­
tados y municipios, derivadas de 
las contribuciones "concurrentes" 
(básicamente IVA e ISR), irónica­
mente lejos de constituir una acción 
federalista, parten precisamente de 
una acción antifederalista, puesto 
que los estados renunciaron al ejer­
cicio de sus potestades tributarias a 
cambio de recibir las participacio­
nes federales, quedando así el go­
bierno federal, como único faculta­
do para establecer dichas contri­
buciones. Es decir, siendo la facul­
tad para tomar decisiones el ele­
mento clave para enmarcar funcio­
nes en un contexto federalista , en­
tonces, para que exista federalismo 
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en materia impositiva debe cada or­
den de gobierno tener las faculta­
des para establecer sus contribu­
ciones, lo cual sólo podría asegu­
rarse si constitucionalmente se de­
fine el marco aplicable a los órde­
nes de gobierno respecto a sus fa­
cultades para gravar las fuentes de 
ingreso que existen en el país. 

Lo anterior nos lleva sin duda a con­
siderar que el sistema de las mal 
llamadas "contribuciones concu­
rrentes", niega de manera esencial 
la existencia del pacto federal, 
puesto que implica la renuncia de 
los estados a una de las competen­
cias que con mayor fuerza expre­
san la soberanía de que han sido 
dotados conforme al artículo 41 
constitucional: la que les permite 
establecer sus propias contribucio­
nes. 

Si elimináramos este sistema de la 
"concurrencia" impositiva, desapa­
recería sin duda la causa que dio 
origen a la coordinación fiscal, con­
cebida ciertamente para resolver el 
problema de la múltiple tributación 
entre órdenes de gobierno. 

Probablemente algunos responde­
rían que caeríamos de nuevo en el 
problema de la diversidad de contri­
buciones sobre la misma fuente de 
ingreso. Falso. El problema de la 
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doble o múltiple tributación se ori­
ginó porque no existe una definición 
constitucional, clara y precisa, res­
pecto de las contribuciones que 
deben corresponder de manera ex­
clusiva al gobierno federal de con­
formidad con el artículo 124 consti­
tucional. Ante esta omisión, la Corte 
ha interpretado que existe "concu­
rrencia" entre el gobierno federal y 
los estados en la mayor parte de las 
fuentes tributarias del país. 

Por lo tanto, si se estableciera en la 
Constitución cuáles son las fuentes 
gravables con que debe contar el 
gobierno federal, entonces el pro­
blema de la concurrencia y su justi­
ficación (la múltiple tributación so­
bre la misma fuente de ingreso) de­
saparecería, puesto que éste sólo 
podría gravar las materias y activi­
dades que aquélla le otorgue de 
manera expresa y exclusiva. Tam­
bién se precisarían las contribu­
ciones que deben corresponder a 
los municipios; de esta forma, las 
demás posibles contribuciones 
quedarían a favor de los estados, 
acorde a la fórmula residual que 
establece a su favor el artículo 124 
constitucional. 

Este esquema podría ser flexible, 
pero precisando constitucional­
mente cualquier salvedad, para 
que, por ejemplo, si se definiera que 



el Impuesto sobre la Renta conti­
nuara siendo "concurrente", enton­
ces que la coordinación fiscal per­
mitiera la participación colegiada de 
los órdenes de gobierno en las deci­
siones relacionadas con el mismo, 
en cuanto que la "concurrencia" 
impositiva sería a favor de ambos y, 
por ende, también los ingresos fis­
cales que se generasen. 

Respecto a los convenios suscritos 
por el gobierno federal y los ejecuti­
vos estatales, para la "descentrali­
zación" de la educación básica, ca­
be comentar que en realidad los 
estados sólo están prestando servi­
cios relacionados con el cumpli­
miento y pago de obligaciones que 
son del gobierno federal, por lo que 
estrictamente se trata de la pres­
tación de servicios enmarcados en 
una simple colaboración adminis­
trativa y no de una descentraliza­
ción hacia los ámbitos locales de 
gobierno. 

Por si fuera poco, los estados se 
ven precisados a poner recursos 
para la prestación de dichos servi­
cios de educación federal, situación 
que ha propiciado el agravamiento 
de la problemática que enfrenta un 
gran número de estados en materia 
de gasto relacionado con su propio 
sistema estatal de educación, es 
decir, el que realizan con recursos 
propios. 

Consideraciones sobre 
la Convención Nacional 
Hacendaria 

No obstante que muchos años 
atrás esos estados han venido 
planteando al gobierno federal esta 
situación, y que hoy les resulta ya 
inmanejable debido a que los hace 
destinar prácticamente todas sus 
participaciones federales a la aten­
ción del sistema estatal de educa­
ción, la oportunidad para darle 
solución fue postergada en el pro­
ceso de "descentralización" de los 
servicios de educación básica, que 
no diferenció a los estados que ya 
tenían desarrollado su propio sis­
tema educativo, financiado con 
recursos propios, de aquellos otros 
en los cuales el gobierno federal se 
hace cargo de la financiación de 
estos servicios de educación. 

Finalmente, por lo que se refiere a 
los distintos fondos que establece 
la Ley de Coordinación Fiscal, los 
cuales se constituyen con aporta­
ciones etiquetadas que reciben los 
estados, cabría reiterar lo señalado 
antes en el sentido de que las 
decisiones para determinar sus 
montos, entregarlos y aplicarlos, 
sólo corresponden al gobierno fe­
deral (ejecutivo / legislativo) por lo 
que, siendo unilaterales las deci­
siones, se ubicarían propiamente 
en un contexto estrictamente cen­
tralista. 
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Tales situaciones, sólo señaladas 
para ejemplificar las prácticas ad­
ministrativas en que descansa el 
sistema hacendario mexicano, ex­
presan el reto que enfrentamos pa­
ra revertir un proceso que ha domi­
nado por muchos años la voluntad y 
el entendimiento del gobierno fede­
ral. 

En ese contexto, la Convención Ha­
cendaria se ofrece, pues, como el 
foro de análisis y propuestas para 
que el gobierno federal , los estados 
y municipios redefinan el tamaño 
que cada orden de gobierno debe 
tener: qué debe hacer cada uno, 
estableciendo con claridad y pre­
cisión sus competencias; cuáles 
fuentes de ingreso les correspon­
den para que cumplan con sus 
responsabilidades , definiendo 
constitucionalmente sus potesta­
des tributarias y cómo debe darse 
una eficaz y eficiente coordinación 
y colaboración en el ejercicio de sus 
responsabilidades. 

No es un esfuerzo inútil , como algu­
nos lo dicen coloquialmente, el he­
cho de que siendo uno solo el "pas­
tel ", lo único que resultaría es que 
cambien de dueño las "rebana­
das", ya que esto por sí mismo inci­
diría en la economía del país al 
generar cambios en las estrategias 
del desarrollo nacional a partir de 
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una visión regional y no centralista, 
que sólo ha logrado gestar una gran 
urbe que concentra la mayor parte 
de la actividad económica del país, 
limitando las posibilidades de abrir 
nuevos y múltiples polos de desa­
rrollo regional que le den sustenta­
bilidad a la economía nacional. 

Además, estas decisiones deben 
asociarse con acciones profundas 
para el fortalecimiento de las finan­
zas públicas nacionales, atacando 
frontalmente el problema de la eco­
nomía informal, de la defraudación 
fiscal de los grandes contribuyentes 
y de las exenciones, subsidios y 
demás tratamientos especiales. 

La información de la OCDE, en el 
sentido de que el gobierno federal, 
los estados y los municipios dejan de 
recibir por efecto de dichos rubros 
una cantidad equivalente al 7% del 
PI B, muestra la debilidad de la 
acción del Estado respecto de sus 
fuentes tributarias y justifica 
plenamente la revisión de estos 
temas en la Convención Hacendaria. 

Ello nos exige un gran esfuerzo, pe­
ro sobre todo decisión y voluntad 
para hacer las cosas. Los estados y 
los municipios han planteado insis­
tentemente que el gobierno federal 
instrumente los programas, accio­
nes y reformas legislativas que se 



requieran para fortalecer las finan­
zas públicas nacionales, puesto 
que también son recursos que a 
ellos les pertenecen. 

Recordemos que los estados re­
nunciaron a establecer impuestos 
que graven las materias propias del 
IVA y del ISR, a cambio de recibir 
una participación en su rendimien­
to; es decir, por efecto de la coor­
dinación fiscal el gobierno federal 
ha venido tomando decisiones u 
omitiendo acciones que han afec­
tado la recaudación federal y, por 
ende, dispone de recursos que no 
le pertenecen enteramente. Los 
subsidios, las exenciones y demás 
tratamientos especiales , así como 
la inactividad frente a la economía 
informal y la defraudación de los 
grandes contribuyentes, implican 
recursos que dejan de recibir los 
estados y municipios a consecuen­
cia de una decisión unilateral del 
gobierno federal , sin que exista 
resarcimiento. 

Por eso la Convocatoria a la Con­
vención Nacional Hacendaria plan­
tea la sustitución del actual Sistema 
de Coordinación Fiscal por un siste­
ma de Coordinación Hacendaria, 
para que comprenda no sólo el in­
greso, sino también las materias 
relativas al gasto, la deuda y el pa-

Consideraciones sobre 
la Convención Nacional 
Hacendaria 

trimonio públicos y para que las 
decisiones que se tomen sean com­
partidas entre el gobierno federal , 
las entidades federativas y los 
municipios. 

Por similares razones, también 
quedarían incluidas bajo este es­
quema las contribuciones que por 
mandato constitucional debe el go­
bierno federal participar a los es­
tados y municipios, puesto que no 
le pertenece del todo su ingreso; de 
tal suerte que las acciones y deci­
siones relacionadas con dichas 
contribuciones serían compartidas 
con los estados y los municipios, en 
tanto que su alícuota puede verse 
afectada por esas decisiones. 

Así , la responsabilidad de tales de­
cisiones descansaría en todos los 
"dueños" de dichos ingresos. 

Hasta hoy, el desarrollo del país se 
ha sustentado en un excesivo cen­
tralismo político, económico y admi­
nistrativo, que no sólo ha atendido 
deficientemente las necesidades 
locales y regionales, sino que, ade­
más, ante el caudal de funciones 
que a través del tiempo le fueron 
arrancadas a los estados, el gobier­
no federal terminó por descuidar 
también sus competencias estraté­
gicas y de alcance nacional. 
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En tanto el gobierno federal no rea­
ccione con decisión y convenci­
miento para sustituir el desgastado 
sistema centralista actual, seguirá 
perdido en ese entorno de leyes, re­
glamentos, acuerdos y rutinas ad­
ministrativas que a lo largo de los 
años han deformado la esencia del 
sistema federal mexicano. 

Por decirlo de alguna manera, debe 
partir de cero para situarse en la 
condición que le permita despojar­
se de la praxis centralista que lo ha 
mantenido anclado en los años de 
la posrevolución mexicana, en que 
se requería de un presidencialismo 
fuerte para construir las institu­
ciones nacionales y la unidad de los 
mexicanos. Hoy debemos construir 
un modelo auténticamente federa­
lista, acorde a los nuevos tiempos, 
que oriente y defina con certidum­
bre y rumbo las políticas públicas, 
acciones y programas de los dis­
tintos órdenes de gobierno. 

Así, pues, el tránsito hacia un ver­
dadero federalismo más que difícil 
desde la perspectiva económica, 
administrativa y jurídica, lo es por 
plantear una redistribución de la 
riqueza nacional y, por ende, del po­
der; es pues, la resistencia a los 
cambios estructurales el principal 
desafío que enfrenta la Conven­
ción. 
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Yo le estoy apostando a que en el 
proceso de los trabajos de la Con­
vención, tanto el gobierno federal, 
como los gobernadores de los esta­
dos, Diputados y Senadores del 
Congreso Federal, así como los le­
gisladores locales y presidentes 
municipales, estemos convenci­
dos, todos, de hacer algo verdade­
ramente trascendente. 

Los gobernadores queremos un go­
bierno federal fuerte, que sustente 
su fortaleza en los estados y muni­
cipios, acorde al pacto federal que le 
da existencia y justificación, y que 
dentro de un régimen auténtica­
mente federal sólo se reserve y 
atienda las funciones estratégicas y 
de alcance nacional que le sean 
asignadas como ámbito de gobier­
no par con los estados, así como 
aquéllas que debe asumir con el ca­
rácter especial de representante de 
la Nación. 

Hacemos votos porque así suceda. 



La Convención Nacional 
Hacendaria y la Necesidad de 
un Federalismo Fiscal Renovado 

Francisco Garrido Patrón 
Gobernador Constitucional del Estado 
de Querétaro. 

Ya se ha dicho que la celebración 
de la Convención Nacional Hacen­
daria, si bien no es una panacea, si 
representa una inmejorable opor­
tunidad para replantear los grandes 
temas económicos nacionales; pe­
ro, sobre todo, para empezar a alla­
nar el camino de los acuerdos. 

En ese contexto, es un hecho que el 
Sistema Nacional de Coordinación 
Fiscal, si bien en los últimos años 
ha logrado importantes avances, 
reclama una revisión y actua­
lización de fondo, que nos permita 
encontrar nuevas y mejores vías 
para fortalecer el federalismo fiscal 
mexicano. 

En primer lugar, es cuestionable 
que la mayor parte de los recursos 
se mantengan, todavía, en la ha­
cienda federal, mientras que sólo 
una pequeña parte se distribuye en­
tre las treinta y dos entidades. 

Segundo, la necesidad de renova­
ción del Sistema de Coordinación 
sugiere directamente la fuerte de­
pendencia que los gobiernos esta­
tales y municipales tienen en las 
participaciones federales para fi­
nanciar su gasto. En efecto, más 
del setenta por ciento de los ingre­
sos estatales y más del cincuenta 
por ciento de los ingresos municipa­
les, provienen de las participacio-
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nes federales. Estas cifras son 
mayores que aquellas observadas 
en otros países latinoamericanos 
con estructuras federalistas (Ar­
gentina y Brasil , por ejemplo) y se 
han quedado rezagadas, con mu­
cho, de las resultantes de diversos 
ajustes en la mayoría de los países 
democráticos del mundo. 

Existe, además, una tendencia 
centralizadora tanto en la recauda­
ción, la administración y decisión de 
fuentes de ingreso, como en la asig­
nación del gasto. 

Varias sugerencias de reformas al 
actual Sistema de Coordinación 
Fiscal han surgido recientemente. 
La primera de ellas, sin duda la más 
sencilla de proponer y de ejecutar, 
es un incremento en el porcentaje 
de las participaciones del Fondo 
General asociado a los mayores 
gastos por concepto de la descen­
tralización educativa, y del aumento 
sustancial de las responsabilidades 
de los gobiernos locales. 

Al respecto, como se mencionó, la 
Federación sostiene la imposibili­
dad de realizar un compromiso per­
manente de otorgar mayores parti­
cipaciones, dado el objetivo de 
mantener el equilibrio de finanzas 
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públicas nacionales; y aunque ar­
gumenta, además, que permanece 
abierta a las propuestas, también 
sostiene que el crecimiento de las 
participaciones tanto en términos 
reales como en su proporción res­
pecto al PIB ha sido considerable. 

Por ende, un incremento en las par­
ticipaciones sin una descentraliza­
ción del gasto implicaría una pre­
sión en el gasto federal y sobre las 
finanzas públicas. 

Es necesario, sin embargo, revisar 
más detenidamente este argumen­
to. Sea cual fuere la postura en este 
renglón, el federalismo fiscal no se 
fortalecería con el simple hecho de 
que la Federación asigne mayores 
ingresos participables a los esta­
dos. Es más, este hecho por sí mis­
mo incrementaría la actual depen­
dencia de estados y municipios de 
las participaciones federales , sin 
desarrollar el potencial tributario de 
los mismos. Además, tomando en 
cuenta la teoría de selección públi­
ca ("public choice"), en la ausencia 
de un adecuado monitoreo por par­
te del centro, los estados tienen 
incentivos para solicitar presupues­
tos (participaciones) mayores a las 
que optimizan la adecuada pro­
visión de bienes públicos. 



Respecto al esquema de distribu­
ción de participaciones, concreta­
mente, destacamos que los cam­
bios realizados en el Sistema de 
Coordinación en la presente admi­
nistración han propiciado un repar­
to que atiende más apropiada­
mente los objetivos de eficiencia y 
equidad. Con todo, se siguen sugi­
riendo algunas modificaciones para 
mejorar dicho esquema, y uno de 
ellos es la asignación directa dellVA 
o de una proporción del mismo a los 
estados donde éste se genere. 

Algunos autores(1) habían venido 
sugiriendo desde hace tiempo un 
cambio más profundo en la confor­
mación del Fondo de Participacio­
nes y su distribución, que de hecho 
se ha venido operando en parte en 
los últimos años. Me refiero a la for­
mación de un fondo general consti­
tuido por cuatro factores: un fondo 
petrolero, un fondo de impuestos 
especiales, un fondo de igualación 
y un fondo per cápita. 

Las ventajas de la creación de este 
fondo son dos. Primero -y de forma 
similar al presente esquema- se 
seguiría incentivando la recauda­
ción local por derechos de agua e 
impuestos prediales. Segundo, fa­
vorecería en el mediano plazo la 
descentralización de los impuestos 
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especiales. De estos dos primeros 
fondos -fondo petrolero y fondo de 
impuestos especiales- los estados 
con mayores ingresos, mercados 
más desarrollados y mejor capaci­
dad fiscalizadora tendrían una ma­
yor participación, mientras que para 
favorecer a los estados desfavore­
cidos con los dos primeros fondos , 
se sugiere el tercer fondo, dirigido a 
realizar pagos de compensación a 
los estados con menores capacida­
des impositivas. Finalmente, si de 
la distribución conforme a estos tres 
fondos restase alguna cantidad, 
ésta conformaría el fondo per cápi­
ta, cuya asignación sería por habi­
tante, tal como sucede en la fórmula 
de distribución actual. 

El fondo petrolero tiene, sin embar­
go, serias deficiencias, particular­
mente al considerar una asignación 
únicamente a estados dueños de 
un recurso natural que es pro­
piedad nacional, no exclusivamen­
te estatal , lo que generaría inefi­
ciencias en la asignación de recur­
sos , tal como ocurrió en el esquema 
previo a 1980. 

La creación de un fondo dirigido a 
propiciar una mayor equidad, por 
otro lado, tendría que considerar la 
necesidad no sólo de compensar 
las desigualdades estatales, sino 

(1) Broadway, R. , S. Roberts y A Shah, "The Relorm 01 Fiscal Systems in Developing Countnes: A Federalism Perspective", Trabajo 
presentado en la Conferencia Sobre Reformas Fiscales y Cambo Estructural, Nueva Delhi, 1993. 
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favorecer un desarrollo regional 
más armónico y sustentable, lo que 
implica, asimismo, reformar los cri­
terios de inversión pública en el 
sector social. 

Se puede afirmar que mientras el 
nivel de gobierno que gasta y re­
cauda esté más distante de la po­
blación que grava y que pretende 
beneficiar con gastos públicos, más 
probable será que el gasto no cor­
responda a las necesidades de la 
población y que la gente no se dé 
cuenta de los beneficios asociados 
a dicho pago, o que no los vincule 
directamente con los impuestos pa­
gados (lo que se da en llamar "ilu­
sión impositiva"). 

Así pues, de todo lo anterior se des­
prende que lo más importante sería 
desarrollar facultades propias, por 
parte de estados y municipios, para 
generar recursos autónomos, lo 
que, por otro lado, también ha sido 
motivo de un sinnúmero de refle­
xiones y propuestas(2) que podría­
mos sintetizar de la siguiente mane­
ra: 
• Se deben tomaren cuenta las venta­

jas que pueden ofrecer la privatiza­
ción o concesión de algún servicio 
local. 

• Impuesto al valor capitalizable de 
propiedades beneficiadas con algún 
servicio público . 

• Con el objeto de promover la partici­
pación del capital local en la constru­
cción de obras de infraestructura 
concesionados (locales, estatales o 
federales) que puedan generar al­
gún beneficio local, permitir que un 
porcentaje (1 %, 2%) del impuesto 
sobre la renta (lSR) captado local­
mente, si el contribuyente lo desea , 
sea invertido en esos proyectos. 

• Incentivar a las autoridades locales 
a regularizar el comercio informal, y 
que puedan así implementar un 
impuesto al comercio . 

Otros medios de recaudación regio­
nal que favorecerían el federalismo 
fiscal son los siguientes: 
• Libertad -limitada en ciertos márge­

nes- de fijación de tasas a los llama­
dos "impuestos especiales" -por 
ejemplo, gasolina- , para dar paso al 
establecimiento de una tasa local 
sobre el mismo concepto . 

• Impuesto al valor capitalizable de 
propiedades cuyo valor beneficie 
con infraestructura pública (aporta­
ción de mejoras). 

• Impuesto marginal al uso del auto­
móvil y traslado de dominio de autos 
usados. 

• Impuestos a las diversiones (por 
ejemplo, videos) y cobro derechos a 
bienes de lujo (cable, antena para­
bólica, etc.). 

• Cobro de derechos a la construcción 
de fraccionamientos residenciales. 

• Generalización de la tasa adicional , 
homogénea entre los estados, al im­
puesto sobre productos del trabajo. 

(2) Arellano, R. , "Nuevas Alternativas a la descentralización Fiscal en México" En : ¿Hacia un Nuevo Federalismo? Editorial. Fondo de 
Cultura Económica , México, 1999 
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• Cobro de cuotas más apegadas al 
costo de provisión de bienes públi­
cos locales. Tal es el caso de recole­
cción de basura, agua potable y dre­
naje. Inclusive, para evitar cuotas 
fijas sin considerar la distribución del 
ingreso local, la cuota se puede 
asignar en proporción al impuesto 
sobre la propiedad . En su defecto, 
se pueden concesionar algunos de 
estos servicios al sector privado. 

• Impuesto local al turismo. 
• Cobro de derechos ecológicos a 

empresas contaminantes de tal 
forma que se internalicen las exter­
nalidades negativas asociadas a la 
polución. 

Respecto a los egresos, es un he­
cho que la descentralización de 
ciertos rubros de gasto permite defi­
nir el tipo de gasto, nivel y calidad a 
las necesidades de la población 
beneficiada, necesidades difícil­
mente identificables cuando la pla­
neación y ejecución son centraliza­
das. La descentralización, además, 
permite a los individuos ejercer una 
contraloría social a través de la 
exigencia de la responsabilidad po­
lítica de las autoridades por su ges­
tión administrativa. 

En este sentido, y aunque han 
habido avances, es factible ampliar 
aún más la descentralización de los 
programas sociales a los munici­
pios en donde se realice dicha in-
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versión y, por otra parte, se ha des­
tacado la importancia de vincular 
más estrechamente la inversión 
federal en el rubro social con las 
necesidades de bienes públicos a 
nivel estatal y, además, reducir el 
desequilibrio vertical existente 
actualmente. 

En suma, un nuevo federalismo 
fiscal en México debe implicar una 
redefinición de las atribuciones, 
tanto recaudatorias como de asig­
nación de gasto, en los diferentes 
niveles de gobierno, considerando 
siempre las necesidades de los 
ciudadanos. 

Sin una revisión del Sistema de 
Coordinación actual y de las res­
ponsabilidades impositivas y de 
provisión de servicios públicos, ha­
blar de un federalismo renovado 
sería hablar en el vacío. 

Las ventajas de un federalismo 
fiscal renovado son considerables. 
La vinculación directa entre autori­
dades y ciudadanos no es, por cier­
to, la más importante. El impulso del 
"principio de corresponsabilidad", el 
desarrollo de una contraloría social 
y la promoción de un mayor creci­
miento regional son ganancias adi­
cionales de un federalismo fiscal 
bien aplicado. 
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En efecto, al delegar responsa­
bilidades de ingreso y gasto en me­
nores niveles de gobierno se obliga 
a cumplir el principio de correspon­
dencia, induciendo a las autorida­
des regionales -ya sea estatales o 
municipales- a financiar con dere­
chos y tarifas apropiados el sumi­
nistro de los bienes y servicios a su 
cargo, fomentando así la eficiencia. 

La delegación de responsabilida­
des implica también la exigencia, 
por parte de los ciudadanos-contri­
buyentes, de una administración 
estatal o municipal eficiente, ya que 
el pago de impuestos y derechos se 
debe de ver reflejado en más y 
mejores servicios locales. En caso 
contrario, la contraloría social por 
parte de los ciudadanos reflejará su 
inconformidad de diversas mane­
ras , particularmente en las urnas. 

Porque es un hecho que el federa­
lismo fiscal es una herramienta idó­
nea para promover el desarrollo re­
gional, pero también constituye un 
auténtico detonante para el ejerci­
cio de una mayor y mejor democra­
cia. 
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Es necesario tener claros la natura­
leza, objetivos y plazos de la Con­
vención Nacional Hacendaria, con 
el fin de ubicar en su exacta dimen­
sión los alcances y limitaciones de 
esta iniciativa de los gobiernos de 
los Estados, a efecto de no generar 
desbordados optimismos ni desca­
lificaciones irracionales. 

Por la forma y el fondo, la Conven­
ción representa la más importante 
iniciativa de reforma del federalis­
mo en muchos años. A diferencia de 
las convenciones nacionales fisca­
les anteriores (1925,1933 Y 1947), 
que se caracterizaron por la 
creciente centralización de faculta­
des, atribuciones y potestades fis­
cales de los gobiernos locales en el 

gobierno federal, la Convención 
Nacional Hacendaria busca ahora 
el camino inverso: la descentraliza­
ción de competencias, responsabi­
lidades y cargas tributarias entre los 
tres órdenes de gobierno, con ape­
go a los principios constitucionales 
de autonomía municipal, soberanía 
estatal y unidad de la Federación. 

Sin embargo, hay que enfrentar la 
tentación de la balcanización fiscal, 
con su secuela de descoordinación, 
desorden y anarquía. Para evitar 
este riesgo, la Convención se dise­
ñó con un espíritu de corresponsa­
bilidad , donde los participantes 
asumen explícitamente el compro­
miso de observar los principios de 
integralidad, congruencia, equidad, 
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suficiencia, calidad técnica y gra­
dualidad en la formulación de sus 
iniciativas. 

De la Convención debe y puede sa­
lir un proyecto de reforma fiscal 
integral, pero no la reforma en sí, ya 
que ella requiere necesariamente la 
aprobación del Congreso de la 
Unión. Es el Congreso, no la Con­
vención, la única instancia compe­
tente para llevar adelante una 
transformación fiscal de la magni­
tud que necesita el país. 

La misma observación es válida pa­
ra los congresos locales. El órgano 
reformador de la Constitución mexi­
cana requiere no sólo de la mayoría 
calificada del Congreso de la Unión 
(dos terceras partes de sus miem­
bros) sino también de la aprobación 
de la mayoría de las legislaturas 
locales (16 de 31; la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal no 
entra en el proceso de revisión 
constitucional). Por ello, también se 
ha contemplado una represen­
tación amplia, suficiente y variada 
de los congresos locales en la Con­
vención Nacional Hacendaria, los 
cuales han estado ausentes de 
prácticamente todos los proyectos 
de reformas fiscales de los últimos 
años. 
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Otro factor a considerar es el tiem­
po. Hay quienes creen que el pro­
yecto de la Convención podría ser 
aprobado en primer período ordina­
rio de sesiones de este año, en el 
mes de abril, con lo que en mayo 
tendríamos ya un nuevo modelo fis­
cal, lo cual es falso. El calendario de 
la CNH contempla cuatro fases: 

• Trabajos preparatorios: 
septiembre 2003 - enero 2004. 

• Sesión plenaria de inauguración : 
5 al 7 de febrero de 2004. 

• Elaboración de propuestas: 
febrero julio de 2004. 

• Conclusiones y clausura: 
26 al 31 de julio de 2004 . 

La propuesta fiscal de la Conven­
ción estaría llegando al Congreso 
en el último tramo del 2004 y, en 
caso de ser aprobada, entraría en 
vigor en el 2005, en sus disposicio­
nes inmediatas, ya que habrá otras 
medidas que requieran una apli­
cación escalonada en los años sub­
secuentes. 

A diferencia de los anteriores pro­
yectos de reforma fiscal, la Conven­
ción Nacional Hacendaria tiene 
contempladas la participación de 



las cámaras empresariales, institu­
ciones académicas de educación 
superior, colegios de profesionis­
tas, asociaciones de contribuyen­
tes, tribunales de justicia fiscal y 
administrativa, consultores fis­
cales, especialistas y sectores de la 
sociedad civil interesados en el te­
ma. Hay un esfuerzo real para lo­
grar una convocatoria amplia y, en 
esta medida, legitimar de manera 
social, ciudadana y razonablemen­
te una propuesta de reforma hacen­
daria. 

Los temas de la Convención se a­
grupan en seis rubros: gasto públi­
co, ingresos, deuda pública, patri­
monio público, modernización y 
transparencia de la administración 
hacendaria, colaboración y coordi­
nación intergubernamentales. 
Desde aquí se puede observar que 
la Convención tiende más hacia 
una perspectiva fiscal redistributiva 
que recaudatoria. Aquí debemos 
ubicar sus reales alcances y 
limitaciones. Una de estas últimas 
es que si no resuelve el problema 
de fondo de las finanzas públicas, 
que es precisamente la falta de 
fondos, y no modifica los niveles 
actuales de recaudación, entonces 
la Convención Nacional Hacen­
daria habrá dado la vuelta a la mis­
ma sábana fiscal, sin haberla cam­
biado por otra más grande. 

Convención Nacional 
Hacendaria: 
Alcances y Límites 

Si la Convención y el órgano refor­
mador de la Constitución concretan 
la reforma fiscal integral, será sin 
lugar a dudas una contribución 
importante que llegó de la periferia 
hacia el centro del país. Se habrá 
demostrado una vez más que mu­
chos de los cambios de este país, 
como la alternancia política, se 
originan primero en las regiones y 
pasan luego a ser adoptados por 
toda la Nación. 

En este caso, la historia que se es­
taría escribiendo sería la caída del 
centralismo fiscal y el surgimiento 
de un federalismo hacendario. 
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El Municipio como 
Base del 
Federalismo 

Horacio Duarte Olivares 
Diputado Federal por el Partido de 
la Revolución Democrática 
Presidente de la Sección Instructora 
de la Comisión Jurisdiccional 

Se cumplen veinte años de una 
trascendental reforma: la del artícu­
lo 115 constitucional, que sienta las 
bases de nuestro régimen de go­
bierno municipal. Nos felicitamos 
por este foro auspiciado por el Se­
nado de la República y la Conferen­
cia Nacional de Municipios de Mé­
xico, hoy convertida en voz plural 
del municipalismo de nuestra Na­
ción. 

El poder público municipal tiene en 
nuestros días una importancia cre­
ciente. Los actores políticos de la 
vida municipalista actúan y propo­
nen fórmulas nuevas para la 
consolidación de su vida institucio­
nal. Es así que el estudio de la 
composición del municipio, su fun­
cionamiento y su futuro probable es 

de interés de investigadores y políti­
cos. Es en dicho espíritu que la re­
forma municipalista de 1983 se ins­
cribió. 

Históricamente, el papel del ayun­
tamiento ha ido evolucionando, ya 
que desde la llegada de los espa­
ñoles a América y con el arribo de 
Hernán Cortés a mesoamérica, se 
dan los primeros pasos para la 
creación del primer ayuntamiento 
en México, el de la Villa Rica de la 
Vera Cruz, con la intención de gozar 
de libertad y autonomía y romper 
así el vínculo de sumisión con el 
Gobernador de Cuba: Don Diego 
de Velásquez. 

Debemos recordar que las prime­
ras nociones jurídicas que llegaron 
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a nuestro país como nación inde­
pendiente sobre el tema municipal, 
las encontramos en la Constitución 
Política promulgada en Cádiz en 
1812 donde se explica la confor­
mación, la elección y funciona­
miento de los ayuntamientos. Más 
adelante, con la expedición de la 
Constitución Federal de los Esta­
dos Unidos Mexicanos, sancionada 
por el Congreso General Constitu­
yente de 1824, se establece la fa­
cultad para que sean los estados 
quienes organicen territorial mente 
al gobierno y administración 
interior, considerando en dicha or­
ganización la vida municipal. 

Cabe resaltar que las constitucio­
nes federales del siglo XIX no esta­
blecieron bases constitucionales 
amplias sobre el tema del munici­
palismo, pues el tema estaba reser­
vado y asignado al ámbito de las 
entidades federativas y, por ende, 
regulado en las constituciones loca­
les. Criterio diferente al que hoy 
prevalece, pues en la Constitución 
Federal se establecen de manera 
amplia y detallada las bases del sis­
tema municipal contemporáneo. 

De esa época a la actual han tenido 
que pasar diversas reformas, inclu­
yendo las bases constitucionales 
que estableció el constituyente del 
17, derivado de las ideas postula-
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das por diversos diputados consti­
tuyentes. 

La reforma de 1983 introdujo una 
serie de modificaciones y figuras 
que buscaron dar sentido y mayor 
autonomía de gestión a los ayun­
tamientos, destacando en dicho 
sentido, una facultad materialmen­
te legislativa como lo es la expedi­
ción de los bandos de policí a y buen 
gobierno, reglamentos, circulares y 
disposiciones administrativas de 
observancia general , que buscaron 
dar coherencia entre la norma jurí­
dica y la vida social del municipio. 
De la misma forma, se dieron pasos 
de consolidación al incorporarse al 
texto constitucional, facultades en 
materia de autonomía hacendaria. 
Igualmente, en materia de desa­
rrollo urbano quedaron plasmadas 
competencias en dicho rubro que 
permiten al ayuntamiento planear y 
controlar el crecimiento de sus 
áreas urbanas. 

En materia política, la reforma en 
comento tocó tres temas importan­
tes para la vida municipal. El prime­
ro de ellos, al introducir el principio 
de representación proporcional en 
la integración del cabildo , hecho 
que ha significado un gran aliciente 
para la consolidación de la plura­
lidad política en la vida municipal. 



Otro de los apartados políticos que 
se considera en el texto constitucio­
nal , es la suspensión o desapari­
ción del ayuntamiento, así como la 
revocación del mandato de algún 
miembro de los integrantes del ca­
bildo. Sobre esto último cabe pre­
cisar que, desafortunadamente, di­
cha figura ha servido como medida 
de presión o control político para 
algunos ejecutivos estatales, pues 
en dicha figura la participación ciu­
dadana es nula y la posibilidad de 
defensa de los municipios es es­
casa. Habría que insistir en la nece­
sidad de que pronto se incorpore, 
en la norma constitucional mexi­
cana, la figura de revocación del 
mandato de los titulares de los po­
deres ejecutivos federal y estatales, 
y se desarrolle una legislación que 
permita que dicha figura se con­
vierta en un ejercicio democrático 
de control ciudadano, en los tres 
órdenes de gobierno. 

Finalmente, el texto constitucional 
introdujo la facultad de asociarse 
entre los municipios de un mismo 
estado para poder llevar a cabo una 
gestión conjunta en la prestación de 
servicios públicos. 

Como toda institución del Estado, el 
municipio mexicano ha requerido 
de modernización y fortalecimiento. 
Resulta en este sentido paradójico, 

El Municipio como 
Base del 
Federalismo 

que una reforma constitucional en 
materia judicial , haya abierto la 
puerta para incorporar la noción so­
bre gobierno municipal , pues al es­
tablecerse en el artículo 105 de la 
ley fundamental que los municipios 
tendrían legitimación para interpo­
ner controversias constitucionales, 
se reconoció que los éstos conta­
ban con un órgano de gobierno lla­
mado ayuntamiento. Tal es la tras­
cendencia de dicha norma, que hoy 
en día las controversias constitu­
cionales se han convertido en un 
mecanismo eficiente de control 
constitucional , que les asegura a 
los municipios respeto a sus atri­
buciones frente a otros órdenes de 
gobierno. 

Con dicho antecedente, en 1999 se 
practicó una nueva reforma al artí­
culo 115 de nuestra carta magna, 
entre cuyos avances conceptuales 
y legislativos más importantes so­
bresale el tema de clarificar y pre­
cisar que el ayuntamiento es el ór­
gano de gobierno del orden muni­
cipal , dejando atrás la noción de 
que los ayuntamientos eran entes 
administrativos. Ésta, al igual que la 
de 1983, fue una reforma de tras­
cendencia histórica. 

Desde el ámbito político, el muni­
cipio debe tener mayor movilidad, 
ya que éste es el representante 
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institucional de la voluntad colectiva 
de la sociedad, pues dentro del 
mismo ámbito territorial del mu­
nicipio existe una diversidad social 
económica, regional y étnica disti n~ 
tas, que a su vez deben estar 
proporcionalmente representadas 
en el órgano de gobierno municipal, 
y por esto las demandas son total­
mente divergentes. 

De aquí que ¿cómo podemos inte­
grar en el mismo marco legal a 
universos tan distintos? Ése es uno 
de los retos futuros del municipalis­
mo, el de conciliar la diversidad 
social , económica y cultural de los 
municipios , con la igualdad jurídica 
exigida por la teoría constitucional. 

No debemos olvidar que el ciuda­
dano es el objetivo central de las 
políticas públicas, y éstas deben 
estar enfocadas indudablemente al 
mejoramiento de la calidad de vida 
de éste. En dicho sentido debe 
avanzar la institución municipal. 

El futuro del municipio radica en su 
propio desarrollo y éste debe tener 
cuatro ejes centrales: 

1. Gobernabilidad democrática 

2. Desarrollo económico 
sustentable 
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3. Desarrollo social incluyente 

4. Desarrollo ambiental 
sustentable 

Para ello habría que definir y avan­
zar en su transformación como un 
auténtico orden de gobierno, con un 
régimen de gobierno semiparla­
mentario, estableciendo la compe­
tencia de los órganos de gobierno 
del ayuntamiento, para que en su 
estructura básica tenga mayor 
operatividad, a saber: 

• El cabildo debe transformarse en 
el órgano legislativo municipal, 
que tenga como función básica y 
exclusiva la emisión de las nor­
mas jurídicas, con el carácter 
formal de leyes, que establezcan 
las bases generales de la ad­
ministración pública municipal y 
cualquier norma de alcance 
municipal. Entre sus atribuciones 
deben figurar, igualmente, la a­
probación del presupuesto de 
egresos y la potestad tributaria 
para establecer impuestos, dere­
chos y en general en toda la ma­
teria fiscal. 

• El presidente municipal debe ser 
el depositario del Poder Ejecuti­
vo, teniendo entre sus facultades 
las de ser el titular de la adminis-



tración pública, conductor de la 
gobernabilidad democrática, ins­
trumentador de las políticas 
públicas, encargado de la seguri­
dad pública, responsable de la 
prestación de los servicios públi­
cos, promotor el desarrollo eco­
nómico, social y sustentable, ca­
beza de las relaciones con otros 
órdenes de gobierno, entre otras. 
El ejecutivo municipal sería 
integrante del cabildo sujeto a 
sus decisiones, pero autónomo 
en su operación. 

• La sindicatura debe configurarse 
en el órgano judicial del munici­
pio que conocerá de las violacio­
nes y controversias sobre la 
aplicación de las normas jurídi­
cas municipales. De la misma 
forma, debe estudiarse con dete­
nimiento la incorporación o distri­
bución de competencias de la 
justicia municipal con los siste­
mas judiciales de los estados. 

Esta idea de división de los poderes 
al interior del municipio, obligaría a 
un nuevo sistema electoral munici­
pal, en donde la elección del presi­
dente sería única, separada de los 
integrantes del cabildo, constitu­
yendo para éstos un sistema de 
elección vía distritos municipales. 
Esto nos permitiría asegurar que en 
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el órgano legislativo estén repre­
sentadas todas las regiones y zo­
nas del municipio, dando paso a un 
sistema de representación territo­
rial, no corporativo, cuestión que 
hasta ahora no sucede, pues el ca­
bildo es un espacio de represen­
tación exclusivo de los partidos po­
líticos. 

Considerando que la base del fede­
ralismo está en el municipio, y de 
ahí parte su construcción hacia el 
Estado, hemos considerado varias 
ideas para la consolidación del 
poder público municipal, entre las 
que destacan: 

1. Ampliación de la duración del 
mandato y posibilidad de reelec­
ción inmediata. Una realidad para 
el mejoramiento de las funciones de 
la gestión pública y de la consoli­
dación democrática precisa de am­
pliar el mandato de los ayuntamien­
tos y abrir la posibilidad de la reelec­
ción inmediata de los gobiernos 
municipales. 

2. Fortalecimiento de la democra­
cia municipal con figuras moder­
nas.Para ello es necesario estable­
cer un sistema mínimo que garan­
tice el derecho a la información y la 
transparencia gubernamental; que 
instituya y desarrolle un sistema ci­
vil de carrera; que impulse un siste­
ma de control y evaluación del 
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desempeño; y permita mecanismos 
de democracia directa como el ple­
biscito, referéndum, revocación del 
mandato e iniciativa popular. 

3. Garantizar el derecho de aso­
ciación de los municipios. Es ne­
cesario flexibilizar los mecanismos 
y requisitos para que los municipios 
del país puedan asociarse entre sí, 
posibilitando que la Conferencia 
Nacional del Municipio Mexicano se 
convierta en sujeto de derecho pú­
blico. 

4. Municipios Indígenas. Aun con 
las limitaciones que impone la refor­
ma constitucional en materia indí­
gena, se hace necesario avanzar 
en la incorporación al texto constitu­
cional el tema de los cabildos indí­
genas o de las formas de gobierno 
innovadoras que los pueblos indí­
genas instituyan. 

5. Garantizar la consulta a muni­
cipios en asuntos que les impac­
ten. En el nuevo sistema de planea­
ción democrática es necesario que 
se garantice la voz de los muni­
cipios en aquellas instituciones u 
organismos que proyecten y ela­
boren planes o políticas públicas 
que lleven consigo un impacto en la 
vida municipal, logrando así con­
sensos y mayores beneficios para 
la población . 
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6. Crearellnstituto Nacional para 
el Desarrollo Municipal. Como or­
ganismo dependiente del Congreso 
de la Unión, con personalidad jurí­
dica y patrimonio propios, para que 
se constituya en una institución que 
coordine un sistema de informa­
ción, asesoría, apoyo técnico, con­
sultoría especializada y actuali­
zación de los municipios y en cuyo 
órgano de dirección participe una 
representación ponderada de los 
municipios. 

7. Precisar las facultades y 
atribuciones municipales en los 
temas de educación, salud, eco­
logía y asentamientos humanos. 
Al desarrollarse los procesos de 
descentralización de los sistemas 
de salud y educación, quedaron 
facultades imprecisas que provo­
can choque entre ámbitos de go­
bierno y abandono en dichos ser­
vicios. Es por ello, que se requiere 
culminar el proceso para una mejor 
atención en dichos rubros , así co­
mo afinar los mecanismos de facul­
tades concurrentes en el tema del 
medio ambiente y asentamientos 
humanos. 

8. Órganos ciudadanos de 
participación. Debe configurarse a 
los órganos consultivos de partici-



pación ciudadana en figuras coad­
yuvantes del cabildo municipal, con 
opinión consultiva vinculante. 

9. Órgano de fiscalización autó­
nomo. Para garantizar una efectiva 
rendición de cuentas, debe elimi­
narse la fiscalización de los órga­
nos estatales sobre la vida munici­
pal, dando paso a un sistema 
municipal de rendición de cuentas y 
fiscalización de carácter ciudadano 
con autonomía y servicio profesio­
nal de carrera. 

10. Voz y voto de los Municipios 
en los órganos de coordinación 
hacendaria. Uno de los retos del 
nuevo federalismo será construir un 
nuevo sistema de coordinación ha­
cendaria, que vaya más allá del 
tema fiscal y permita mecanismos 
ágiles y justos en dicha materia. Es 
por ello indispensable que los muni­
cipios cuenten con voz y voto en 
dichos organismos. 

11. Procurador de la defensa de 
los vecinos. Un sistema constitu­
cional moderno para la vida 
municipal requiere de la instrumen­
tación de la figura de un ómbuds­
man municipal, que impulse la 
cultura de los derechos humanos y 
su respeto por los funcionarios lo­
cales. 

El Municipio como 
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12. Impulsar la justicia consti­
tucional local. Una de las vertien­
tes del constitucionalismo moderno 
es la de instrumentar mecanismos 
de control constitucional local , tal 
como ya lo han hecho algunas enti­
dades de la República, que permita 
impugnar, por vía de acciones de 
inconstitucionalidad , normas 
jurídicas de carácter municipal, así 
como controversias sobre compe­
tencias entre los miembros del 
cabildo. Pero esta idea sería con­
gruente con el planteamiento de 
fortalecer y configurar al poder 
público municipal como un autén­
tico orden de gobierno. 

Estamos convencidos que el muni­
cipalismo debe convertirse en pieza 
fundamental de la consolidación 
democrática, puesto que desde di­
cho ámbito se fortalece la parti­
cipación ciudadana y la pluralidad. 

Demos, pues, pasos firmes en di­
cha dirección. Fortalezcamos y 
consolidemos el poder público 
municipal como base indispensable 
del nuevo federalismo. 
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Federalismo Hacendario y 
Participación Ciudadana 

Jaime Miguel Moreno Garavilla 
Diputado Federal por el Partido 
Convergencia por la Democracia 
Presidente de la Comisión de 
Participación Ciudadana 

Con agrado acepté la invitación del 
Centro de Estudios de Derecho e 
Investigaciones Parlamentarias de 
esta Honorable Cámara de Diputa­
dos, para reflexionar sobre un tema 
polémico, que ha estado en la mesa 
de discusión desde hace tiempo, y 
que hoy en día ha tomado nuevos 
bríos como argumento crucial en el 
desarrollo armónico de nuestro 
país; me refiero al Federalismo Ha­
cendario. 

Es innegable que no hay orden eco­
nómico y político posible si no se 
responde a dos asuntos esen­
ciales: una redistribución apropiada 
de los recursos públicos entre 
Federación, estados y municipios, y 

la corresponsabilidad que obliga a 
la disciplina y al compromiso con un 
propósito común de crecimiento so­
cial y económico en todas las regio­
nes del país. 

El Federalismo, Pacto 
Fundamental de la República 

El federalismo forma parte del lega­
do histórico y cultural, institucional y 
legal, económico y político de Méxi­
co. Encuentra sus orígenes y razón 
de ser en la necesidad de cohesio­
nar y encauzar las inquietudes 
independentistas y de establecer la 
soberanía siempre anhelada, para 
finalmente constituir el cimiento de 
una sólida unidad nacional. 
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La idea de federalismo mexicano se 
originó, en buena medida, en el 
pensamiento de Miguel Ramos 
Arizpe, manifestado en las Cortes 
de Cádiz, al defender las diputacio­
nes provinciales que, en los he­
chos, fueron el antecedente inme­
diato de nuestro Estado federal. 

La forma de estados autónomos, 
dotados de gobiernos propios , sur­
gió de experiencias internas de las 
provincias mexicanas que reaccio­
naban al centralismo colonial y que 
buscaban una forma de organi­
zación que les garantizara libertad y 
al mismo tiempo evitar la desmem­
bración de la República. 

El federalismo quedó constituido en 
el país, primero en el Acta Consti­
tutiva de la Federación , e inmedia­
tamente después en la Constitución 
de 1824. Es en estos documentos 
jurídicos donde se establecen dos 
tipos de órdenes de gobierno: el de 
la Federación y el de los estados; se 
crearon los tres poderes de la Unión 
y se les dotó de sus respectivas 
competencias. 

Desde ese momento, México viviría 
la lucha de dos corrientes antagó­
nicas: el enfrentamiento entre fede­
ralistas y centralistas. Los federa­
listas triunfaron en forma termi­
nante y su victoria se concretizó en 
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la Constitución de 1857 al estable­
cer en definitiva el Estado federal. 

En el Congreso Constituyente de 
Querétaro no se discutió el tema re­
lativo a la república federal, en vir­
tud de que todos los diputados 
estimaban que esta decisión políti­
ca fundamental era parte medular 
del orden constitucional, por lo que 
el artículo 40 de la Carta Magna de 
1917 dispone que es voluntad del 
pueblo mexicano constituirse en 
una República representativa, de­
mocrática, federal, compuesta de 
estados libres y soberanos en todo 
lo concerniente a su régimen inte­
rior, pero unidos en una federación 
establecida según los principios de 
la propia ley fundamental. 

Ante los problemas nacionales, los 
gobiernos postrevolucionarios im­
pulsaron un desarrollo económico y 
social que dio origen a la economía 
mixta, y el Estado federal incremen­
tó su poder y esfera de acción frente 
a los gobiernos estatales y munici­
pales. 

Sistema Nacional de 
Coordinación Fiscal 

Antes de la aparición de los prime­
ros antecedentes claros de la coor­
dinación fiscal , la situación existen­
te en esta materia se caracterizaba 



por la multiplicidad de tributos fede­
rales, estatales y municipales; la 
complejidad del sistema tributario y 
la existencia de leyes fiscales a 
menudo contradictorias. 

Para corregir esta situación, inicial­
mente se realizaron las conven­
ciones nacionales fiscales de 1925, 
1933 Y la última celebrada en 1947, 
cuya historia es una lucha por mejo­
rar un sistema impositivo y de parti­
cipaciones congruentes con la rea­
lidad socioeconómica en que se 
vivía. 

Sin duda, constituyeron un es­
fuerzo de unión, de colaboración y 
de ordenamiento de la concurren­
cia y las potestades tributarias, o­
rientado a pactar acuerdos entre los 
gobiernos de las entidades fede­
rativas y el gobierno federal. Así , a 
finales de 1953 se crea la Ley de 
Coordinación Fiscal que unió a 
algunos estados mediante un con­
venio que los obligaba a derogar 
contribuciones locales a cambio de 
recibir participaciones de la Federa­
ción. Hasta 1972 se habían coor­
dinado solamente 18 estados de la 
República; a partir de 1973, todas 
las entidades se integraron al sis­
tema, al reformarse la Ley Federal 
del Impuesto sobre Ingresos 
Mercantiles. Posteriormente, la Ley 
de Coordinación Fiscal de 1980, 
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que deroga la de 1953, originó lo 
que hoy conocemos como Sistema 
Nacional de Coordinación Fiscal. 

En México, la coordinación fiscal se 
ha centrado fundamentalmente en 
el aspecto del ingreso. Sin embar­
go, en la última década se iniciaron 
procesos de descentralización del 
gasto federal en educación y salud, 
transfiriéndose recursos a los es­
tados, con facultades limitadas, lo 
que constituye un modelo centra­
lista insuficiente que no responde a 
las necesidades actuales. 

Son innumerables los estados y 
municipios que se han quejado de 
las inequidades del reparto hacen­
dario, lo mismo en materia educati­
va que en materia de salud . Sobre­
salen , además, los casos de los 
estados con recursos naturales, 
como los energéticos, que arguyen 
siempre dar más de lo que reciben y 
una actitud más o menos uniforme 
en contra el Distrito Federal, enti­
dad que se señala como privilegia­
da y subsidiada. 

Desafortunadamente, no hay toda­
vía una política de desarrollo regio­
nal que sitúe a los gobiernos estata­
les y municipales como protagonis­
tas en la determinación de sus 
prioridades. 
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Yen tanto persiste tal situación, las 
haciendas públicas estatales y mu­
nicipales se enfrentan actualmente 
a una gama muy reducida de instru­
mentos para financiar sus proyec­
tos de desarrollo y atender con sufi­
ciencia las necesidades educati­
vas, de salud , servicios públicos, 
seguridad pública y bienestar 
general de la población. 

La Convención Nacional 
Hacendaria 

La Convención Nacional Hacenda­
ria -que tendrá como duración el 
período comprendido entre el 5 de 
febrero y el 31 de julio de 2004-
entraña que los representantes de 
los gobiernos federal , estatales y 
municipales escuchen a la socie­
dad civi l, para definir, en función de 
los requerimientos del desarrollo 
nacional , una nueva visión de fede­
ralismo mexicano. 

El propósito general de la Conven­
ción es coadyuvar a impulsar un 
desarrollo económico más dinámi­
co y justo, definir las responsabili­
dades de gasto a partir de las nece­
sidades básicas en materia social y 
de infraestructura de cada uno de 
los tres órdenes de gobierno, así 
como generar los recursos necesa­
rios y suficientes dentro de un nue­
vo federalismo. 

46 

Para ello se determinarán las po­
testades impositivas respecto de a 
quién corresponde legislar, recau­
dar, administrar o recibir recursos 
de cada impuesto, estableciendo 
cuáles son las facultades concu­
rrentes y las exclusivas. 

Hacia un Nuevo Federalismo 

La premisa fundamental de la Re­
forma Política del Estado, al impul­
sar el federalismo, es consolidar la 
unidad nacional , así como respetar 
la diversidad geográfica, etnográfi­
ca, social y cultural , esto es , propi­
ciar el desarrollo integral de la 
nación, fundado en la suma de re­
giones prósperas, de estados y 
municipios fuertes , en los que se 
combatan rezagos y se mitiguen 
contrastes, a fin de lograr un México 
más democrático, equilibrado y 
justo. 

La redistribución de facultades, fun­
ciones, responsabilidades y recur­
sos está guiada por el objetivo de 
incrementar la eficacia y la equidad 
en la erogación del gasto público y 
en la aplicación adecuada y 
oportuna de los recursos fiscales , 
con el propósito de que la coo­
peración y la coordinación entre 
órdenes de gobierno se exprese en 
fórmulas de asignación de recur­
sos, tendientes a resolver los 



problemas públicos y otorgar cauce 
a las aspiraciones regionales y 
comunitarias. 

~EI nuevo federalismo tiene como fin 
último revertir la concentración de 
atribuciones y decisiones en el 
centro, a fin de impulsar las poten­
cialidades locales mediante una 
descentralización basada en la au­
tonomía política de los estados, la 
renovación de la unidad nacional, la 
eficacia de la administración públi­
ca, el combate a las disparidades 
regionales y la revisión de los mar­
cos institucionales, a fin de fortale­
cer a la República ante los retos que 
la nación enfrentará en el próximo 
siglo. 

Participación Ciudadana 

Antes de tomar una decisión para 
mejorar la coordinación entre los 
niveles de gobierno en esta ma­
'teria , como en todas las demás 
políticas públicas y acciones de 
gobierno, debe privar la premisa de 
la participación ciudadana para 
alcanzar el éxito deseado. 

Así , es importante, inexcusable, 
que las voces de los grupos socia­
les y de los mexicanos en general, 
sean escuchadas tanto en los foros 
de la Convención Nacional Hacen­
daria como en los órganos de 
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gobierno que están participando en 
la estructura del nuevo federalismo 
que se busca, llámense gobierno 
federal, autoridades estatales, 
ayuntamientos y, desde luego, el 
Congreso de la Unión, que por 
constituir la representación política 
de la Nación, entendida en este ca­
so como el conjunto de los habitan­
tes, tiene una obligación fundamen­
tal de abrir espacios de reflexión y 
consulta para alcanzar acuerdos. 

La democracia exige el concurso, la 
concurrencia, la colaboración, la 
cooperación de todos, en la cons­
trucción de los sistemas administra­
tivos y legislativos que impulsen el 
desarrollo nacional. 

Qué mejor manera de fortalecer la 
democracia, y con ella a las institu­
ciones, que instaurar un nuevo 
federalismo participativo, en el que 
todas las corrientes de opinión, 
pero sobre todo las inquietudes y 
demandas más sentidas, queden 
comprendidas. 

La posibilidad de que se alcancen 
resultados en el diseño y operación 
de una estructura moderna, tanto 
legal como administrativa, del siste­
ma fiscal y redistributivo de la ha­
cienda pública, descansa esencial­
mente en que la ciudadanía en­
cuentre que sus opiniones y 
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sugerencias fueron tomadas en 
cuenta y que tenga la certeza jurí­
dica y política de que sus aportacio­
nes al erario, vía impuestos y con­
tribuciones, se convierten en obras 
y servicios tangibles y decisivos pa­
ra aumentar el bienestar colectivo, 
es decir, en aulas, viviendas, patru­
llas, hospitales, campos deportivos, 
etc. 

Pero estimular la participación ciu­
dadana no es algo que se logre por 
decreto ni por un simple acto de 
voluntad política. Es preciso pro­
veer de información oportuna y 
suficiente sobre las cuestiones que 
se están analizando, las metas que 
se pretenden , los sistemas que se 
quiere establecer, los compromisos 
que se adquieren. 

Particularmente en materia fiscal , 
debido a su impacto directo en los 
bolsillos y en las mesas de los 
mexicanos, es indispensable que, 
además de la visión académica, 
política y de especialistas, se con­
temple al ciudadano común , prin­
cipio y fin de las decisiones que 
adopte el Estado. 

Esta inclusión permitirá, además, 
que nadie se atribuya la paternidad 
de una reforma que, por necesaria, 
no debe ser utilizada como bandera 
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política en beneficio de ningún par­
tido o persona. Desechar los prota­
gonismos y la búsqueda de intere­
ses personales o de grupo, es una 
condición inevitable en este proce­
so. 

El federalismo hacendario podrá 
ser una realidad jurídica y operativa 
si las decisiones se toman desde 
las cúpulas del poder, pero nunca 
alcanzará los beneficios colectivos 
que se pretende, y que el país recla­
ma, si no se basa en la participación 
de una sociedad informada y, por 
tanto , corresponsable. 

En este sentido, es necesario insis­
tir en que el factor primordial para el 
éxito de cualquier política pública y 
el cumplimiento de las leyes, reside 
precisamente en conseguir que, 
por su transparencia y eficacia, 
sean atractivas para la ciudadanía, 
de manera que se involucre e inte­
rese en el desarrollo de las activida­
des gubernamentales y en la apli­
cación de los ordenamientos jurídi­
cos que sustenten la armonía, con­
vivencia y productividad de la socie­
dad en su conjunto. 

Porque la verdadera corresponsa­
bilidad consiste en que cada sector 
haga su parte en el desarrollo, ex­
presando así su confianza en las 



instituciones y en las personas que, 
desde los órganos primarios de go­
bierno, tienen la obligación legal y 
moral de conducir las tareas socia­
les. 

Para ello , los programas deben ser 
convincentes y contar con espacios 
y formas claras de participación ciu­
dadana. Tienen que admitir, institu­
cionalmente, la crítica y la vigilancia 
social que ayuden a su perfeccio­
namiento y conduzcan al alcance 
de las metas. 

Así, pues, el federalismo hacen­
dario debe tener como objetivo, 
pero también como génesis, a una 
sociedad que exprese sus nece­
sidades y colabore en las solucio­
nes; que demande acciones y 
ejerza influencia en las decisiones ; 
que vigile y sancione, pero igual­
mente sea corresponsable y partici­
pativa. 

Federalismo Hacendario y 
Participación Ciudadana 
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Dentro de los aspectos que aborda­
rá la reforma fiscal , se encuentra lo 
relacionado a los ingresos de las 
entidades federativas , lo mismo 
que a sus egresos. En este aspec­
to , ha habido voces que se inclinan 
por darle plena autonomía a los 
estados en materia de ingresos y 
egresos, satanizando las transfe­
rencias que hace la federación a 
través de las participaciones ramo 
28 del Presupuesto de Egresos de 
la Federación (PEF) y los fondos de 
aportaciones ramo 33 del PEF 
principalmente, y Ramo 39 (Progra­
ma de Apoyo a Entidades Federati­
vas) , incluyendo algunos progra­
mas del ramo 20 (Desarrollo Social) 
y los llamados convenios de des­
centralización. Esta visión es par­
cial y atenta seriamente en contra 
de la mayoría de los estados, sobre 
todo los más pobres. 

En la división política de nuestro 
país, debemos entender que hay 
estados ricos y estados pobres, o si 
se quiere, entidades que pudieran 
ser autosuficientes y entidades que 
simplemente les sería imposible. 
Esto muchas veces se les olvida a 
los tecnócratas o se aleja del inte­
rés particular de políticos de cada 
entidad. 

Para constatar lo anterior señale­
mos algunos ejemplos, consideran­
do la recaudación en impuestos 
federales de algunas entidades y 
las transferencias que reciben de la 
Federación, incluyendo ramo 33, 
ramo 28, y convenios de descentra­
lización. 

Los datos corresponden al 2000(1). 
Así, Aguascalientes, por cada peso 
que aporta a la Federación en im-

(1) Fuente: I NEGI Y Centro de Estudios de las Finanzas Públ icas de la Cámara de Diputados 
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puestos federales , recibe 91 centa­
vos; Baja California, por cada peso 
recibe 66 centavos; Chihuahua 82 
centavos; Jalisco 78 centavos; 
Nuevo León 27 centavos; Tamau­
lipas 26 centavos ; el Distrito Fede­
ral10 centavos. 

Otras entidades, como Chiapas, 
por cada peso en impuestos fede­
rales que aporta a la Federación, 
recibe en transferencias 9.28 
pesos; Oaxaca, por cada peso 
recibe en transferencias 6.81 
pesos ; Guerrero 5.53 pesos ; 
Tabasco 5.96 pesos; Tlaxcala 3.37 
pesos; Nayarit 6.14 pesos; Hidalgo 
3.98 pesos ; el Estado de México 
1.03 pesos ; y Zacatecas 3.09 
pesos; entre otros. 

Es decir, de las 32 entidades del 
país, sólo diez pudieran ser auto­
suficientes. Las veinte restantes no 
lo son, no obstante que algunas, co­
mo el Estado de México, Quintana 
Roo, Veracruz y Campeche, se 
acercan al punto de equilibrio entre 
lo que generan en impuestos 
federales y lo que reciben de la 
Federación . 

Por eso, es importante tener en cla­
ro los diagnósticos para hacer plan­
teamientos sensatos que no vayan 
a afectar a los estados, sobretodo a 
los más pobres. 
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Sería fundamental plantear que se 
dieran mayores potestades en 
impuestos a los estados sin afectar 
sus transferencias , o como lo dice 
Firdaus Jhavala "ayudaría mucho 
que nuestro sistema de transferen­
cias se mueva hacia la grabación 
local de la riqueza producida". Efec­
tivamente , la información que 
mostramos, por sus características, 
es centralizada, por tanto, la recau­
dación también. Por eso, el Distrito 
Federal se apropia de la recauda­
ción petrolera de otras entidades, lo 
mismo que de la electricidad de 
otras regiones . 

Como sea, lo que se percibe es una 
distorsión muy grande entre la 
recaudación que se genera en las 
entidades en materia de impuestos 
y las transferencias que recibe cada 
unade ellas . 

Sin embargo, en el escenario 
actual , querer darle autonomía a las 
entidades y cortar de un tajo el 
sistema actual de transferencias, 
sería tanto como "descobijar" al 
grueso de las entidades federativas 
y complicar la situación que 
actualmente viven muchas de ellas. 
Quizás la gradualidad pudiera ser 
un primer paso y seguir avanzando 
en esa dirección. 



Por lo pronto, distorsiones y centra­
lismo son la realidad. Por eso, los 
ramos 28, 33 Y 39 son imprescin­
dibles, con todo y sus cuestiona­
mientos, para que los estados se 
alleguen de recursos y puedan 
solventar parte de sus prioridades. 

Habrá que insistir en este tema 
incorporando nuevos elementos 
que vayan mas allá de opiniones 
improvisadas o de medidas que 
sólo busquen privilegiar a algunas 
entidades en detrimento de la 
mayoría. 

Hay que avanzar en la reforma 
hacendaria, pero no a costa de agu­
dizar la distribución de la riqueza y 
la desigualdad. 

El Gasto Federalizado 
y la Reforma Hacendaria 
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Introducción 

El tema del federalismo, que antes 
ocupaba la atención en los espa­
cios académicos, hoyes de suma 
importancia para la vida política del 
país, principalmente si se considera 
la nueva estructura del poder en 
México. 

Después de haber vivido durante 
casi todo el siglo pasado bajo un 
régimen presidencialista, donde las 
decisiones de gobierno provenían 
únicamente del Ejecutivo Federal 
hacia los demás poderes y órdenes 
de gobierno, se inicia este siglo con 
un Presidente acotado, no en sus 
facultades constitucionales, pero sí 
en lo referente al ejercicio fáctico 
del poder político. 

En efecto, con la conformación polí­
tica del Poder Legislativo Federal, 
en el cual ningún grupo parlamenta­
rio obtuvo mayoría absoluta, las de­
cisiones ya no dependen de una 
sola voluntad para construir acuer­
dos que den viabilidad a los proyec­
tos, pues se requiere el acuerdo de 
por lo menos dos diferentes grupos 
parlamentarios. Aún mas, requiere 
contar preponderantemente con el 
acuerdo del Grupo Parlamentario 
del Partido Revolucionario Institu­
cional (PRI) que posee un mayor 
número de diputados y senadores 
en el Congreso de la Unión y, en 
razón de sus antecedentes, es el 
que tiene mayor experiencia políti­
ca y gubernamental, razón más que 
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suficiente para que el Ejecutivo Fe­
deral diseñe propuestas, acuerdos 
e iniciativas de ley que resulten 
viables. 

Por otra parte, el desarrollo del pro­
ceso democrático actual refleja una 
auténtica división de poderes . 
Muestra de ello son los últimos 
acontecimientos en los trabajos 
legislativos, donde las iniciativas 
presidenciales cuyo contenido ha 
sufrido modificaciones sustancia­
les. Tal es el caso de la iniciativa 
enviada por el Ejecutivo Federal 
sobre la nueva hacienda pública 
distributiva en abril de 2001 , que se 
pretendía fuera aprobada en el pe­
ríodo ordinario que concluía el 30 
de abril del mismo año. Encima de 
que tal iniciativa no concitó el míni­
mo acuerdo, ni siquiera fue motivo 
de análisis en la Comisión de 
Hacienda y Crédito Público de la 
Cámara de Diputados. Así, la refor­
ma se aprobó bajo otras condicio­
nes y reglas impuestas los legisla­
dores, las que, incluso, contraria­
ban la propuesta del Ejecutivo 
Federal. 

Parece ser que hoy en día se 
vislumbra en el país un evidente 
avance hacia una democracia más 
participativa y, como consecuencia, 
al cumplimiento de los proyectos 
constitucionales de un Estado 

(1) Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos Articulo 39. 
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democrático. En efecto, la Constitu­
ción precisa que "La soberanía 
nacional reside esencial y origina­
riamente en el pueblo. Todo poder 
público dimana del pueblo y se 
instituye para beneficio de éste. El 
pueblo tiene, en todo tiempo, el ina­
lienable derecho de alterar o modifi­
car la forma de su gobierno" .(1) 

Con base en esta disposición, la so­
ciedad mexicana, a través del órga­
no que la representa, esto es, el 
Poder Legislativo, está tomando las 
decisiones y marcando el rumbo de 
hacia dónde debe avanzar el país 
en temas fundamentales , como la 
propuesta de reforma fiscal , la cual, 
en nuestra opinión, no debe incluir 
gravámenes adicionales a consu­
mos indispensables de la pobla­
ción, como la alimentación, trans­
porte, medicamentos y educación, 
entre otros. A finales del año pasa­
do, el Ejecutivo volvió a presentar 
una iniciativa en el mismo sentido 
que la comentada y nuevamente el 
Legislativo rechazó su propuesta. 

Cabe destacar el hecho de que en 
el pasado no se había visto una 
confrontación tan evidente entre el 
Poder Legislativo y el Ejecutivo, ca­
da uno con sus razones políticas e 
históricas para sostener su pro­
puesta dentro del marco de los 
principios ·constitucionales. 



Un ejemplo es el hecho de que el 
Congreso federal aprobó en el año 
2002 un nuevo gravamen: el im­
puesto especial del 20% para la 
industria refresquera que utiliza co­
mo materia prima la fructosa como 
edulcorante, acción a la que, en 
marzo del mismo año, respondió el 
Ejecutivo Federal con la emisión de 
un decreto que establecía exencio­
nes sobre este impuesto. 

Ante tal situación , la Cámara de Di­
putados impugnó, por medio de una 
controversia constitucional(2), el de­
creto presidencial, a partir de cuya 
resolución la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación consignó que 
el Poder Ejecutivo no puede otorgar 
exenciones fiscales. 

Así lo recogió la prensa nacional en 
la siguiente nota periodística 
publicada el13 de julio de 2002: 

"La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación propinó ayer un nuevo gol­
pe al Presidente Vicente Fox en una 
disputa con el Congreso al determi­
nar que el Poder Ejecutivo no pue­
de otorgar exenciones fiscales , co­
mo la decretada hace dos meses a 
favor de la industria refresquera por 
el uso de alta fructosa ." 

"Por unanimidad, los 11 Ministros 
de la Corte invalidaron la exención 
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concedida por Fox el 5 de marzo 
que permitió a la industria refres~ 
quera dejar de pagar el Impuesto 
Especial sobre Producción y Ser­
vicios de 20 por ciento por uso de 
alta fructuosa y otros endulzantes 
distintos al azúcar. " 

"El Ejecutivo contrarió la voluntad 
del Congreso de la Unión, y por lo 
tanto, hizo negatoria no sólo la Ley 
del IEPS, sino también el fin extra­
fiscal que se expresó en el procedi­
miento legislativo, consistente en la 
protección a la industria azucarera 
nacional", dice la sentencia, elabo­
rada por el Ministro José Vicente 
Aguinaco." 

"La exención estaría vigente hasta 
el próximo 30 de septiembre (de 
ese año) y fue aplicada con el ar­
gumento de "evitar que se otorgue 
un trato desfavorable a esta rama 
de la industria en el País". 

"La Cámara de Diputados la im­
pugnó y la Corte le dio la razón , tal y 
como sucedió en mayo pasado en 
la controversia sobre reformas en 
materia eléctrica." 

"La sentencia trajo por resultado 
cuatro tesis de jurisprudencia de la 
Corte, que expresamente señalan 
que el Ejecutivo no puede exentar 
del pago de impuestos." 

(2) La controversIa constitucional es un recurso de mconsbtuclonahdad que pueden promover los entes de gobIerno en casos de cualquier 
controverSIa eXIstente entre los poderes federales o con estados o munIcIpios, asi como entre cualquIera de los anteriores. Equivale al 
amparo que tienen los particulares. 
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Un ejemplo es el hecho de que el 
Congreso federal aprobó en el año 
2002 un nuevo gravamen: el im­
puesto especial del 20% para la 
industria refresquera que utiliza co­
mo materia prima la fructosa como 
edulcorante, acción a la que, en 
marzo del mismo año, respondió el 
Ejecutivo Federal con la emisión de 
un decreto que establecía exencio­
nes sobre este impuesto. 

Ante tal situación, la Cámara de Di­
putados impugnó, por medio de una 
controversia constitucional(21, el de­
creto presidencial, a partir de cuya 
resolución la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación consignó que 
el Poder Ejecutivo no puede otorgar 
exenciones fiscales. 

Así lo recogió la prensa nacional en 
la siguiente nota periodística 
publicada el13 de julio de 2002: 

"La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación propinó ayer un nuevo gol­
pe al Presidente Vicente Fax en una 
disputa con el Congreso al determi­
nar que el Poder Ejecutivo no pue­
de otorgar exenciones fiscales, co­
mo la decretada hace dos meses a 
favor de la industria refresquera por 
el uso de alta fructosa." 

"Por unanimidad, los 11 Ministros 
de la Corte invalidaron la exención 
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concedida por Fax el 5 de marzo, 
que permitió a la industria refres­
quera dejar de pagar el Impuesto 
Especial sobre Producción y Ser­
vicios de 20 por ciento por uso de 
alta fructuosa y otros endulzantes 
distintos al azúcar." 

"El Ejecutivo contrarió la voluntad 
del Congreso de la Unión, y por lo 
tanto, hizo negatoria no sólo la Ley 
del IEPS, sino también el fin extra­
fiscal que se expresó en el procedi­
miento legislativo, consistente en la 
protección a la industria azucarera 
nacional", dice la sentencia, elabo­
rada por el Ministro José Vicente 
Aguinaco." 

"La exención estaría vigente hasta 
el próximo 30 de septiembre (de 
ese año) y fue aplicada con el ar­
gumento de "evitar que se otorgue 
un trato desfavorable a esta rama 
de la industria en el País". 

"La Cámara de Diputados la im­
pugnó y la Corte le dio la razón, tal y 
como sucedió en mayo pasado en 
la controversia sobre reformas en 
materia eléctrica." 

"La sentencia trajo por resultado 
cuatro tesis de jurisprudencia de la 
Corte, que expresamente señalan 
que el Ejecutivo no puede exentar 
del pago de impuestos." 

(2) La controversia constitucional es un recurso de inconstitucionalidad que pueden promover los entes de gobierno en casos de cualquier 
controversia existente entre los poderes federales o con estados o municipIOS, así como entre cualquiera de los anteriores Equivale al 
amparo que tienen los particulares 
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"La exención del I EPS, que básica­
mente benefició a la industria re­
fresquera y de bebidas -en perjuicio 
de los azucareros, que no pueden 
vender su producto, ya que la fruc­
tosa es más barata- quedará oficial­
mente anulada el día que la Corte 
publique esta sentencia en el Diario 
Oficial de la Federación. 

"Fox y el Secretario de Hacienda, 
Francisco Gil Díaz, basaron el de­
creto en el Artículo 39 del Código 
Fiscal de la Federación , que apa­
rentemente faculta al Ejecutivo 
para otorgar este tipo de exencio­
nes. 

"Para los M inistros, el Código sólo 
permite al Presidente "conceder 
otros beneficios fiscales en los ca­
sos en que, debido a catástrofes 
por fenómenos económicos, socia­
les y meteorológicos, plagas o epi­
demias, se ponga en riesgo la ac­
tividad económica de alguna región 
o sector del País.,,(3) 

Si anteriormente los conflictos se 
daban entre la sociedad y los dife­
rentes órganos de gobierno, hoy en 
día las controversias no surgen 
entre los ciudadanos y el gobierno, 
sino entre los mismos entes guber­
namentales, en sus diferentes nive­
les, lo que parece ser una forma de 

reconocer, orientar y dirigir políticas 
públicas tendientes a aminorar las 
desigualdades que han afectado a 
la sociedad. 

Así , el tema del federalismo es de 
gran trascendencia para el desa­
rrollo del país y para la vigencia de 
la división de poderes, y se discute 
no sólo en el Congreso federal , sino 
también en las entidades federa­
tivas y en los municipios, así como 
lo referente a la competencia de 
potestades tributarias a efecto de 
que las diferentes esferas de go­
bierno puedan cumplir con sus obli­
gaciones. 

Vale señalar que el federalismo no 
es un tema solamente económico, 
sino también político, que concita a 
las diferentes fuerzas políticas y 
sociales. Aunque desde el punto de 
vista del que escribe, el primero es 
más importante, ya que para dotar a 
la población de servicios de edu­
cación , salud , infraestructura y en 
general de mejores niveles de bie­
nestar, compromiso social del Esta­
do democrático, se requieren recur­
sos económicos suficientes. 

Así, resulta que 22 Ejecutivos esta­
tales, del PRI y del PRO, conforma­
ron un grupo, la Conferencia Nacio­
nal de Gobernadores(4) (CONAGO), 
cuyo objetivo primordial es lograr 

(3) Fuentes, Vlctor. "Da corte nuevo golpe a Fax : Invalida exención en fructosa" El Norte, Sección A, Página 1, Sabado 13 de Julio de 2002, 
Monterrey, N.L., México. 

(4) López. Mayolo y Sergio Caballero. "Conforman PRI y PRD frente de Gobernadores" El Norte, Sección A, Pagina 1, Domingo 14 de Julio 
2002, Monterrey, N.L., México 
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una mejor coordinación con el go­
bierno del Presidente Vicente Fox, 
contexto que permitirá a los gober­
nadores construir una agenda via­
ble para la Federación, estados y 
municipios. Entre otros acuerdos a 
lograr, básicamente destaca una 
reforma hacendaria para un autén­
tico federalismo, lo cual muestra 
que la teoría constitucional del sis­
tema federal en México discrepa de 
nuestra realidad, tema que ana­
lizaré más adelante. 

Precisamente de la Conferencia 
Nacional de Gobernadores surgió 
la convocatoria para la Convención 
Nacional Hacendaría, cuya finali­
dad es construir un nuevo modelo 
de finanzas públicas que incluyan, 
por supuesto, un avance en el tema 
del federalismo. 

Antecedentes "'" 

Antes de iniciar con los antece­
dentes del federalismo conviene 
precisar la definición del concepto. 

Para el Diccionario de la Lengua 
Española, federalismo hace refe­
rencia al "Espíritu o sistema de con­
federación entre corporaciones o 
Estados".(5) 

Andrés Serra Rojas, por su parte, 
señala que la palabra deriva del 
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latín foedus, genitivo foederis , con 
el significado de pacto, tratado, 
alianza, a través del cual algunos 
jefes de familia, grupos de pueblo, 
y, en la época moderna, Estados, 
adquieren obligaciones recíprocas 
para convertirse en un nuevo Esta­
do. Por ello se dice que las entida­
des federales se encuentran obliga­
das por el pacto federal. Teórica­
mente han celebrado un pacto 
político y, por principio de cuentas, 
la Constitución es su máxima ex­
presión. La tesis vale para el país 
en que se desarrolló originalmente 
el federalismo: Estados Unidos, sin 
desconocer los antecedentes de 
los cantones suizos y las ligas ger­
manas. "Modernamente, el federa­
lismo se concibe como un sistema 
político y jurídico que tiene como 
antítesis el Estado unitario o cen­
tralizado. En el régimen federal, las 
diversas entidades conservan su 
autonomía, pero parte de su com­
petencia pertenece al Estado fede­
ral".(6) 

El federalismo mexicano tuvo su 
origen en las diputaciones provin­
ciales que posteriormente se con­
virtieron en órganos de gobierno 
local y que son el principio de la 
formación de los estados; su in­
fluencia proviene de la Constitución 
de los Estados Unidos de Nortea­
mérica y de la Constitución France­
sade1791. 

(5) DiCCIonario de la lengua española. RealAcademia Española. (2001) pp. 1046 
(6) Serra Rojas, Andrés. Diccionario de Ciencia Política. Fondo de Cultura Económica. México. 2001 
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Más adelante, el 4 de octubre de 
1824, el Congreso mexicano apro­
bó la Constitución de los Estados 
Unidos Mexicanos que en su artí­
culo 4 decía: "La Nación Mexicana 
adopta para su gobierno la forma de 
Gobierno Representativo, Fede­
ral. .. ". 

Mientras que en 1834, siendo Pre­
sidente de la República Antonio 
López de Santa Anna, se disolvió el 
Congreso y se regresó nuevamente 
al sistema centralista, suprimiéndo­
se las legislaturas locales y convir­
tiéndose los estados en departa­
mentos a los cuales se les designa­
ron gobernadores. Asimismo se 
creó un Supremo Poder Conserva­
dor. 

Fue hasta 1857 cuando el Congre­
so General Constituyente estable­
ció en su artículo 40 lo que en la 
Constitución actual se define como 
la forma de gobierno: "Es voluntad 
del pueblo mexicano constituirse en 
una República representativa, 
democrática, federal, compuesta 
por estados libres y soberanos en 
todo lo concerniente a su régimen 
interior, pero unidos en una 
federación establecida según los 
principios de esta ley fundamen­
tal".(7) 

Aun cuando la Constitución de 
1917, actualmente en vigor, difiere 
mínimamente respecto de la de 
1857, la República Federal, como 
sistema de gobierno, emana desde 
esta fecha y se ha mantenido por lo 
menos en teoría, exceptuando los 
años de 1857 a 1860, y de 1862 a 
1867, por la intervención francesa. 
Posteriormente, durante el gobier­
no de Benito Juárez se restableció 
el orden constitucional y se rees­
tructuró el régimen interior como 
sistema federal. 

Es importante también definir 
conceptos doctrinales para enten­
der mejor el significado del federa­
lismo y las instituciones que lo con­
forman. 

En tal sentido, Héctor Zertuche se­
ñala que "La estructura federal es la 
forma que adopta la estructura or­
gánica en relación con la forma de 
gobierno. En tal sentido, el federa­
lismo es el género que califica todo 
el funcionamiento institucional del 
Estado. Se impone, por lo tanto, 
estudiar el sistema de gobierno 
constitucional en el marco de la 
forma federal, tanto la teoría con­
ceptual sobre la federación como la 
constitución y caracterización de 
los órganos del Estado, su 
funcionamiento y sus funciones". (8) 

(7) Zertuche, Héctor. Las Instituciones del Federalismo, en Diccionario de Ciencia Política, Tomo 1. Fondo de Cultura Económica, México 
2001 

(8) ídem. p. 487 
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El mismo autor agrega que la "fede­
ración es una unión permanente en 
el libre convenio, y al servicio del fin 
común de la autoconservación de 
todos los miembros, mediante el 
cual se cambia en total el status po­
lítico de cada uno de los miembros 
en atención al fin común .. . La fe­
deración da lugar a un nuevo status 
de cada miembro; el ingreso a la 
federación significa siempre, para 
el miembro que ingresa, una 
reforma a la constitución .. . U n Es­
tado, por el solo hecho de pertene­
cer a la federación , queda inordina­
do en un sistema político total. El 
pacto federal es un pacto interesta­
tal de status ... ".(9) 

De lo anterior se desprende que 
una de las características princi­
pales del federalismo es la libertad 
de convenio y la autonomía, la liber­
tad en el principio de la división de 
poderes y la libertad en los distintos 
niveles de gobierno. 

El principio de división de poderes 
en un sistema democrático liberal 
está inspirado en la doctrina de 
Montesquieu. Este autor señala 
que el poder detenga el poder; que 
lo detenga por y para la libertad del 
hombre, que una misma persona 
no posea todo el poder, porque 
entonces la libertad fenece. 

(9) ídem. p. 487 
(10) Const itución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Artículo 41 
(11) ídem.Articulo115. 

Marco jurídico 
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De acuerdo al artículo 41 de la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, "El pueblo ejer­
ce su soberanía por medio de los 
poderes de la Unión, en los casos 
de la competencia de éstos, y por 
los de los Estados , en lo que toca a 
sus regímenes interiores, en los 
términos respectivamente estable­
cidos por la presente Constitución 
Federal y las particulares de los 
estados las que en ningún caso 
podrán contravenir las estipula­
ciones del Pacto Federal" ( 10) De es­
te modo, el pueblo, al ejercer su so­
beranía sostiene una relación , vía 
régimen representativo , con los 
poderes de la Unión y los Estados 
federados , al ser considerados li­
bres y soberanos en lo concern ien­
te a la relación entre los goberna­
dos y las estructuras de gobierno. 

En la vertebración constitucional 
del Estado mexicano, destaca por 
su importancia lo dispuesto en el 
artículo 115 constitucional , al 
señalar que "Los estados adopta­
rán, para su régimen interior, la for­
ma de Gobierno republicano, repre­
sentativo, popular, teniendo como 
base de su división territorial y de su 
organización política y administra­
tiva , el municipio libre conforme a 
las bases siguientes ... ". (11 ) 
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Lo anterior constituye la base para 
definir la libertad o autonomía con­
ferida a cada una de las esferas de 
gobierno. Específicamente, aquí 
interesan los diferentes niveles de 
gobierno federal , estatal y munici­
pal , así como su relación con los go­
bernados. 

Sobre el federalismo se ha dicho 
que es "el conductor de estrategias 
para combatir desigualdades y asi­
metrías , redistribuir recursos , 
fortalecer la capacidad local , activar 
la participación social y modernizar 
las instituciones políticas. Visto as í, 
el federalismo constituye una 
fórmula orientadora de los proce­
sos económicos y pol íticos".(12) 

El federalismo, visto desde diver­
sas perspectivas, se ha confundido 
con una descentralización de ipso 
y a su vez con un incremento de 
delegación de facultades y recur­
sos que la federación debería otor­
gar a entidades federativas y muni­
cipios del país. Lo anterior se 
relaciona con la exigencia que las 
diversas entidades federativas del 
país han reclamado al gobierno 
federal . 

Atendiendo al espíritu de la 
Constitución, la autonomía, tanto 
en la división territorial , adminis­
trativa y organización política , 

significa que cada ente guberna­
mental debe ejercer sus atribucio­
nes y facultades constitucionales 
de acuerdo a principios orientados 
a cumplir con el fin democrático del 
Estado. Para tales efectos, los 
elementos que se deben considerar 
son los siguientes: 1) Las necesi­
dades sociales existentes, enten­
diéndose como tales las que 
demandan los servicios públicos, la 
salud, y la educación , entre otras; 2) 
La capacidad económica de sus go­
bernados, a efecto de definir la ca­
pacidad contributiva ; 3) La relación 
que los gobernados tendrían en el 
cumplimiento de sus obligaciones 
con los otros entes de gobierno; 4) 
La perspectiva de crecimiento eco­
nómico de las regiones o entidades. 

De lo anterior se desprende que, 
para propiciar el bienestar social se 
requieren recursos económicos su­
ficientes para satisfacer necesi­
dades elementales. 

Al respecto , la Constitución, en su 
artículo 31 fracción IV, establece 
como obligación para los mexica­
nos la de "contribuir para los gastos 
públicos, así de la Federación, co­
mo del Distrito Federal o del Estado 
y municipio en que residan , de la 
manera proporcional y equitativa 
que dispongan las leyes. ", de don­
de se desprende que los elementos 

(12) Ortega Lomelin, Roberto. (1994) Federalismo y Municipio. FondodeCultura Económica. México 
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de proporcionalidad y equidad, esto 
es, de justicia, no únicamente de­
ben aplicarse a los sujetos pasivos 
de la relación tributaria con los 
diferentes entes de gobierno, como 
tradicionalmente lo contempla la 
doctrina, sino que debe aplicarse 
también a los propios entes guber­
namentales en función de los servi­
cios públicos que éstos tienen la 
obligación de proporcionar a sus 
habitantes. 

Se considera importante resaltar 
que en esta relación constitucional 
falta definir que la relación tributaria 
entre los particulares y el gobierno 
no solamente se da en función de 
su capacidad económica en forma 
aislada, sino por el contrario, su ca­
pacidad económica se mide en su 
capacidad de contribuir al sosteni­
miento del gobierno en sus tres 
esferas. Esto es , no importa si los 
tres diferentes entes de gobierno 
establecen un mismo gravamen, lo 
justo es que en su totalidad no sea 
desproporcional a la capacidad e­
conómica del contribuyente. 

La proporcionalidad y equidad im­
plica tener un sistema justo y no 
basado en las diferencias econó­
micas entre los ciudadanos. Las 
diferencias deben buscarse res­
pecto del ente de gobierno que le 
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proporcione más servicIos públi­
cos . De aquí se desprende que el 
gobierno que más esté obligado a 
prestar servicios a sus habitantes 
será el que requerirá de mayores 
recursos para el cumplimiento ple­
no de sus funciones. 

Con base en la aplicación de este 
principio constitucional , puede afir­
marse que los ingresos que perci­
ben la Federación, el Estado, y el 
municipio de residencia de cada 
uno de sus habitantes no se corres­
ponden proporcionalmente en la 
actualidad con la obligación consti­
tucional de prestar servicios y de 
atender las necesidades básicas de 
la población. 

De lo anterior deriva que el munici­
pio, el Estado y la Federación de­
ben proporcionar a sus habitantes 
los servicios que la Constitución 
señala, debiendo definirse cuáles 
son los niveles de ingreso que 
corresponden a cada uno de estos 
tres niveles de gobierno. 

A efecto de establecer cuál es el 
sistema justo de distribución tribu­
taria , deben evaluarse los elemen­
tos anteriormente plasmados, prin­
cipalmente el relacionado al gasto 
público. 
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La Hacienda Pública 

En este apartado se presentan las 
diferentes disposiciones cons­
titucionales que regulan el régimen 
hacendario y las facultades que ca­
da ente de gobierno tiene para esta­
blecer contribuciones. 

~ Se busca definir, desde un punto de 
vista general , los compromisos que 
el municipio tiene con los ciudada­
nos, ente gubernamental que tiene 
la responsabilidad de otorgar los 
servicios públicos dispuestos por 
nuestra Ley Fundamental. No pre­
tendo en este trabajo llegar a definir 
un sistema de distribución de potes­
tades tributarias, pero sí subrayar el 
desorden que existe y por consi­
guiente la falta de procedimientos 
técnico tributarios para el cumpli­
miento del federalismo. 

Para ejemplificar este caso, anota­
ré las diversas disposiciones lega­
les que facultan al Congreso de la 
Unión, al gobierno federal , así co­
mo a los gobiernos estatales y 
municipales del país, para la apro­
bación de las leyes relativas a la 
recaudación. 

Veamos cuáles son las facultades 
que la Constitución otorga al Con­
greso federal para dicho objeto. De 

(13) Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. Articulo 73 
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acuerdo con el artículo 73 constitu­
cional , en sus diferentes fracciones, 
el Congreso tiene facultad: 

Fracción VII. Para imponer las con­
tribuciones necesarias a cubrir el 
presupuesto; 

Fracción XXIX-A, numeral 5. Para 
establecer contribuciones espe­
ciales sobre: 

a) Energía eléctrica. 
b) Producción y consumo de ta­

bacos labrados. 
c) Gasolina y otros productos 

derivados del petróleo. 
d) Cerillos y fósforos . 
e) Aguamiel y productos de su 

fermentación . 
f) Explotación forestal , y 
g) Producción y consumo de 

cerveza. 

Las entidades federativas partici­
parán en el rendimiento de estas 
contribuciones especiales, en la 
proporción que la ley secundaria 
federal determine. Las legislaturas 
locales fijarán el porcentaje corres­
pondiente a los Municipios, en sus 
ingresos por concepto del impuesto 
sobre energía eléctrica."(13) 

Al respecto, vale señalar que las le­
gislaturas locales, no la federal , 



deberían ser las encargadas de 
definir la distribución de esas parti­
cipaciones, y no como ocurre, en la 
Ley de Coordinación Fiscal, de al­
cance federal. 

Las contribuciones especiales se­
ñaladas son de competencia fede­
ral , por tal motivo los estados y mu­
nicipios no pueden establecer 
contribuciones sobre estas activi­
dades. 

Por otra parte, el artículo 117 
establece diversas restricciones a 
las entidades federativas , señalan­
do que éstas no pueden , en ningún 
caso: 

"IV. Gravar el tránsito de personas 
o cosas que atraviesen su 
territorio. 

"V. Prohibir ni gravar, directa ni in­
directamente, la entrada a su 
territorio, ni la salida de él, a 
ninguna mercancía nacional o 
extranjera 

"VI. Gravar la circulación ni el con­
sumo de efectos nacionales o 
extranjeros, con impuestos o 
derechos cuya exención se 
efectúe por aduanas locales, 
requiera inspección o registro 
de bultos, o exija documen­
tación que acompañe la mer­
cancía. 

(14) Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. Artículo 117. 
(15) ídem. Articu lo 118, Fracción 1. 
(16) ídem. Articulo 124. 
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"VII. Expedir, ni mantener en vigor 
leyes o disposiciones fiscales 
que importen diferencias de 
impuesto o requisitos por 
razón de la procedencia de 
mercancías nacionales o 
extranjeras, ya sea que estas 
diferencias se establezcan 
respecto de la producción 
similar de la localidad, o ya 
entre producciones semejan­
tes de distinta proceden­
cia ."(14) 

Adicionalmente, el artículo 118 se­
ñala que "Tampoco pueden, sin 
consentimiento del Congreso de la 
Unión: 

Fracción 1. "Establecer derechos 
de tonelaje, ni otro alguno de puer­
tos, ni imponer contribuciones o de­
rechos sobre importaciones o ex­
portaciones" . (15) 

Por otra parte, el artículo 124 esta­
blece las atribuciones exclusivas 
para las entidades federativas, bajo 
una competencia residual que 
señala: "Las facultades que no 
están expresamente concedidas 
por esta Constitución a los funcio­
narios federales, se entienden re­
servadas a los estados". (16) 
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De lo anterior es posible afirmar que 
constitucionalmente no hay restric­
ción para que los estados establez­
can contribuciones, por ejemplo, 
sobre ventas. Sin embargo, dicha 
restricción la contempla una ley 
ordinaria, como es la del Impuesto 
al valor agregado, con la que se 
puede afirmar que el artículo 41 de 
la Ley del IVA es violatoria del 
artículo 124 constitucional. 

Aunado a lo anterior, vale pregun­
tarse si los estados podrán estable­
cer en su entidad alguna contribu­
ción sobre las ventas, del tipo del 
IVA federal. Constitucionalmente la 
respuesta es afirmativa, sin 
embargo, hay que recordar lo que 
se ha señalado anteriormente, en el 
sentido de que cualquier contribu­
ción debe establecerse en función 
de la capacidad económica de los 
habitantes, ya que no se puede 
crear impuesto alguno que perjudi­
que las actividades o economía de 
los ciudadanos. 

Referente a la obligación de asignar 
el gasto público en beneficio de la 
población, existen competencias, 
como el caso de los servicios edu­
cativos. Así, el artículo 3 constitu­
cional señala que "El Estado -Fede­
ración, estados y municipios- im­
partirá educación preescolar, pri­
maria y secundaria", agregando en 
la fracción IV del mismo precepto 
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que "Toda la educación que el Esta­
do imparta será gratuita". 

Obligaciones como la anterior pue­
den encontrarse en el largo listado 
de facultades compartidas o exclu­
sivas, como puede ser la Armada, la 
Marina y seguridad nacional, que le 
corresponde a la Federación, y 
otras que le atañen a los estados. 
En cuanto a los municipios, la pro­
pia Constitución establece, en 
forma enunciativa, la serie de servi­
cios públicos que le corresponde 
atender. 

El artículo 115, en su fracción 111, 
establece: 

"Los municipios tendrán a su cargo 
las funciones y servicios públicos 
siguientes: 

a) Agua potable, drenaje, alcan­
tarillado, tratamiento y dispo­
sición de sus aguas residuales; 

b) Alumbrado público; 

c) Limpia recolección, traslado, 
tratamiento y disposición final 
de residuos; 

d) Mercados y centrales de abas­
tos; 

e) Panteones; 



f) Rastro; 

g) Calles, parques y jardines y su 
equipamiento; 

h) Seguridad pública, en los tér­
minos del artículo 21 de esta 
Constitución, policía preventi­
va, municipal y tránsito; y 

i) Los demás que las legislaturas 
locales determinen según las 
condiciones territoriales y 
socioeconómicas de los munici­
pios, así como su capacidad ad­
ministrativa yfinanciera. 

"Sin perjuicio de su competencia 
constitucional, en el desempeño de 
las funciones o la presentación de 
los servicios a su cargo, los munici­
pios observarán lo dispuesto por las 
leyes federales yestatales ... " .( 17) 

El mismo precepto constitucional, 
en su fracción IV previene: 

"Los municipios administrarán 
libremente su hacienda, la cual se 
formará de los rendimientos de los 
bienes que les pertenezcan, así 
como de las contribuciones y otros 
ingresos que las legislaturas esta­
blezcan a su favor, y en todo caso: 

"A) Percibirán las contribuciones, 
incluyendo tasas adicionales, que 

(17) Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Artículo 115 
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establezcan los Estados sobre la 
propiedad inmobiliaria, de su frac­
cionamiento, división, consolida­
ción, traslación y mejora así como 
las que tengan por base el cambio 
de valor de los inmuebles. 

"Los municipios podrán celebrar 
convenios con el Estado para que 
éste se haga cargo de algunas de 
las funciones relacionadas con la 
administración de esas contribu­
ciones. 

"b) Las participaciones federales, 
que serán cubiertas por la Federa­
ción a los municipios con arreglo a 
las bases, montos y plazos que 
anualmente se determinen por las 
legislaturas de los Estados. 

"c) Los ingresos derivados de la 
prestación de servicios públicos a 
su cargo. 

"Las leyes federales no limitarán la 
facultad de los estados para 
establecer las contribuciones a que 
se refieren los incisos a) y c), ni 
concederán exenciones en relación 
con las mismas. Las leyes estatales 
no establecerán exenciones o 
subsidios a favor de persona o ins­
titución alguna respecto de dichas 
contribuciones. Sólo estarán 
exentos los bienes de dominio 
público de la Federación, de los 

67 



Juan Carlos Pérez Góngora 

estados o los municipios, salvo que 
tales bienes sean utilizados por 
entidades paraestatales o por par­
ticulares, bajo cualquier titulo, para 
fines administrativos o propósitos 
distintos a los de su objeto público. 

"Los ayuntamientos en el ámbito de 
su competencia, propondrán a las 
legislaturas estatales las cuotas y 
tarifas aplicables a impuestos, 
derechos, contribuciones de mejo­
ras y las tablas de valores unitarios 
de suelo y construcciones que 
sirvan de base para el cobro de las 
contribuciones sobre la propiedad 
inmobiliaria. 

"Las legislaturas de los Estados 
aprobarán las leyes de ingresos de 
los municipios, revisarán y fiscaliza­
rán sus cuentas públicas. Los pre­
supuestos de egresos serán apro­
bados por los Ayuntamientos con 
base en sus ingresos disponibles. 

"Los recursos que integran la ha­
cienda municipal serán ejercidos en 
forma directa por los ayunta­
mientos, o bien, por quienes ellos 
autoricen, conforme a la ley; ... ,,(18) 

Con lo anterior queda claro, por lo 
menos en la teoría, que el sistema 
federal es autónomo y por con­
siguiente debe existir libertad para 

(18) Constitución Politica de los Estados Un idos Mexicanos, Articulo 11 5 

que cada ente gubernamental con­
duzca, dirija y coordine su hacienda 
pública . 

Para tener una idea de la depen­
dencia que todos los gobiernos 
estatales y municipales tienen res­
pecto del presupuesto federal para 
hacer frente a sus necesidades, 
veamos lo que establece el reporte 
del INEGI (19) del año 2000. En este 
documento se precisa que el total 
de ingresos para las entidades 
federativas fue de 394,595 millones 
de pesos de los cuales el 88% 
provienen de participaciones y 
transferencias federales. A su vez, 
los ingresos de todos los municipios 
del país ascendieron, en el mismo 
periodo, a 85,349 millones de pe­
sos, de los cuales, el 68.72% co­
rresponden a participaciones y 
transferencias federales . 

Con lo anterior, es posible afirmar 
que si no hay autonomía econó­
mica no se puede dar cumplimiento 
a las disposiciones constitucionales 
relativas al libre ejercicio de sus 
facultades políticas, administra­
tivas y tributarias. 

(19) INEGI. (2002) Finanzas Públicas Estatales y Municipales de México 1997·2000. I NEGI. México. Páginas 9, 13, 17·18 Y 55. 
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Conclusiones V 

• Se requiere corregir una serie de 
rezagos sociales e ineficiencia 
de los diferentes sectores, princi­
palmente del gobierno. 

• El tema del federalismo tiene un 
significado importante en el a­
vance hacia el desarrollo. 

• El tema del desarrollo regional es 
fundamental para corregir los re­
zagos, pero se requiere que se 
cumplan las disposiciones cons­
titucionales, a fin de que cada en­
tidad federativa se dedique a 
cumplir con sus objetivos y a 
atender a su sociedad. 

Con cifras como las mostradas an­
teriormente, será casi imposible 
que una entidad se desarrolle, más 
aún, sin una verdadera autoridad 
para poner en orden a su sociedad. 

Finalmente, para avanzar en el for­
talecimiento del federalismo, se 
pueden señalar dos caminos: 

1. Ordenar el sistema de potesta­
des tributarias para asignar más 
ingresos directos a los estados y 
municipios por medio de una refor­
ma estructural a la legislación fiscal 
federal, con lo que, en principio, no 
sería necesaria una reforma consti-
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tucional, y que cada legislatura 
local pudiera asignar facultades al 
Estado y sus municipios. Con esto 
se podría iniciar el fortalecimiento 
de las finanzas locales sin depen­
der del gobierno federal y, como 
consecuencia, que cada sociedad 
exigiera cuentas a sus gobernan­
tes. Asimismo, sería deseable ob­
tener ingresos adicionales y un ca­
mino podría ser el establecimiento 
de un impuesto sobre determina­
das actividades realizadas en la 
entidad y que la Federación se 
abstenga de gravarlas. 

2. Iniciar una controversia consti­
tucional para las entidades que se 
sientan agraviadas por la injusticia 
del actual sistema "federal" y exigir 
lo que constitucionalmente les co­
rresponde. 

El federalismo no es necesaria­
mente la solución a todos los pro­
blemas, pero es clave fundamental 
para conseguir el bien común. 

Otro aspecto importante es el esta­
do de Derecho, esto es, certidum­
bre en la relación entre gobernan­
tes y gobernados, y entre los dife­
rentes poderes y entidades de 
gobierno para dedicar la función pú­
blica a satisfacer las necesidades 
sociales. 
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La dependencia que las finanzas 
municipales mantienen respecto de 
las participaciones de recursos fis­
cales y de las aportaciones federa­
les, es uno de los principales pro­
blemas de federalismo fiscal que 
requiere de un tratamiento serio y 
profundo, para encontrar alter­
nativas de solución en el marco de 
la reforma hacendaria integral tan 
necesaria en el país. En la actua­
lidad, los gobiernos locales finan­
cian únicamente la cuarta parte de 
su gasto anual con ingresos pro­
pios, dependiendo de los recursos 
federales que se les transfieren y 
del crédito para completar sus pre­
supuestos. 

Como es sabido, el concepto de 
participaciones constituye un ele­
mento intrínseco al pacto fiscal 

entre los tres niveles de gobierno 
constituido en el México postrevolu­
cionario . Su origen lo encontramos 
en la Primera Convención Nacional 
Fiscal de agosto de 1925, la cual se 
propuso uniformar el sistema de tri­
butación y eliminar la inestabilidad 
que la concurrencia federal y local 
provocaba en la vida económica 
nacional. El principal resultado de 
esta Convención fue la formaliza­
ción de un proceso de coordinación 
tributaria, el cual delimitó las facul­
tades impositivas predominante­
mente a favor del gobierno federal, 
aspecto que se profundizará en los 
años siguientes. 

Junto con la apropiación de los prin­
cipales impuestos por parte del 
gobierno federal se estableció el 
mecanismo, denominado de 

'* Este articulo fue escrito en colaboración con el Lic. Abel JimenezAlcázar. 

71 



Óscar Pimentel González 

participación, que consistía en otor­
gar a los estados parte del rendi­
miento de ciertos impuestos a con­
dición de que se suprimieran o no 
decretaran gravámenes locales si­
milares. Si bien este mecanismo 
evitaba la doble imposición, tuvo el 
inconveniente de obligar al Estado 
a perder su autonomía fiscal , 
limitando la capacidad de las ha­
ciendas locales para adaptar la 
recaudación a sus necesidades 
presupuestarias, y perdiéndose a­
demás la relación directa entre los 
ingresos y los gastos de una enti­
dad federativa. 

El sistema fiscal que se fue confor­
mando en el país, basado en la 
imposición de la Federación y la 
acotación de las atribuciones fisca­
les de los gobiernos locales, a cam­
bio de retribuirlos con participacio­
nes sobre la captación federal , 
condujo a una creciente centraliza­
ción federal recaudatoria , con la 
consecuente reducción progresiva 
de la recaudación de los gobiernos 
locales. El impacto en la captación 
de ingresos por los distintos niveles 
de gobierno se refleja en el hecho 
de que mientras en 1930 el go­
bierno federal captaba el 69% de 
los ingresos en el país, los gobier­
nos estatales el 23% y los 
municipios el 8%; para 1975 esta 
proporción se había inclinado 
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significativamente a favor de la Fe­
deración que concentraba ya el 
90% de los ingresos, cayendo los 
ingresos de los estados al 8.6%, y 
los correspondientes a los munici­
pios apenas aI1.3%. Esta caída de 
los ingresos fue acentuando la de­
pendencia estatal y municipal de las 
participaciones. 

ESTRUCTURA PORCENTUAL DE 
INGRESOS FISCALES 1900-1975 

Año Federación Estados Municipios 
1900 63.0 24.1 12.9 
1923 72 .6 14.5 12.9 
1930 68.7 22.9 8.4 
1940 71.4 23.3 5.3 
1950 78.3 18.4 3.3 
1960 78.6 18.6 2.8 
1970 86.4 12.0 1.6 
1975 90.1 8.6 1.3 

Fuente: Sobarzo Horacio, "La Cuestión Fiscal y el Nuevo 
Federalismo", en Estudios Sociológicos, El Colegio de México 
vol XXVII , num o 51 , sept-dic 1999, p 749 

El actual sistema de coordinación 
entre los tres niveles de gobierno 
descansa en la Ley de Coordina­
ción Fiscal de 1980, que a lo largo 
de los años ha tenido diversas 
adecuaciones, pero que mantiene 
el sistema de participaciones como 
la forma principal de coordinación 
en materia hacendaria entre la 
Federación y los gobiernos estata­
les. Esta ley considera también los 
ingresos tributarios de la Federa­
ción como la base para determinar 
el monto global de las participacio­
nes, y establece las fórmulas , 



mediante las cuales se determinan 
los montos y la entrega de las parti­
cipaciones de los diversos gravá­
menes a las entidades federativas. 

En 1980 se estableció también el 
Impuesto al Valor Agregado (IVA) 
como impuesto federal, lo que per­
mitió un inmediato aumento sustan­
cial de la recaudación, y la deroga­
ción de la mayoría de los impuestos 
estatales indirectos al consumo. 
Esta última medida provocó la 
caída de los ingresos estatales, la 
cual fue compensada por el eleva­
do aumento de las participaciones 
federales, que pasaron de 24.8 a 
43.1 % en esos años. Si bien los 
estados se beneficiaron de esta 
medida, ya que les significó un 
aumento real inmediato de 34% en 
sus ingresos totales, por otra parte 
incrementó su dependencia de las 
asignaciones federales y desincen­
tivó los esfuerzos recaudatorios 
locales, aspectos que se agudiza­
rán en los años posteriores. 

La Ley Fiscal de 1980 estableció la 
obligación para los estados de en­
tregar a los municipios, como míni­
mo, el 20% de participaciones fede­
rales que obtuviesen. Posterior­
mente, en 1983 se modificó la Ley 
de Coordinación Fiscal, para am­
pliar las participaciones fiscales 
canalizadas a los municipios a tra­
vés del Fondo Financiero Comple-
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mentario. Además, se impulsó el 
Fondo de Fomento Municipal para 
compensar a los municipios con 
menores participaciones. 

Estas modificaciones no trajeron 
beneficios inmediatos a los ayun­
tamientos. A partir de 1984, las 
contingencias económicas que el 
país enfrentó mantuvieron una caí­
da de las participaciones federales 
durante los años 80 y sólo a finales 
de esa década comenzó su recu­
peración, lo cual redundó, a su vez, 
a favor de las participaciones de los 
ayuntamientos. 

En una retrospectiva de los últimos 
veinte años del siglo pasado, se ob­
serva que, en términos reales, las 
asignaciones a los estados vía 
participaciones se incrementaron 
en 72% durante el periodo 1981 -
2000. En los años 80, las presiones 
presupuestales mantuvieron el 
monto de las participaciones en los 
niveles alcanzados luego de esta­
blecida la Ley de Coordinación Fis­
cal de 1979. En el sexenio 1988 -
1994 la recuperación económica 
favoreció un incremento de las 
participaciones de 41 %. La admi­
nistración del Presidente Zedillo 
imprimió, a partir de 1996, otro 
ascenso significativo a las partici­
paciones, de 39%. Como porcen­
taje del PIB, las participaciones pa­
saron del 2.5 al 3.8% durante las 
dos décadas de referencia. 
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En el caso de los municipios, con­
viene referir que si bien la Ley de 
Coordinación Fiscal de 1980 deter­
minó una distribución de al menos 
20% de las participaciones asigna­
das por entidad federativa, durante 
los años ochenta, los ingresos 
municipales por ese concepto se 
mantuvieron por debajo de esa 
proporción. A partir de los años 90, 
la distribución de las participa­
ciones ya se ajustó al precepto se­
ñalado, e incluso hubo años como 
los de 1998 y 1999 donde el porcen­
taje ascendió al23 y 24%. 

Otro aspecto vinculado a la cues­
tión de las participaciones es el re­
ferente a la descentralización del 
gasto público. A inicio de los 80, el 
gobierno federal estableció el "Ra­
mo 26 - Desarrollo Regional", para 
canalizar recursos a los gobiernos 
locales, los cuales fueron ejercidos 
de manera descentralizada en los 
estados y municipios. Durante el 
último lustro del siglo pasado tuvo 
lugar un importante impulso a la 
descentralización del gasto público. 
El "Ramo 33 - Aportaciones a esta­
dos y municipios" vino a sustituir al 
Ramo 26, e integró los recursos 
financieros destinados a los ser­
vicios descentralizados de salud y 
educación, al equipamiento de los 
cuerpos de seguridad pública, así 
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como partidas con un manejo direc­
to de los municipios para inversión 
en servicios básicos. 

Durante este periodo se creó tam­
bién el Ramo 25 para ampliar los 
recursos descentralizados en apo­
yo al sector educativo del Distrito 
Federal. Finalmente, para el ejer­
cicio fiscal 2000 los legisladores 
autorizaron una partida especial 
para apoyar diversos programas 
educativos, de salud, seguridad pú­
blica e infraestructura en los esta­
dos y municipios, integrados bajo la 
denominación de Programas de 
Apoyo para el Fortalecimiento de 
las Entidades federativas (PAFEF). 
Todo lo anterior significó un impor­
tante incremento del gasto descen­
tralizado a estados y municipios. 

Considerando en forma conjunta, 
tanto el gasto público descentra­
lizado como la distribución de las 
participaciones federales, puede 
verse que efectivamente durante el 
sexenio de Ernesto Zedillo tuvo 
lugar un importante incremento en 
la asignación de recursos a los 
estados y municipios, particula­
rmente a partir de 1998. La derrama 
de recursos presupuestales a los 
estados y municipios, comparada 
con el monto total del PIB, mantiene 
una tendencia ascendente, al pasar 
de 3.2% en 1995 a 6.3% en 2000. 



I?articipaciones y Aportaciones 
Federales en las Finanzas 
Municipales 

PIB, PARTICIPACIONES FEDERALES Y GASTO DESCENTRALIZADO, 
1994-2000 

(millones de pesos constantes, 1993) 

Participaciones 
Fondo para el Derrama a Participación 

Año PIB Ramo 26 Ramo 33 Fort. mpios y Edos y de la derrama 
federales 

D.F. Mpios. en el PIB 

1994 1,312,200 38,209 7,325 O O 45,534 3.5 

1995 1,230,608 32,841 6,057 O O 38,898 3.2 
1996 1,293,859 36,230 5,661 O O 41,891 3.2 

1997 1,381,525 41,079 5,055 O O 46,134 3.3 

1998 1,448,135 42,757 1,302 48,180 2,534 94,773 6.5 

1999 1,501,008 45,676 1,314 49,374 O 96,364 6.4 
2000 1,572,318 48,111 O 50,267 O 98,378 6.3 

Fuente Elaboraciones propias a partir de datos de las Cuentas de la HaCienda Pública Federal, 1989-1994, Secretaría de 
Programación y Presupuesto y Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Sin embargo, esta descentraliza­
ción de recursos fiscales profundizó 
la dependencia financiera de los 
estados y municipios respecto a la 
hacienda federal. Ello como resul­
tado, en primer término, de una total 
desproporción entre la captación de 
la federación y la que realizan los 
gobiernos locales. En 1999, el 
gobierno federal captó el 95% de 
los ingresos generados por vías 
impositivas y cobro de servicios 
públicos, los estados el 2% y los 
municipios apenas el 3%. La debi­
lidad de las administraciones tribu­
tarias estatales se debe a la ausen­
cia de nuevas fuentes tributarias de 
ingresos, sus deficientes sistemas 
de recaudación y administración ya 
su crónica dependencia de las par­
ticipaciones y transferencias fede­
rales.(1) 

En el caso de los municipios, el pro­
blema es más acentuado. En el pe­
ríodo 1975-1979, los ingresos por 
impuestos representaron en pro­
medio el 16% de los ingresos tota­
les de los ayuntamientos, porcenta­
je que aumentó en el periodo 1990-
1995 al 18%. Por su parte, la pro­
porción promedio de los derechos 
en los ingresos municipales se 
redujo de 10% registrado en 1975-
1979, a 7% en 1990-1995. Sin em­
bargo, para los mismos periodos, 
las participaciones federales 
pasaron de 14 al 48% del total de 
los ingresos municipales.(2) 

Con el crecimiento de las transfe­
rencias de aportaciones del ramo 
33 y del PAFEF, la dependencia 
municipal de los recursos federales 
se ha agudizado. En 2001, las 

(1) Hernandez Trillo, Fausto. Manejo de Riesgos Financieros en las Entidades Federativas de México: Fondo de Contingencia Estatal para 
evitar Riesgos Macroeconómicos. Documentos de Trabajo. NO.191. el DE, 2000. 

(2) Ibarra Salazar, Jorge, et. al. "Participaciones Federales y Dependencia de los Gobiernos Municipales en México, 1975, 1995", en 
Investigación Económica , numo 137. Julio - septiembre 2001. México, pp. 44-46. 
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participaciones federales recibidas por los ayuntamientos representaron el 
42% de sus ingresos, mientras que las aportaciones habían alcanzado ya el 
33%. Es decir, que en los últimos años las tres cuartas partes de los ingresos 
municipales se integran con recursos provenientes de la Federación. 

Concentrado Nacional de Ingresos Municipales 1996 - 2001 
(millones de pesos constantes) 

Ingresos 1996 1997 1998 1999 2000 2001 

Ordinarios 48144 51 .897 65.798 78786 88873 99939 
Propios 16,704 17,107 19,357 19,912 20,809 23,587 
Impuestos 8,074 8,005 8,333 8,336 9,303 10,466 
Predial 4,895 4 ,693 6,983 5,044 5,466 6,434 
Derechos 3,651 3,772 4 ,370 4,727 5,255 5,840 
Productos 1,659 1,681 2,017 1,994 1,754 1,804 
Aprovechamientos 2,952 3,250 4 ,251 4,450 4,029 5,044 
Contribuciones 367 400 386 406 469 432 
Participaciones y 31 ,441 34,790 46,440 58,873 68,063 76,352 
Transferencias Federales 
Participaciones 28,764 32,420 38,325 42,706 43,461 42 ,831 
Trasferencias y Aportaciones 2,677 2,370 8,116 16,168 24,603 33,521 

Fuente : Elaboraciones propias , con datos de INEGI tomados de Fmanzas PublIcas 1989 - 1997 Y Fmanzas 
Públicas 1998 - 2001 

Interesa también abordar el PARTICIPACIONES FEDERALES PAGADAS A LAS 

aspecto referente la orientación 
ENTIDADES FEDERATIVAS 1984-2001 

a (DI~t"IIUCIOn POHent .. al) 

EntIdades U84 1988 1994 1995 1998 2000 2001 

que se ha pretendido dar a la Federativas 
Agu as e alientes 0 .9 0.8 11 1.1 11 1.2 1.1 

distribución de las participaciones Baja California 2 .7 2 .6 2 .9 2 .' 2.8 28 2 .7 
B.e.Sur 0 .6 0 .6 06 0 .6 0 .6 07 0.6 

hacia las entidades federativas. Campeche 1.2 1.1 1.2 12 1.1 1.2 1.2 
Coahulla 25 1.8 2.3 2.' 2.5 2 .' 2.5 

Dicha distribución muestra dos 
Colima 0.7 0.6 0.8 0 .8 0.7 0.8 0.7 
Chiapas 3 .6 3.9 3.7 3 .7 3.7 3 .8 3.8 
ChIhuahua 2 .6 2 .6 2 .9 2 .8 2.' 3 O 3 .3 

momentos. Durante los años 80, las D.F. 20 .7 22 .7 15 .4 15.4 13.8 13.0 13.0 
Ourango 1.2 " 1.4 1.4 1.4 ,. 1.5 

participaciones se asignaron a los Guanajuato 2.7 2.9 3 .7 3.8 3.7 3.8 3.8 
Guerrero 16 1.5 2' 2 .3 2.4 2 .2 2.2 

estados principalmente partir de 
Hidalgo ,. 1.4 18 18 1.9 1.9 1.8 

a Jali sc o 5 .8 59 6.0 6 .3 6.0 6 . 1 6 .1 
México 10.3 10 .1 10.3 10.4 10.7 1' .4 11 .1 

un criterio resarcitorio, que Mlchoacán 1., 1.8 3 .0 3.0 3.0 3 .0 3.0 
Morelos 1.0 1.0 1.5 1.5 

" 
1.5 1.5 

otorgaba recursos de acuerdo con Nayarlt 1.0 o., " 1.1 10 1.0 1.0 
Nuevo León '.3 5.4 4 .4 4 .8 4 .7 4 .6 4.6 

los niveles de recaudación fiscal 
Oaxac a 1.7 1.5 2 .7 27 2.5 25 2 .4 
Puebla 2 .6 2.4 3.8 3 .7 3.8 3 .' 3 .' 
Querétaro " 1.0 1.4 1.6 1.5 1.6 16 

que se hacía en su territorio. Lo Quintana Roo 0.6 0 .7 0.8 0.8 O., 1.0 11 
San Luis PotosI 15 1.3 19 1.' 1.9 1.9 " anterior favorecía a las entidades Sin aloa 2 .6 2 .6 2.6 2 .5 2 .5 2 .5 2 .5 
Sonora 3 .1 3 .2 3 .0 2 .' 3 .2 3 .0 31 

con mayor dinámica económica, Tabasco 7.0 6 .5 '.3 4 .1 .. , 4.8 '.7 
Tamaulipas 2.' 3.0 3.0 2.' 3.0 3 .1 3.3 
Tlaxcala O., 0.8 10 1.0 10 1.0 10 

como en el caso del Distrito Federal Veracruz 6.0 6 .0 6.2 6 .0 6.2 6 .0 5.' 
Yucatán 1.3 1.3 1.5 1 .5 1 .6 1 .6 1.6 

que al aportar más del 25% del PIS Zacatecas 1.2 1.1 1.3 1.3 1.3 13 1.3 

TOTAL 100 100 100 100 100 100 100 

recibía alrededor del 20% del total Fuente E stlm aC lo nes to n base en datos de SP P e uenta de 13 H a¡ l e n d~ p ub li ca 
Fede ra l . 1984_1988 . SHCP C uenta oe la H ac ie n¡ja Pub ll( a Fe ceral. I ~94_\9 9B_ 2000 

2001 

de las participaciones. 
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A partir de 1991 se sustituyó el cri­
terio resarcitorio por la redistribu­
ción (de la mayor parte del fondo de 
participaciones) a partir de la pro­
porción que representa la población 
de cada entidad con respecto al 
total nacional. Si bien pareciera que 
este criterio es más equitativo, debi­
do a que las participaciones se en­
tregan de acuerdo al número de 
habitantes de cada Estado, resulta 
también que las entidades con 
escaso dinamismo poblacional han 
visto reducir sus participaciones. Es 
el caso del Distrito Federal que con 
este nuevo criterio redujo su 
participación a niveles del 13%, 
pero también de Nuevo León, 
mientras que el Estado de México, 
Oaxaca y Chiapas, entre otros, 
incrementan su proporción en el 
total nacional. 

Pero también las aportaciones del 
Ramo 33 y el PAFEF se están dis­
tribuyendo, en su gran mayoría, de 
acuerdo al criterio poblacional. En 
este sentido, en los últimos años se 
ha incrementado la crítica a los cri­
terios de distribución de las partici­
paciones y transferencias federales 
conforme al criterio poblacional, 
aduciendo principalmente que ello 
impide incentivar a la mayoría de 
las entidades federativas para que 

Participaciones y Aportaciones 
Federales en las Finanzas 
Municipales 

incrementen su capacidad recau­
dadora, ahondando la dependencia 
que presentan de recursos fede­
rales. 

Si bien el cambio del criterio resar­
citorio por el criterio poblacional 
para determinar la distribución de 
los recursos descentralizados 
pretendía imponer un sentido de 
equidad a favor de los estados con 
mayores carencias, a fin de que 
éstos pudiesen contar con recursos 
para salir de su rezago económico y 
social, los resultados no parecen 
dirigirse hacia los objetivos plan­
teados. 

Un indicador de lo anterior resulta 
de la comparación de la aportación 
de cada una de las entidades 
federativas al Producto Interno Bru­
to Nacional en 1980, 1985 (cuando 
se resentían los efectos agudos de 
la crisis), 1993 (año en el que se 
habían ya recuperado los montos 
de participaciones fiscales, que 
incluso alcanzaban incrementos 
superiores aI40%, y los recursos de 
desarrollo regional destinados 
antes de los ajustes estructurales 
de los años 80), y 2000 (en cuyo 
ejercicio se habían ya integrado las 
aportaciones federales y el PA­
FEF). 
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PRODUCTO INTERNO BRUTO NACIONAL , 
APORTACION POR ENTIDAD FE D E R A TlVA 

(D is t tt b u ci ó n po re e n tu ~ 1) 

En t i dad Fed erati v a 1 9 8 0 198 5 1 988 19 9 3 2 0 00 
Aguasca li e n t e s 0 6 07 07 1 0 1 2 
Ba j a C a lif o rnia 22 24 2 5 28 33 
Baja C a lifornia Sur 04 04 05 0 5 05 
e am pec h e 05 39 22 1 2 1 1 
Coa h u il a 30 27 30 2 9 3 1 
Co li m a 05 05 0 5 0 6 06 
C h iap a s 2 6 23 19 1 8 17 
Ch i hu a h ua 28 29 33 39 45 
D is t r i to F e d era l 25 1 210 21.4 239 22.7 
Du rango 14 15 13 13 1 2 
G u a naju ato 31 32 33 34 33 

G uer rero 1 7 17 19 19 16 
H i d a lg o 16 15 17 15 14 
J a li s c o 65 67 68 66 64 
M éxi co 98 11 1 103 108 
M ichoacán 25 23 25 23 24 
M o re la s 1 2 1 2 1 3 15 14 
N a yari t 07 0 8 0 7 07 0 .6 
N ue vo Le ó n 5 9 6 0 64 69 
Oaxaca 14 1 8 1 7 1 7 15 
P ue bl a 30 33 3 1 32 3 4 
Q uerét ar o 09 13 13 14 1 7 

Q ui n ta na R o o 03 05 07 13 13 
Sa n L u i s Po t o s i 13 17 19 1 8 17 
Si n a lo a 24 22 22 2 3 2 0 
So no r a 25 2 6 2 .6 2 6 2 7 
Ta b as co 29 27 19 1 3 1 2 
T a rn a u li pa s 35 28 2 8 30 
T la xca la 0 5 06 06 05 05 
V er a cru z 62 :· 7 57 46 41 
Yu catán 12 1 1 12 1 3 13 
Zaca t ecas 0 - 0 9 10 OS 0 6 

10 
1 000 10 00 10 00 1000 10 0 0 

co n b a se e n d al o s d e IN E G " S i S I~ m a d. l u@ nl ~i N H IO ,,.Ies d e 
B¡ut o p o , E n lidadFe d e ,a ll\l .19S 0 ,1 9 S5-lg S8 ,1 993·2 0 00 

Agrupando las entidades por re­
giones geográficas, encontramos 
que, mientras los estados fronteri­
zos del norte incrementan su apor­
tación al PIB Nacional (a excepción 
de Tamaulipas), los estados del 
Sureste reducen su aportación o en 
el mejor de los casos la mantienen. 
Así, entre 1980 y 2000, Nuevo León 
incrementa su participación del 5.9 
aI6.9%, yen contraposición, Oaxa­
ca la reduce de11 .8 en 1985 aI1.5% 
en 2000, y Chiapas también baja su 
participación del 2.6 al 1.7%. Otros 
estados del centro del país también 
incrementan su aportación, como 
Aguascalientes, que pasa del 0.6 al 
1.2%, Querétaro del 0.9 aI1.7% y el 
Estado de México del 9.8 al1 0.8%. 
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En el caso del DF, continúa su ten­
dencia a la baja aunque mantenien­
do todavía el 22.7% del PIB Nacio­
nal, la más alta contribución a nivel 
estatal y que duplica la aportación 
inmediata en tamaño del Estado de 
México. 

De lo anterior se deduce entonces, 
que los estados que recibieron 
durante la última década del siglo 
pasado proporcionalmente mayo­
res volúmenes de recursos federa­
les descentralizados, como son las 
entidades del Sureste, no han 
logrado revertir su bajo nivel pro­
ductivo. Pareciera entonces que los 
recursos allegados a estos estados 
carecen de una planeación yadmi­
nistración adecuada para su mejor 
utilización en el fomento al desarro­
llo, o continúan siendo sólo sufi­
cientes para mantener las políticas 
asistenciales de atención a los 
amplios sectores sociales en condi­
ciones de pobreza que prevalecen 
en estas entidades federativas . 

Por su parte, la Federación se en­
frenta actualmente a crecientes 
dificultades para incrementar sus 
fuentes de financiamiento, lo que 
hace impostergable transforma­
ciones estructurales en el aparato 
fiscal para ampliar sus capacidades 
de recaudación, bajo criterios de 
equidad. Esta limitante inhibe a su 
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propuesta menos radical y posible­
mente más viable es precisamente 
introducir criterios resarcitorios en 
la distribución de las participacio­
nes federales que refleje el esfuer­
zo recaudatorio de los estados y 
redunde a su vez en un mayor acce­
so a los recursos descentralizados. 

Sin embargo, sustituir el criterio po­
blacional por el resarcitorio en este 
momento, dada la desigualdad 
regional existente, traería severos 
perjuicios a los estados pobres. Por 
tanto, el reto en esta materia de 
federalismo fiscal es lograr equili­
brios entre los criterios resarcitorios 
y poblacionales, para continuar 
apoyando a los estados pobres, 
pero procurando también un mayor 
compromiso de éstos para elevar 
su eficiencia fiscal, que a la larga 
será en su propio beneficio. 

Otro tema de debate relacionado 
con esta materia, se refiere a pro­
mover una mayor descentralización 
de potestades tributarias de la Fe­
deración hacia los estados y muni­
cipios, de manera que los gobier­
nos locales pudieran aplicar 
mayores impuestos en beneficio 
directo de sus finanzas. Sin embar-

. go, en varios estados los gobiernos 
locales no ven con buenos ojos la 
aplicación de más impuestos, por el 
costo político que les implica. Inclu-

so, son varios los estados que des­
aprovechan potestades tributarias 
que ya poseen, argumentando que 
se trata de impuestos de baja 
recaudación. En este sentido, la 
Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público informó recientemente que 
en 30 entidades federativas se 
aplica el impuesto sobre hospeda­
je, en 29 de éstas el impuesto de 
enajenación de vehículos y bienes 
muebles, en 27 entidades el im­
puesto sobre nómina, y sólo 14 
gobiernos locales cobran la tenen­
cia a vehículos de más de 10 
años.(3) 

El impuesto predial constituye ac­
tualmente el concepto con mayor 
potencial para los gobiernos loca­
les. Con las reformas el artículo 115 
constitucional en 1983, que entre 
otros aspectos transfirió la potestad 
de administrar este impuesto por 
parte de los gobiernos municipales, 
se abrió una importante veta para 
las finanzas locales, que en la gran 
mayoría de los municipios del país 
no ha podido ser aprovechada ante 
las limitaciones técnicas, de recur­
sos humanos y de aparatos admi­
nistrativos que presentan. 

Particularmente durante los años 
90, los municipios grandes y algu­
nos de tamaño medio lograron 
avanzar en la modernización de sus 

(3) Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Diagnóstico de la Situación Actual de las Haciendas Públicas Estatales y Municipales, México, 
2003 
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considerar, en los planteamientos 
de reforma fiscal, la necesidad no 
sólo de encontrar los mecanismos 
para incrementar los ingresos de 
los gobiernos locales, sino también 
de hacer más eficiente la aplicación 
del gasto, que permita ajustar el 
gasto corriente en beneficio de una 
mayor proporción destinada al 
gasto de inversión. 

Asimismo, dichos recursos públi­
cos requieren complementarse con 
una mayor participación de los 
sectores privado y social. Existen 
experiencias en algunos municipios 
importantes del país, donde servi­
cios públicos, como la conducción y 
distribución de agua, el manejo de 
residuos sólidos y el tratamiento de 
agua residuales, han incorporado 
ya la participación de la inversión 
privada, con lo cual han reducido la 
presión en el gasto público para el 
financiamiento de estos servicios. (?) 

De dichas experiencias deben to­
marse las enseñanzas que permi­
tan establecer los marcos norma-

tivos y legislativos adecuados para 
favorecer con mecanismos simplifi­
cados la inversión privada, y al mis­
mo tiempo fortalecer la capacidad 
gubernamental de regulación y su­
pervisión, para determinar con 
precisión las obligaciones y, en su 
caso, las sanciones que correspon­
dan a las empresas, y así favorecer 
la complementariedad entre la 
acción pública y el interés privado. 

Finalmente, cabe destacar también 
la necesidad de profundizar no sólo 
la descentralización de atribucio­
nes y recursos del gobierno federal 
a los gobiernos locales, sino 
además la propia descentralización 
de los gobiernos locales hacia los 
municipales. Existen evidencias de 
que las prácticas centralistas se 
han transmitido hacia el interior del 
país. 

Los resultados del ejercIcIo fiscal 
2000 muestran que del total del 
gasto ejercido en las entidades fe­
derativas y el Distrito Federal, el 
18.9% se ejerció directamente por 

(7) La Empresa Paramunicipal de Servicios Aguas de Salti llo (SIMAS) constituye un buen ejemplo de incorporación del sector privado al 
financiamiento de los servicios públicos municipales. Luego de varios meses de análisis de alternativas de sol ución a los prob lemas de 
abasto ydistribución de agua en el municipio de 5alti llo, e incluso de consulta pública a la comunidad , en octubre de 2001 SIMAS inició sus 
operaciones como una empresa mixta encargada de la operación del servicio de agua en 5altillo, con participación mayoritaria de 51 % del 
Ayuntamiento, y e149% restante del socio privac1o. 
La creación de esta empresa no implicó la privatización del servicio. Su operación legal consiste en una asociación donde el municipio 
mantiene la propiedad de la infraestructura, y cc 'ncesiona a los socios privados los derechos de uso de la infraestructu ra. De esta manera, 
se logró atraer inversiones y créd itos por más dn 80 millones de pesos para realizar mejoras, ampliaciones y la adquisición detecnologias 
de punta para los sistemas de operación y administración de los servicios de agua potable, todo lo cual se ha incorporado al patrimonio de 
esta empresa paramun icipal. 
Al año de operación y sin haber incrementadc ' en términos reales las tarifas de agua, Simas cubrió la totalidad de sus adeudos con 
BANOBRAS y proveedores, cubrió con oportur ¡dad el pago de derechos a CNA, por primera vez en la historia mun icipal el sistema local 
presentó f inanzas sanas, y se incrementó en 50 Yo el suministro doméstico de agua . 
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los gobiernos municipales. Dicho 
porcentaje se encuentra subvalora­
do en la medida de que en el gasto 
estatal se consideran el total del 
correspondiente al gobierno del 
Distrito Federal (y que corresponde 
al 12.5% del gasto total estatal). 
Excluyendo el gasto del DF, y consi­
derando únicamente a las entida­
des federativas, el gasto municipal 
ejercido representa el 21.6% del 
gasto total estatal. 

De tal manera, 16 entidades fede­
rativas presentan una proporción 
de gasto municipal por encima del 
21.6%. Llama la atención particu­
larmente que entidades como 
Oaxaca, Puebla y Veracruz, ubica­
das entre aquéllas que cuentan con 
el mayor número de municipios, 
tengan una proporción de gasto 
municipal inferior al 16%, lo que en 
una primera conclusión permite 
plantear que los ayuntamientos en 
estos estados reciben cantidades 
mínimas de recursos federales. La 
atomización de los municipios y sus 
carencias en materia de administra­
ción pública son sin duda aspectos 
que tienen que ver con esta baja 
descentralización. Sin embargo, la 
centralización de los recursos no se 
refleja tampoco en un mejor apro­
vechamiento de los mismos, pues 
como ya se ha visto, en estos esta­
dos las tendencias de su crecimien­
to no son favorables. 

Conclusión 

La descentralización política, eco­
nómica y administrativa que ha 
tenido lugar en México durante las 
dos últimas décadas, si bien es aún 
insuficiente, también ha generado 
condiciones propicias para seguirla 
profundizando en pro de nuevos 
procesos de desarrollo para los 
estados y municipios del país. En 
este contexto, la elaboración yapli­
cación de las nuevas políticas de 
desarrollo reg ional que habrán de 
aplicarse en los próximos años a lo 
largo del territorio nacional, recae­
rán predominantemente en los 
gobiernos locales. 

Profundizar la descentralización no 
sólo permitirá fortalecer los proce­
sos democráticos en el país, hacer 
más eficiente la acción promotora 
de los gobiernos estatales y muni­
cipales, y mejorar su prestación de 
servicios públicos, sino también 
vincular de manera más efectiva 
esta creciente participación ciuda­
dana en los procesos de asignación 
y control de los recursos públicos 
que se destinan al fomento econó­
mico de su ámbito local. 

La disponibilidad de recursos su­
ficientes por parte de los gobiernos 
locales para asegurar su función 
promotora, constituye el comple-
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mento de un nuevo modelo de im­
pulso al desarrollo regional. La des­
centralización fiscal sin duda debe 
formar parte de una reforma fiscal 
integral, que permita sustentar un 
nuevo aliento al desarrollo regional 
en las próximas décadas. 

La reforma fiscal integral es hoy en 
día una necesidad insoslayable. 
Con ella no sólo se podrán cubrir las 
necesidades del gobierno central 
de contar con mayores recursos 
para atender importantes proble­
mas de trascendencia mediata, 
como el crecimiento de los pasivos 
laborales y el financiamiento de las 
empresas públicas energéticas 
como punta de lanza para la reac­
tivación económica, sino también 
los requerimientos de descentrali­
zar mayores atribuciones fiscales a 
los estados y municipios, para que 
cuenten con recursos suficientes y 
oportunos en la atención de sus 
necesidades directas de desarrollo. 

La Convención Nacional Hacenda­
ria constituye el foro propicio para 
replantear los términos del fede-

. ralismo fiscal y avanzar en la prepa­
ración de los contenidos de las 
reformas que establezcan bases 
firmes en esta materia. Si los resul­
tados de este evento trascendental 
son positivos, resultará de funda-
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mental importancia la labor que 
realice el Congreso de la República 
para traducirlos en las reformas 
legislativas definitivas para en­
cauzar la conformación del nuevo 
sistema fiscal que sustente el pro­
yecto nacional del siglo XXI. 



Federalismo 
Fiscal 

Demetrio Sodi de la Tijera 
Senador de la República por el 
Partido de la Revolución Democrática 

Una gran parte de la discusión so­
bre las reformas fiscales presenta­
das a finales del periodo legislativo 
de 2003 fue trasladada a la Con­
vención Nacional Hacendaria que 
inició en febrero de 2004. La 
argumentación para aplazar tal 
debate se centró en la importancia 
de incluir a gobernadores y al Jefe 
de Gobierno del Distrito Federal en 
tan importante examen. Pero 
también la falta de acuerdos que 
persiste en el Congreso facilitó el 
aplazamiento de tan importantes 
reformas. El resultado de dicha 
prórroga no puede ser estimado 
con antelación , sin embargo, el 
producto esperado de dicha 
Convención es mucho más ambi­
cioso y complicado de lo que nos 
podamos imaginar. 

Los trabajos que serán efectuados 
en las próximas reuniones deberán 
obligarse a separar los efectos de 

largo plazo a nivel nacional de una 
reforma de fondo que promueva la 
transparencia, claridad, redistribu­
ción del ingreso y la necesidad de 
incrementar de manera sustantiva 
la recaudación, con las necesida­
des financieras propias de los Esta­
dos. 

Los objetivos son diferentes y si no 
quedan bien esclarecidos y delimi­
tados, las discusiones alrededor del 
grado de financiamiento o de liber­
tad recaudatoria de los Estados 
darán resultados poco significati­
vos, ya que se basarán en un total 
de suma cero. Si las reformas fisca­
les no dan lugar a un incremento 
significativo de la recaudación, lo 
único que surgirá a raíz de esta 
Convención será la reestimación de 
los parámetros bajo los cuales la 
Federación deberá calcular la par­
tida de cada entidad federativa y, en 
el mejor de los casos, algunas 
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atribuciones recaudatorias adicio­
nales para los Estados y Munici­
pios. 

El federalismo representa una deci­
sión política fundamental en nues­
tro orden normativo. Es, en cierta 
medida, una técnica constitucional 
para distribuir competencias y, por 
lo tanto, una expresión jurídica de 
nuestra complejidad política. Al dis­
tribuir competencias se definen res­
ponsabilidades para todos los nive­
les de gobierno. La Federación tie­
ne que velar por todos los ciudada­
nos a nivel nacional y, si bien es 
cierto que las entidades federativas 
soberanas responden por sus eco­
nomías estatales y sus conciudada­
nos, los bienes sociales básicos 
deben ser distribuidos de manera 
igualitaria con el fin de otorgar las 
mismas oportunidades a todos los 
habitantes del país. En este orden 
de ideas, es obvio que bienes como 
defensa nacional, electricidad y 
otros del mismo género que contri­
buyen al desarrollo nacional, sean 
proveídos por el gobierno federal. 
Lo anterior explica por qué las 
autopistas federales son financia­
das por el gobierno central, las 
carreteras estatales por las entida­
des federativas y las calles de las 
ciudades por los gobiernos munici­
pales o locales. Definir las respon­
sabilidades de cada orden de go-
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bierno es parte fundamental para 
definir su presupuesto y facultades 
tributarias. 

Una mayor atribución recaudatoria 
para los estados y municipios se 
debe de dar en un contexto que 
contemple tanto la progresividad e 
igualdad de las cargas impositivas 
como los resultados en gasto social 
y calidad de vida resultantes de ma­
yores ingresos de los estados. 

En cuanto a cargas impositivas, se 
tiene que tomar en cuenta tanto la 
capacidad económica de los habi­
tantes de cada Estado como la 
base de los contribuyentes. La po­
blación de los estados de Chiapas, 
Guerrero y Oaxaca suman alrede­
dor de 10.5 millones de habitantes 
(el 11 % de la población nacional) y 
cuentan con un PIB per cápita dos 
veces menor al promedio nacional y 
6 veces menor al PIB per cápita del 
Distrito Federal. Por lo que la capa­
cidad recaudatoria de estas enti­
dades federativas no es compara­
ble a la de otros estados. 

Si analizamos el problema de la dis­
tribución del ingreso, existen impor­
tantes argumentos a favor del cen­
tralismo fiscal como medida redis­
tributiva. Políticas distributivas a ni­
vellocal no pueden ser efectivas en 
un escenario donde existe 
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condiciones precarias, no permite 
niveles de desarrollo homogéneos 
mismos que son clave para lograr 
altas tasas de crecimiento de largo 
plazo. 

Durante el gobierno de Ernesto 
Zedillo fue aprobado un programa 
denominado "Programa para un 
nuevo Federalismo 1995 - 2000", Y 
como éste, se han hecho varios 
esfuerzos para revisar las faculta­
des de los estados. Deben resal­
tarse en todos los intentos de 
federalismo que hemos tenido en 
los últimos años las expresiones 
"descentralización", "redistribución" 
y "reasignación" que tienen una 
connotación de delegación de fa­
cultades o cesión de atribuciones, 
que es el fiel reflejo de la realidad 
nacional en la que la Federación fue 
absorbiendo derechos en perjuicio 
de las entidades autónomas y los 
propios municipios. Sin embargo, a 
la fecha no se han logrado avances 
significativos. 

La OCDE realizó un estudio com­
parativo sobre federalismo fiscal y 
concluyó que la descentralización 
en efecto fortalece el proceso 
democrático, permite que los 
gobiernos estatales ofrezcan bie­
nes públicos adaptados a las 
preferencias locales, e introduce 
cierto grado de competencia entre 
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jurisdicciones elevando así la efi­
ciencia del sector público. Sin em­
bargo, la descentralización dificulta 
la implementación de políticas re­
distributivas y complica la gerencia 
macroeconómica. Por el lado del 
gasto, con una proveeduría local es 
más difícil aprovechar las econo­
mías de escala. Por el lado de los 
ingresos, son pocos los impuestos 
que pueden ser explotados a nivel 
subnacional sin arriesgar la obten­
ción de los objetivos nacionales. 

La tendencia internacional por el 
lado del gasto ofrece resultados 
contradictorios. Las estadísticas 
muestran que la partida de gasto 
correspondiente a los estados ha 
venido aumentando en la mayoría 
de los países del la OCDE, no 
obstante que los gobiernos centra­
les han incrementado la imposición 
de normas y de estándares míni­
mos de calidad en la provisión local 
de servicios públicos. 

Los estados y municipios al estar 
más cercanos a los ciudadanos tie­
nen en principio ventajas compara­
tivas para responder a la demanda 
de servicios, pero la falta de clari­
dad sobre la división de responsabi­
lidades de gasto entre los diferen­
tes niveles de gobierno puede llevar 
a ciertas ineficiencias. En Noruega, 
por ejemplo, el gobierno central es 



el encargado de administrar y 
financiar los hospitales mientras 
que las municipalidades son res­
ponsables de los centros de salud. 
Los municipios, al no pagar los cos­
tos de los tratamientos hospitaliza­
dos de los ciudadanos de su locali­
dad, tienen un incentivo para 
disminuir la oferta de servicios pri­
marios de salud o de atención 
preventiva. De igual forma, tienden 
a atrasar la salida de los pacientes 
de hospital a quienes les tendrían 
que dar tratamientos mínimos de 
seguimiento y recuperación. La 
situación que se vive en Noruega 
trae consigo una sobreexplotación 
de los recursos de los hospitales así 
como el aumento de las listas de 
espera. Este tipo de duplicación de 
tareas o responsabilidades entre 
niveles de gobierno es muy 
frecuente en los mercados labora­
les así como en los programas de 
asistencia social. 

Para lograr autonomía fiscal, las 
responsabilidades de gasto deben 
ser congruentes con la facultad de 
los gobiernos locales de financiar­
se. La administración de algunos 
impuestos puede ser transferida a 
diferentes niveles de gobierno sin 
poner en riesgo la eficiencia ni los 
objetivos distributivos. La literatura 
sobre federalismo fiscal recomien­
da que los gobiernos a nivel sub-

Federalismo 
Fiscal 

nacional administren un mínimo de 
impuestos cuya base sea móvil, 
cuya recaudación tenga efectos 
redistributivos y cuyas base esté 
distribuida de manera heterogénea 
en el territorio nacional (impuestos 
a los recursos naturales). 

Los impuestos sobre la propiedad 
tienen grandes ventajas como 
impuestos locales. La base grava­
ble es inmóvil, no existe ambigüe­
dad sobre qué autoridad tiene 
derecho de cobrar dicho impuesto y 
es un impuesto con baja tasa de 
evasión. De esta forma, los gobier­
nos locales tienen incentivos para 
mejorar la calidad de la infraestruc­
tura en miras a a incrementar las 
tasas impositivas. 

Si tomamos en cuenta la discre­
cionalidad que pueden asumir los 
gobiernos locales al tasar el consu­
mo general, tanto en el impuesto al 
valor agregado como en el impues­
to a las ventas, la gerencia de di­
chos impuestos a nivel local puede 
incrementar sus costos de adminis­
tración, elevar el fraude o evasión , 
así como crear distorsiones entre 
diferentes estados. Estados Unidos 
es el único país de la OCDE que no 
utiliza el impuesto al valor agrega­
do. En este país, el impuesto a las 
ventas es una de las fuentes de 
ingreso más importantes a nivel 
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estatal (alrededor de un tercio del 
ingreso estatal en 2000). Cada Es­
tado tiene sus propias exenciones y 
definiciones de productos y servi­
cios que serán tasados. La falta de 
uniformidad ha provocado distor­
siones significantes en los merca­
dos. 

De igual forma, el impuesto al valor 
agregado administrado de manera 
local también genera distorsiones 
en el mercado, por lo que países 
con una fuerte tradición federalista, 
como Australia y Suiza, administran 
este impuesto de manera federal 
desde 1990. En países donde el 
impuesto al valor agregado repre­
senta parte importante de los in­
gresos a nivel subnacional, tanto la 
base gravable como la tasa es 
definida a nivel federal para todas 
las entidades federativas (Austria, 
Bélgica, Alemania, México y Espa­
ña). En contraste, en Brasil los 
estados tienen atribuciones discre­
cionales para la recolección de 
dicho impuesto y como resultado ha 
incrementado el fraude y la evasión 
fiscal. 

El impuesto sobre la renta a per­
sonas físicas es también en países 
como Austria , Bélgica, Canadá, 
Alemania, Japón , España y Esta­
dos Unidos, una fuente de ingresos 
a nivel estatal. Este tipo de financia-
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miento a nivel subnacional es con­
gruente con el principio de benefi­
cios ya que gran parte de los servi­
cios públicos suministrados por los 
estados se ofrece a los residentes, 
en particular, servicios como edu­
cación, salud, y de bienestar social. 
Sin embargo, esta organización 
dificulta el aseguramiento de están­
dares mín imos de calidad en 
jurisdicciones con capacidades 
tributarias pobres. De igual forma, 
se debilita el papel distributivo del 
impuesto sobre la renta. Los go­
biernos locales pueden perder de 
vista las externalidades a nivel 
nacional de sus políticas imposi­
tivas sobre la renta. Un incremento 
en los impuestos locales con fines 
recaudatorios incentiva el 
desempleo, disminuye el ahorro y la 
búsqueda de educación, afectando 
así el potencial de crecimiento 
nacional. 

El impuesto sobre la renta a per­
sonas morales recaudado a nivel 
estatal, provoca volatilidad de las 
utilidades, potencia la competencia 
impositiva, incrementa los costos 
administrativos y distorsiona las 
tendencias de comercio y produc­
ción dentro del mismo país. La 
volatilidad de la recaudación del 
impuesto sobre la renta de per­
sonas morales es problemática a 
nivel subnacional ya que los niveles 
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estados y municipioS, será parte 
fundamental definir los criterios de 
eficiencia y desempeño esperados 
de los servicios públicos que 
ofrecerán los gobiernos subnacio­
nales, así como definir el papel de 
las entidades federativas dentro de 
los objetivos macroeconómicos na­
cionales y de crecimiento sosteni­
ble. 
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Importantes Modificaciones 
en el Proceso de Revisión y 
Fiscalización de la Cuenta 
de la Hacienda Pública Federal 

René Acosta Vázquez 
Economista por el Instituto Politécnico Nacional 
e integrante del grupo de especialistas del 
Centro de Estudios de las Finanzas 
Públicas de la H. Cámara de Diputados. 

Teniendo como antecedente inme­
diato, la iniciativa presentada por el 
Ejecutivo Federal el 28 de noviem­
bre de 1995, que derivó en las refor­
mas a los artículos 73, 74, 78 Y 79 
constitucionales, publicada el 30 de 
julio de 1999 en el Diario Oficial de 
la Federación, así como en la Ley 
de Fiscalización Superior de la Fe­
deración, aprobada por el Legislati­
vo el 20 de diciembre del 2000; las 
siguientes líneas tienen la finalidad 
de exponer de manera breve, los 
cambios más importantes que sur­
gieron a partir de esas reformas al 
marco jurídico en materia de fiscali­
zación y de rendición de cuentas. 

La extinta Ley Orgánica de la Con­
taduría Mayor de Hacienda estable­
cía que, a más tardar el 10 de no­
viembre inmediato al1 O de junio del 
mismo año, fecha en que el Poder 
Legislativo recibía la Cuenta de la 
Hacienda Pública Federal, ese 
Órgano de Fiscalización debería 
presentar el documento denomina­
do Informe Previo sobre la Revisión 
de la Cuenta de la Hacienda Públi­
ca Federal, en el cual exponía los 
resultados alcanzados en la prime­
ra fase de revisión y fiscalización de 
los ingresos, el gasto, la deuda pú­
blica y las metas alcanzados en los 
programas de gobierno. 
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Este documento, el Informe Previo, 
constituía un elemento que permitía 
identificar los rubros o los progra­
mas donde se hubiesen registrado 
las mayores desviaciones en los 
montos y las metas aprobados por 
el Poder Legislativo (era como iden­
tificar "focos rojos"); con lo cual se 
elaboraban los programas de audi­
toría, para posteriormente incorpo­
rarse al Informe de Resultados so­
bre la Revisión de la Cuenta de la 
Hacienda Pública Federal, que se 
entregaba el 10 de septiembre del 
año siguiente. Este documento era 
el resultado de las inspecciones 
físicas, revisiones y auditorias en su 
diferentes modalidades, es decir, 
Económico-Financiera, Programá­
tica-Presupuestal, de Legalidad, de 
Sistemas, y de Obra Pública y Ad­
quisiciones, entre otras. 

Uno de los inconvenientes de este 
proceso radicaba en que una vez 
terminado un ejercicio presupues­
tal, veinte meses y diez días des­
pués, se entregaba el Informe de 
Resultados de las revisiones a la 
Comisión de Vigilancia de la Cáma­
ra de Diputados. Este procedimien­
to estuvo vigente hasta el ejercicio 
presupuestal correspondiente al 
año 2000, así, la Cuenta Pública 
correspondiente a ese año fue en­
tregada por el Poder Ejecutivo 
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Federal el 10 de junio del 2001, en 
tanto que la entrega del Informe 
Previo se realizó el 10 de noviem­
bre del 2001, finalizando con la en­
trega, el1 O de septiembre del 2002, 
del Informe de Resultados, produc­
to de las auditorías practicadas a 
las dependencias de los poderes de 
la Unión y los entes públicos fede­
rales, por última ocasión . 

Con el propósito de abreviar los 
tiempos entre la conclusión de un 
ejercicio presupuestal, y los proce­
sos de revisión sobre la correcta 
aplicación de los recursos públicos, 
las reformas aprobadas por el Le­
gislativo dieron lugar a la elimina­
ción del Informe Previo, y se incor­
poró el documento denominado 
Informe de Avance de la Gestión 
Financiera, el cual contiene los 
avances del año fiscal en curso, 
referente a los aspectos físico y fi­
nanciero de los programas autori­
zados y concluidos; así también, 
disminuyó el período para la entre­
ga del Informe de Resultados, al31 
de marzo del año siguiente poste­
rior al de la entrega de la Cuenta 
Pública. Por consiguiente, a partir 
del ejercicio presupuestal del año 
2001, disminuyeron los tiempos 
para la entrega de dichos informes, 
quedando como se resume en el 
siguiente recuadro: 



Nombre del Marco legal 
documento 

Informe de Avance Ley de Fiscalización 
de la Gestión Superior de la 
Financiera por el Federación (art. 8°, 
periodo comprendido párrafo Segundo) 
del 1°. de enero al 30 
de junio del 2001 

Observaciones sobre Ley de Fiscalización 
el Informe de Avance Superior de la 
de la Gestión Federación (arts. 17 y 
Financiera del 1°. de 18) 
enero al 30 de junio 
del 2001 

Cuenta de la Constitución Política de 
Hacienda Pública los Estados Unidos 
Federal 2001 Mexicanos (art. 74 

Fracción IV, párrafo 
Sexto). 
Ley de Fiscalización 
Superior de la 
Federación (art. 8°). 

Informe del Constitución Política de 
Resultado de la los Estados Unidos 
Revisión y Mexicanos (art. 79) 
Fiscalización Ley de Fiscalización 
Superior de la Superior de la 
Cuenta Pública del Federación (art. 30) 
2001 

Importantes Modificaciones 
en el Proceso de Revisión y 
Fiscalización de la Cuenta 
de la Hacienda Pública Federal 

Fecha de entrega 

Hasta el 31 de agosto del 2001 
(Solamente es entregado a la 
Auditoría Superior de la Federación 
(ASF) a través de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público) 

Hasta el 31 de enero del 2002 
(Estas observaciones las realiza la 
ASF a los Poderes de la Unión y 
los entes públicos federales con el 
propósito de que sus comentarios 
se integren al Informe de 
Resultados de la Revisión de la 
Cuenta Pública correspondiente) 

Hasta el 10 de junio del 2002 (El 
Ejecutivo Federal entrega al Poder 
Legislativo ). 

Hasta el 31 de marzo del 2003 (La 
ASF entrega a la Comisión de 
Vigilancia). 
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Derivado de lo antes expuesto, es 
importante destacar que con las re­
formas constitucionales que dieron 
origen al nuevo marco jurídico en 
materia de rendición de cuentas y 
de la Auditoría Superior, disminuyó 
de veinte a quince meses el período 
para la entrega del Informe de Re­
sultados. 

Al haberse eliminado el Informe 
Previo, que era entregado en el 
mes de septiembre después de 
concluido el ejercicio, y al haber in­
corporado el Informe de Avance de 
la Gestión Financiera, que es entre­
gado por la autoridad hacendaria a 
finales del mes de agosto después 
de conclu ido el primer semestre del 
ejercicio en curso, se pretendió que 
la revisión ex post que realiza el 
Órgano de Fiscalización Superior 
iniciara lo antes posible a la fecha 
de conclusión del ejercicio presu­
puestal . 

Una vez que dicho Órgano Superior 
de Fiscalización recibe de la Secre­
taría de Hacienda y Crédito Público 
el Informe de Avance de la Gestión 
Financiera, puede realizar visitas y 
auditorías sobre los procesos re­
portados como concluidos por los 
Poderes de la Unión y los entes 
públicos federales (Ley de Fiscali­
zación Superior de la Federación 
artículos 17, 18y 19) . 

Con el Informe de Avance de la 
Gestión Financiera al igual que con 
la Cuenta Pública, la Auditoría Su­
perior de la Federación establece 
los criterios para las auditorías, 
procedimientos , métodos y siste­
mas necesarios para la revisión y 
fiscalización , y sistemas de contabi­
lidad y de archivos, documentos 
comprobatorios del ingreso y del 
gasto público y todos aquellos ele­
mentos que permitan la práctica 
idónea de las auditorías y revisio­
nes, de conformidad con las pro­
puestas que formulen los poderes 
de la Unión y los entes públicos 
federales (Ley de Fiscalización Su­
perior de la Federación artícu lo 16, 
fracciones I y 11 )(1 1; todo lo anterior 
como se menciona en el recuadro 
se integra al Informe del Resultado 
de la Revisión y Fiscalización Supe­
ríorde la Cuenta Pública. 

En adición a lo antes expuesto y de 
manera complementaria , es impor­
tante mencionar que, posterior­
mente a la entrega del Informe de 
Resultados, el siguiente paso es la 
elaboración del dictamen, atribu­
ción que corresponde a la Comisión 
de Presupuesto y Cuenta Pública, 
de acuerdo a lo establecido en los 
artículos 39, numeral 1 , y 45, nume­
ral 6, inciso f), de la Ley Orgánica 
del Congreso General de los Esta­
dos Unidos Mexicanos, así como 

(1) Corresponde al Auditor Especial de Planeaclon e Información, la preparación de los temas del program a de 
auditorías, con base a los informes y a los temas debatidos en las comparecenci as de funcion arios y servidores 
públicos ante el Congreso de la Un ión (Reglamento Interiorde laAuditoria Superior de la Federación articulo 10) 
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en los artículos 80 y 81 del Regla­
mento para el Gobierno Interior del 
Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos (con la normati­
vidad anterior bastaba el Informe 
Previo para elaborar dicho docu­
mento) , mismo que deberá presen­
tar ante el pleno de la Cámara de 
Diputados para su aprobación , pre­
vio análisis y discusión, proceso 
que concluye con la promulgación 
de un decreto por parte de este 
cuerpo legislativo. 

En la agenda de la actual LlX Legis­
latura se encuentra en proceso el 
dictamen correspondiente al Infor­
me de la Revisión y Fiscalización de 
la Cuenta Pública del ejercicio 
2001 , que fue entregado el 31 de 
marzo del 2003, al que en fecha 
muy reciente se ha sumado el 
dictamen correspondiente al Infor­
me de la Revisión y Fiscalización de 
la Cuenta Pública 2002, que fue 
entregado por el Órgano de Fiscali­
zación Superior el 31 de marzo del 
año 2004 en curso. 

Importantes Modificaciones 
en el Proceso de Revisión y 
Fiscalización de la Cuenta 
de la Hacienda Pública Federal 



~ Legislativo 

Primera Convención Nacional Hacendaría 

Primera 
Convención Nacional Hacendaria 

Los Investigadores 
del CEDIP 



Antecedentes de la Convención 
Nacional Hacendaría 

Juan Carlos Gómez Cervantes 
Investigador del Centro de Estudios 
de Derecho e Investigaciones 
Parlamentarias 

1. El Sistema Tributario anterior a 
la Revolución Mexicana 

Las carencias del sistema fiscal 
mexicano tienen antecedente en el 
sistema tributario colonial , en el que 
las alcabalas se multiplicaban sin 
control. No existía una administra­
ción central y su objeto era única­
mente recaudar la mayor cantidad 
posible de recursos para la metró­
poli española. Posteriormente, una 
vez consumada la Independencia, 
el nuevo gobierno continuó aplican­
do el sistema colonial , lo que trajo 
consecuencias negativas, pues, 
como ya se ha comentado, éste fue 
diseñado para cumplir con otros 
propósitos y no para alentar el 

desarrollo del país. Al respecto, Ra­
món Beteta comenta que el déficit 
presupuestal estaba asociado a los 
disturbios políticos que generaban 
un círculo vicioso difícil de cortar, 
pues se hacía imperioso recurrir 
con mayor frecuencia a empréstitos 
extranjeros cada vez mayores que 
comprometían peligrosamente la 
soberanía del país y que provoca­
ron, en varias ocasiones, humillan­
tes conflictos internacionales.(1) 

A lo largo de diversas administra­
ciones, los ministros de Hacienda 
del país advirtieron esta situación, 
por lo que instrumentaron diversas 
medidas con la finalidad de 
eficientar la hacienda nacional. Sin 

(1) Beteta, Ramón . Pensamiento y Dinámica de la Revolución Mexicana, Antología de Documentos Político - sociales. Segunda edición. 
Editorial México Nuevo. 1951 . Pág . 472. 
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embargo, éstas no consiguieron 
revertir la situación pues no ataca­
ron el problema de fondo, además 
de que la circunstancias políticas 
de la época imposibilitaron cual­
quier reorganización hacendaria 
viable(2). Un ejemplo de esto se pue­
de observar casi al concluir la 
intervención francesa, periodo en el 
que la hacienda nacional estaba en 
bancarrota, por lo que fue necesa­
rio requerir nuevos empréstitos, 
puesto que las únicas contribu­
ciones regulares eran las cuotas 
aduanales.(3) 

El antecedente más lejano del que 
se tiene noticia relativo a un intento 
serio de reforma fiscal fue presen­
tado por Manuel Dublán quien fuera 
Presidente de la Cámara de Diputa­
dos y Secretario de Hacienda 
durante el régimen Porfirista ante 
una asamblea de representantes 
reunida con la finalidad de estudiar 
el problema impositivo del país, el 
15 de octubre de 1883. 

Con esta propuesta se pretendía 
mejorar el sistema tributario , ya que 
los males que aquejaban a la ha­
cienda mexicana, en los albores la 
independencia nacional , se mante­
nían vivos en esa época.(4) Sin em­
bargo, a pesar de la urgente nece­
sidad de modernizar el sistema 
tributario de la época, la propuesta 

de Dublán no tuvo éxito y las ano­
malías e incongruencia del sistema 
tributario persistieron . Con el fraca­
so de la propuesta, la administra­
ción del Presidente Díaz, aplicó una 
política hacendaria que contrasta­
ba con la miseria de la población, 
pero que sin embargo aparentaba 
una prosperidad económica 
basada en un ficticio equilibrio pre­
supuestal , logrado mediante nue­
vos y costosos empréstitos extran­
jeros y desventajosas concesiones 
sobre los recursos naturales del 
país. Años más tarde, los regíme­
nes emanados de la Revolución, 
heredarían este problema del porfi­
rismo . 

Producto de la Revolución de 1910, 
la estructura del Estado había cam­
biado radicalmente debido a las 
innovaciones introducidas en el tex­
to de la Constitución de 1917. No 
obstante, hasta 1924 no se había 
realizado ninguna modificación im­
portante al régimen fiscal porfiriano. 
Al respecto comenta Alberto Pani: 

"El sistema fiscal que legó la Dicta­
dura porfirista al nuevo régimen 
consistía en una acumulación secu­
lar de gravámenes el origen de 
algunos se remontaba hasta la 
dominación española en el que las 
cuotas, las bases de imposición, las 
reglamentaciones y las formas y 

(2) Sierra, Carlos J, His toria de la Administración Hacendaría en México 1821·1972. SHCP. México 1970. Pago 14·19 Tomo 11. 
(3) Gran Historia de México Il ustrada . EditOrial Planeta·CONAC ULTA. Pag o 72 
(4) Ibidem 
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épocas de pago se multiplicaban 
hasta un estado casi anárquico de 
complicada e incoherente confu­
sión. ,{5) 

Los gravámenes que componían el 
sistema tributario porfirista respon­
dían a la necesidad creciente de 
satisfacer los requerimientos pre­
supuestales del gobierno, procu­
rando sin embargo, de acuerdo con 
los principios de la escuela liberal, 
favorecer la producción , es decir, 
privilegiar sus condiciones y eximir­
la de impuestos. 

11. Primera Convención 
Nacional Fiscal 

Fue hasta julio de 1925 cuando Al­
berto J. Pani quien fuera secretario 
de Hacienda en los gobiernos de 
Álvaro Obregón, Plutarco Elías Ca­
lles Pascual Ortiz Rubio y Abelardo 
L. Rodríguez(6) emitiera, 42 años 
después de la propuesta de Du­
blán, una convocatoria para la Pri­
mera Convención Nacional Fiscal. 
El jefe del Departamento de Crédito 
de la Secretaria de Hacienda y Cré­
dito Público, licenciado Fernando 
de la Fuente, fue electo presidente 
para esta Convención , y como vice­
presidente el licenciado Manuel 
Gómez Morín.(7) 

Antecedentes de la 
Convención Nacional 
Hacendaría 

La exposición de motivos de la con­
vocatoria establecía: 

• La necesidad de una inmediata y 
fundamental reforma del sistema 
tributario, ya que existían mas de 
cien impuestos diferentes debido 
a que cada Estado establecía su 
propio sistema tributario y la Fe­
deración mantenía el suyo, sien­
do el objeto del gravamen el mis­
mo por lo que cada vez se hacía 
más oneroso, además de que el 
sistema se hacía cada vez más 
complejo. 

• Que el sistema fiscal de esa épo­
ca era un obstáculo para el esta­
blecimiento de un régimen eco­
nómico mejor y, acorde con la cir­
cunstancias , para la creación de 
la unidad económica nacional y 
el aprovechamiento de los recur­
sos naturales. 

• El problema de la corrupción ad­
ministrativa, propiciada por las 
leyes de más de treinta adminis­
traciones fiscales , que eran com­
plicadas costosas y lentas.(8) 

Alberto.Pani señaló que los defec­
tos capitales del sistema federal de 
impuestos heredado del porfirismo 
se derivan de tres causas: 

(5) AlberloJ Pani. ApuntesAutobiográficos.lnstituto Nacionalde Estudios Históricosde la Revolución. 2003. Pago 16Tomo 11. 
(6) Sierra CarlosJ Ob. Cil. Pago 16-19Tomo 11. 
(7) Iturriaga de la Fuente, José. La Revolución Hacendaria . La Hacienda Pública con el Presidente Calles . SEP Foro 2000. México 1997 

Pa9·73 
(8) Memona de la Primera Convención Fiscal. SHCP México . 1926. Pag o 5 
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a) La complicación, agravada por 
la supervivencia de impuestos 
anticuados, incosteables o in­
compatibles con el espíritu de 
nuevo régimen ; 

b) Su composición casi exclusiva 
de impuestos indirectos que pe­
saban infamemente más sobre 
los pobres que sobre los ricos, y 
engendrados por propósitos pu­
ramente fiscales, esto es , de 
obtener los recursos necesarios 
para sufragar los gastos públi­
cos;y 

c) La carencia de preceptos cons­
titucionales que delimitaran téc­
nicamente los diversos campos 
de imposición de gobierno fede­
ral, de los gobiernos de los esta­
dos y de los municipios. 

El sistema imperante, agrega Pani , 
no podría engendrar más que una 
ley de ingresos fatalmente compli­
cada, al tener que incluir la larga 
enumeración de impuestos y dere­
chos, así como de los servicios pú­
blicos y aprovechamientos que sig­
nificaban una entrada de dinero en 
la tesorería federal. (9) 

Las causas descritas anteriormente 
evidenciaban la necesidad de mo­
dificaciones importantes y urgentes 

(9) Pani. Alberto. Op. Cil. Pág.18. 
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al sistema tributario, además de 
precisar sus graves defectos y 
corregirlos. 

La Secretaría de Hacienda consi­
deraba indispensable proceder 
desde luego a: 

a) Delimitar las competencias loca­
les y la competencia federal en 
materia de impuestos; 

b) Determinar un plan nacional de 
árbitros para unificar el sistema 
fiscal en toda la República; y 

c) Crear un órgano permanente 
que se ocupara de estudiar las 
necesidades de la economía na­
cional y de proponer las medidas 
que se adoptarían en materia 
fiscal en la República, así como 
vigilar el cumplimiento del plan 
único de impuestos que se esta­
bleciera. 

Al concluir sus trabajos, esta Con­
vención aprobó las siguientes reco­
mendaciones: 

1. En materia de concurrencia. Se 
hicieran de la competencia ex­
clusiva de los estados los im­
puestos sobre propiedad territo­
rial , los impuestos sobre actos 
comerciales cuya realización se 



limitara a la jurisdicción de los 
propios estados, y sobre las 
concesiones que éstos otorga­
ran sobre los servicios locales. 

2. Los impuestos sobre sucesio­
nes y donaciones deberían ser 
establecidos por las autoridades 
locales; pero la Federación par­
ticiparía en la fijación de cuotas y 
en la determinación de montos 
de impuesto en cada caso. 

3. Sería facultad privativa de la 
Federación establecer impues­
tos generales sobre el comercio 
y la industria. Los estados parti­
ciparían en la fijación del coefi­
ciente y de tasas y en la deter­
minación del monto del impues­
to para cada causante 

4. Se aprobó que la uniformidad de 
los impuestos especiales se 
obtuviera mediante acuerdos 
tomados en convenciones es­
peciales a las que concurrirían 
representantes de la Federación 
y de los estados interesados. 

5. Se consideró que la decisión 
principal de la Convención fuese 
la relativa al órgano que en lo 
sucesivo habría de proponer los 
impuestos que se causaren en 
la República, uniformar los 
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sistemas de impuestos y señalar 
la competencia de las distintas 
autoridades fiscales. 

6. Para tal efecto se resolvió que 
cada cuatro, o cuando lo creye­
se necesario la mayoría de los 
estados o el Ejecutivo de la F e­
deral, se reuniera, en la capital 
del País, una Convención Fiscal 
integrada por un representante 
de cada uno de los Ejecutivos de 
los estados y por un represen­
tante de Ejecutivo de la Unión. 

7. Cabe destacar que se acordó 
que las decisiones tomadas en 
la Convención serían obligato­
rias para los poderes locales y 
para la Federación cuando hu­
bieran sido aprobadas por el 
Congreso de la Unión y por la 
mayoría de las legislaturas de 
los estados.(10) 

Finalmente se recomendó al 
Ejecutivo federal que organizara un 
cuerpo consultivo fiscal, cuyas 
labores serían facilitar la ejecución 
de los acuerdos de la Convención, 
sugiriendo a los gobiernos de los 
estados las medidas más con­
venientes al efecto. 

Las recomendaciones que la Con­
vención hizo al Ejecutivo Federal 

(10) Conclusiones de las comisiones nombradas en la Convención. Memoria de la Primera Convención Nacional Fiscal México. SHCP.1 926 
Págs. 125. 208, 248. 
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fueron puestas a consideración del 
Congreso de la Unión en diciembre 
de 1926, mediante una iniciativa 
que reformaba los artículos 74,117, 
118, 121 Y 131 constitucionales Y1) 
Sin embargo, ésta no fue dictami­
nada por la Cámara de Diputados 
en ese periodo ni en los sucesivos, 
por lo que el asunto fue abandona­
do, en virtud de que la aplicación de 
las recomendaciones de la Con­
vención dependía de que la inicia­
tiva fuere aprobada por el Congre­
so. 

111. Segunda Convención 
Nacional Fiscal 

En el contexto de la situación mun­
dial de la época, el gobierno federal 
adoptó medidas de gran importan­
cia en materia económica, entre 
otras, una Segunda Convención 
Fiscal que revisara las conclusio­
nes de la Primera, y estudiara 
nuevamente todo el problema fiscal 
con el fin de realizar propuestas 
para solucionarlos. 

Es por esto que ocho años más 
tarde, el 11 de mayo de 1932, la 
Secretaría de Hacienda expidió la 
convocatoria a la Segunda Conven­
ción Nacional Fiscal, a celebrarse el 
10 de agosto del mismo año .<12) Ésta 

(11 ) Diario de los Debates del30 de diciembre de 1926 XXXII. Año l. 

sería aplazada, sin embargo, en 
dos ocasiones, para celebrarse fi­
nalmente a partir del 20 de febrero 
de 1933 y hasta el 11 de marzo del 
mismo año Y3) 

De acuerdo con el texto de la 
convocatoria, la Convención se 
ocuparía de: 

• Revisar las Conclusiones de la 
Primera Convención Nacional 
Fiscal. 

• Considerar el problema de deli­
mitación de las jurisdicciones fis­
cales de la Federación, de los 
estados y de los municipios . 

• Determinar las bases de unifi­
cación de los sistemas locales de 
tributación y de la coordinación 
de ellos con el sistema federal. 

• Estudiar y determinar los medios 
más adecuados para la ejecu­
ción de las decisiones de la a­
samblea y constitución del órga­
no más capacitado para encar­
garse de ello. 

Por su parte, los gobiernos locales 
podían hacer proposiciones para 
complementar el programa. 

(12) Convocatoria para la segunda convención. Memoria de la Segunda Convención Nacional Fiscal , Tomo l. SHCP. México 1947. Pág. 8. 
(13) Aplazamientos para las reuniones en Memoria de la Segunda Convención Nacional Fiscal, Tomo l. SHCP. México 1947. Pág. 13-18. 
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Después de quince sesiones de 
discusión y análisis, la asamblea de 
la Convención aprobó distintas re­
soluciones. Entre las recomenda­
ciones más importantes que fueron 
dictaminadas por la Comisión de 
Plan Nacional de Arbitrios y 
aprobadas por la Asamblea de la 
Convención están las siguientes: 

1. Que el gobierno Federal y los 
gobierno estatales tomaran me­
didas tendientes a suprimir los 
impuestos sobre transmisiones 
de dominio y sobre operaciones 
contractuales que entorpecen la 
circulación de la riqueza. 

2. Que se substituyeran los im­
puestos sobre transmisiones de 
dominio a que se refiere la pro­
posición anterior, por un impues­
to sobre el incremento no gana­
do de la tierra, en los términos 
establecidos por las conclusio­
nes aprobadas en el dictamen 
sobre el impuesto territorial. 

3. Que tanto el gobierno Federal 
como los de los Estados toma­
ran medidas tendientes a supri­
mir los impuestos que impedían 
la expedita administración de 
justicia y la formalización de los 
actos jurídicos. 
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4. Que se procuraría que las cuo­
tas que se cobraban por concep­
to de servicios judiciales o admi­
nistrativos, principalmente del 
Registro Público de la Propie­
dad, que asumían el carácter de 
impuestos mixtos, se redujeran 
a sus justos límites, no exigién­
dose sino el costo del servicio 
suministrado. 

5. Que se evitara la duplicación de 
gravámenes, tanto por la Fede­
ración como por los estados, al 
cobrar cuotas, por una parte, 
sobre las operaciones o con­
tratos y, por otra, sobre el acto o 
documento, a fin de simplificar el 
sistema impositivo. 

La Comisión de Concurrencia y Re­
formas Constitucionales dictaminó 
las siguientes recomendaciones 
que fueron aprobadas por la Con­
vención : 

1. Dar vida, dentro del régimen 
constitucional a la Convención 
Nacional Fiscal como organismo 
de coordinación y consulta obli­
gatoria en materia impositiva, 
tanto para la Federación como 
para los estados. 
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2. Reconocer del principio funda­
mental de que ninguna fuente de 
riqueza, actividad, acto, con­
trato, documento, operación o 
servicio debería estar gravado 
por dos o más impuestos, taxas 
o derechos por lo que en conse­
cuencia: 

a) Se tomarían medidas ten­
dientes a que cada fuente de 
imposición reportara un solo 
gravamen establecido por la 
autoridad a quien fuera más 
conveniente atribuirle esa 
facultad. 

b) Se establecería, como princi­
pio, que la determinación, ad­
ministración y recaudación de 
cada impuesto se encomen­
daría a una sola autoridad, que 
sería la misma a la cual corres­
pondería el aprovechamiento 
del gravamen. 

3. Proyectar la delimitación de 
competencias en materia de le­
gislación, recaudación yaprove­
chamiento de los impuestos 
conforme a las bases siguientes: 

a) Reconocimiento de la imposi­
ción territorial en todos sus as­
pectos como base de la tribu­
tación local y el establecimien­
to de una prohibición para que 
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la Federación estableciere o 
percibiere gravámenes sobre 
esa fuente en forma de im­
puestos directos o como tan­
tos adicionales sobre los tribu­
tos locales. 

b) Consagración del principio de 
que los estados tienen dere­
cho de gravar con el impuesto 
a la propiedad territorial todos 
los bienes inmuebles ubicados 
dentro de sujurisdicción. 

c) Establecimiento del impuesto 
predial rústico sobre la tierra 
desnuda de mejoras y el 
reconocimiento del derecho de 
los estados a cobrar impuesto 
predial sobre las tierras en 
donde se encontraren o explo­
taren las sustancias a que se 
refiere el párrafo cuarto del 
artículo 27 constitucional. 

d) La atribución previa de las enti­
dades locales de la imposición 
y el aprovechamiento de los 
gravámenes sobre contratos o 
actos jurídicos no comerciales 
cuya realización se limitare a 
su jurisdicción. 

e) La consagración del derecho 
exclusivo de las propias enti­
dades locales para establecer 
y percibir taxas y derechos 



sobre servicios locales o muni­
cipales y sobre las concesio­
nes que otorgaren dentro de 
su competencia. 

f) El otorgamiento de la facultad 
privativa a la Federación para 
establecer de impuestos, ta­
xas y derechos sobre: 

i. Comercio exterior. 
ii. La renta (incometax). 
iii. Producción o explotación de 

los recursos naturales, cuyo 
dominio directo correspon­
diere a la Nación de acuerdo 
con el artículo 27 constitu­
cional . 

iv. Industria, cuando ésta requi­
riera formas especiales de 
imposición, de conformidad 
con las conclusiones relati­
vas aprobadas por esta 
Asamblea. 

v. Servicios públicos y conce­
siones federales. · 

g) Facultades de los estados para 
legislar de común acuerdo en 
materia de herencias, legados y 
donaciones, reconociendo la in­
tervención de la Federación en 
la determinación de las tarifas y 
bases generales de la legisla­
ción; y precisándose que la par­
ticipación que a la Federación 
correspondiere en el rendimien-
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to del impuesto sería uniforme 
en cuanto a su cuota en toda la 
República. 

h) La consagración del derecho de 
los estados y municipios a par­
ticipar en el rendimiento de los 
impuestos que la Federación es­
tableciere. 

Finalmente, la Comisión para la 
Organización de la Comisión Per­
manente de la Segunda Conven­
ción Nacional Fiscal presentó la 
siguiente propuesta: 

"Con el objeto de llevar al terreno de 
la práctica y ejecutar debidamente 
las conclusiones aprobadas por la 
Primera y Segunda Convenciones 
Nacionales Fiscales , nómbrese 
una Comisión Permanente." Poste­
riormente sería aprobada por la 
asamblea de la Convención el11 de 
marzo de 1933.(14) 

A diferencia de la Primera Conven­
ción, que sólo expidió recomenda­
ciones generales, la Segunda pre­
sentó recomendaciones concretas. 
Sin embargo, su implementación 
no fue consumada, debido a dos 
factores fundamentales : 

a) Éstas se hicieron al finalizar el 
sexenio. 

(14) Acta de la décima quinta sesión de la Convención efectuada el11 de marzo de 1933. Memoria de la Segunda Convención NaCional Fiscal, 
Tomo I SHCP. México 1947. Pág.141 
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b) Se presentaron otros problemas 
de índole política, social yeconó­
mica que fueron considerados 
prioritarios. 

IV, Tercera Convención 
Nacional Fiscal 

La amenaza de una conflagración 
de dimensiones mundiales dio 
lugar a un auge transitorio de la 
economía, incrementando conside­
rablemente la recaudación de la 
Federación, sin necesidad de una 
reforma en la materia, por lo que los 
problemas tributarios pasaron a 
segundo plano, situación que se 
revertiría con el fin de la guerra. 

Al reducirse los ingresos de la Fe­
deración, el problema de la hacien­
da pública volvió a cobrar impor­
tancia, lo que puede observarse en 
la exposición de motivos de la Ley 
de Ingresos para 1947, en la que el 
Presidente Alemán expuso la 
estrategia que seguiría el gobierno 
federal para solucionar la pro­
blemática que enfrentaba el país en 
materia hacendaría, de la cual 
trascribimos el siguiente fragmento: 

"Dentro de las medidas que el Eje­
cutivo a mi cargo proyecta para 
impulsar el desarrollo económico 
del país, se incluye: llevar a cabo 
una revisión completa del régimen 

fiscal de la nación encaminada a 
lograr tres objetivos precisos: la de­
limitación de los campos impositi­
vos de la Federación, de los Esta­
dos y de los municipios; la suficien­
cia del sistema nacional de impues­
tos y la reducción al mínimo de 
todas las cargas adicionales a los 
impuestos que, sin beneficio apre­
ciable para el Erario, son onerosas 
para el contribuyente ". (15) 

Con objeto de llevar a cabo el plan 
propuesto por el Ejecutivo federal, 
el 4 de octubre de 1947, el Presi­
dente Alemán convocó a la Tercera 
Convención Fiscal, a celebrarse del 
10 al 20 de noviembre de ese 
año.(16) 

Esta Convención generó numero­
sas recomendaciones, muchas de 
las cuales en su momento atendió 
el gobierno federal, mismas que 
tenían el fin de: 

a) Hacer más justa y uniforme la 
carga fiscal; 

b) Dar mayor participación a los 
estados y municipios en el 
producto de los impuestos; y 

c) Suprimir diversos gravámenes 
que se juzgaron anticuados e 
impropios dentro de un régimen 
de equidad y justicia fiscal. 

(15) Diario de los Debates del 30 de die,embre de 1946 LegislaturaXLAño I 
(16) Diario de los Debates del 11 de noviembre de 1 947. Legislatura XLAño 11. 
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Sus objetivos consistían en: 

1. Establecer una coordinación en­
tre los sistemas hacendarios fe­
deral , locales y municipales; 

2. Crear y organizar una estructura 
fiscal que hiciera posible lograr 
la delimitación de los conceptos 
de ingresos en sus aspectos 
privativos y de participación; 

3. Instrumentar la simplificación 
tributaria, eliminando el proble­
ma de la superposición indebida 
de los gravámenes; y 

4. Garantizar la suficiencia del sis­
tema nacional contributivo, libe­
rando a los causantes, hasta el 
máximo posible, de la multi­
plicidad de impuestos, simplifi­
cando a la vez los sistemas ad­
ministrativos y de control. (17

) 

De acuerdo con el Presidente, los 
resultados de la Convención men­
cionada fueron halagadores ya 
que: 

a) Se logró la cooperación de las 
entidades convocadas, lo que 
facilitó enormemente la tarea; 
las conclusiones adoptadas, al 
llevarse totalmente a la práctica, 
tendrían seguramente una 
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resonancia decisiva en los cam­
pos de la economía y de las 
finanzas públicas del país. 

b) Se fortaleció , dentro de la propia 
Convención , la tendencia a ro­
bustecer las fuentes de ingresos 
locales y municipales, a fin de 
poder cumplir, con más efi­
ciencia, la misión de satisfacer 
las exigencias de los servicios 
públicos que les estaban enco­
mendados. 

El Ejecutivo consideró de utilidad 
inaplazable aplicar las conclusio­
nes aprobadas por la Tercera Con­
vención Fiscal , para lograr el paso 
definitivo de una reorganización 
integral de los sistemas fiscales , 
por lo que algunas fueron incor­
poradas en la iniciativa de la Ley de 
Ingresos para el año 1948. Sin 
embargo, dada la premura derivada 
del tiempo en que se reunió la 
Convención y la fecha en que ésta 
se presentó, no fue posible incluir 
algunas de las más importantes. 

Entre las conclusiones que se 
tomaron en cuenta, estaba la ten­
diente a suprimir varios graváme­
nes de la Ley del Timbre, substitu­
yendo dichos renglones por un 
impuesto sobre ingresos mercan­
tiles. Esta propuesta consideraba 

(17) Exposición de motivos de la Ley de Ingresos de 1948. Diario de los Debates del24 de diciembre de 1947. Legislatura XLAño 11 
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que la Ley del Timbre fue implan­
tada en épocas en que las activi­
dades mercantiles e industriales y 
el desarrollo económico del país 
eran relativamente precarios. En 
esta época era fácil que dicha ley 
cumpliera satisfactoriamente con el 
objetivo al cual estaba enfocada. 
Sin embargo, se consideró que 
para 1947 la realidad era otra y 
tales sistemas constituían una tra­
ba para los contribuyentes, en 
razón de que la multiplicación de 
sus actividades y operaciones 
requerían tributos de mayor fluidez 
y de más senci 110 control. 

Por otra parte, en este mismo pa­
quete se inició La Ley sobre Ingre­
sos Mercantiles, propuesta para 
englobar en un solo impuesto la 
diversidad de cuotas, la pluralidad 
de sistemas administrativos y la de 
infracciones y sanciones correla­
tivas. Con lo anterior se considera­
ba que el contribuyente contaría 
con un camino más fácil para 
cumplir con sus obligaciones fisca­
les. Finalmente, se fijó como primer 
paso la supresión de toda carga 
impositiva a los artículos alimen­
ticios. 

En el mismo sentido, y dado que la 
técnica de la Ley de Ingresos no 
permitía ir más lejos, se declararon 

(18) Diario de los Debates del 4 de Diciembre de 1947. XL Legislatura Año II 
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exentos de todo impuesto los nego­
cios que operaren exclusivamente 
con determinados artículos de la 
naturaleza enumerada por la propia 
ley. El Ejecutivo consideró que una 
disposición de este carácter habría 
de provocar en comerciantes y 
consumidores la reacción favorable 
que se precisaba para que en el 
futuro lograra toda su amplitud. La 
Ley sobre Ingresos Mercantiles 
propuesta fue un antecedente obli­
gado para lograr un sistema impo­
sitivo más sencillo, más equitativo y 
más técnico. 

La iniciativa fue considerada de ur­
gente y obvia resolución , por lo que 
se aprobó sin discusión el 24 de 
diciembre de 1947 y se envió al Se­
nado, el cual la aprobaría posterior­
mente.(18) 

Las recomendaciones derivadas de 
esta última Convención constitu­
yeron un importante precedente en 
el sistema tributario del país, ya que 
establecieron las bases del sistema 
tributario que rige hasta nuestros 
días. 

Consideraciones Finales 

Es conveniente destacar que los 
vicios de los sistemas tributarios 
anteriores a las convenciones 



fiscales no son producto de los 
gobiernos del México independien­
te, sino que se venían arrastrando 
desde la época colonial. 

El ineficiente sistema tributario ha 
sido, a lo largo de nuestra historia, 
un factor que propició la inestabili­
dad del país, ya que la falta de 
recursos del gobierno generaba 
que éste no pudiera cumplir con su 
encomienda y recurriera a emprés­
titos que, como ya se ha descrito, 
propiciaron , en buena medida, las 
intervenciones extranjeras. 

Por otra parte, las recomenda­
ciones de la Primera Convención 
Nacional Fiscal no fueron llevadas 
a la práctica debido a que las 
circunstancias políticas no eran 
propicias para sacarlas adelante, 
por lo que la Cámara de Diputados 
ni siquiera dictaminó la iniciativa 
que contenía las propuestas. 

Si bien los trabajos de la Primera 
Convención no llegaron a resulta­
dos prácticos, por lo menos tuvie­
ron la virtud de plantear acertada­
mente el problema, al desarrollar 
los aspectos teóricos, así como pro­
poner las alternativas para lograr 
una reforma radical en lo concer­
niente tanto a las modificaciones 
legales como a los lineamientos de 
la política fiscal, adaptada a los 
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conceptos del Derecho Financiero 
de la época y de acuerdo con la 
realidad imperante en el país. En 
síntesis, elaboraron un adecuado 
diagnóstico y desarrollaron pro­
puestas para una reforma fiscal 
considerada radical en ese momen­
to. 

En lo que corresponde a la Segun­
da Convención, su más importante 
aportación fue haber presentado 
recomendaciones más concretas 
que la Primera. Sin embargo, debi­
do a que las circunstancias políticas 
no eran las propicias para reorgani­
zar la hacienda nacional, no fue po­
sible que tales recomendaciones 
pudieran ser llevadas a cabo. 

Con la Segunda Guerra Mundial , el 
gobierno incrementó considera­
blemente sus ingresos, por lo que la 
reforma fiscal no fue una prioridad 
en esa época. Estos factores son 
recurrentes en nuestro sistema 
pues en distintas ocasiones se han 
postergado estas reformas como 
consecuencia de diversos acon­
tecimientos ajenos a las políticas 
públicas, como el alza de los pre­
cios del petróleo. 

A pesar de los diferentes intentos 
para corregir los problemas del 
sistema tributario, no fue sino hasta 
la Tercera Convención Nacional 
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Fiscal cuando se realizaron las 
reformas que conformaron el 
sistema hacendario que opera ac­
tualmente. 

Entre los problemas que recu­
rrentemente fueron abordados por 
las convenciones podemos encon­
trar: 

1. La necesidad de una descen­
tralización tributaria, como uno 
de los principales problemas del 
sistema fiscal , misma que fue 
planteada desde la Primera 
Convención. 

2. La doble tributación, que era . 
considerada la causa del cró­
nico retraso de la hacienda na­
cional. 

3. La gran diversidad y compleji­
dad de impuestos existentes. 

Finalmente, es posible apreciar que 
varios de los problemas del sistema 
tributario mexicano siguen siendo 
muy similares a los planteados en 
las anteriores convenciones. No es 
de extrañar, entonces, que la Con­
vención Nacional Hacendaría que 
inició sus trabajos a partir del 28 de 
octubre de 2003 esté desarrollando 
sus trabajos orientados a propiciar 
una reforma integral del sistema 
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tributario sustentada en criterios 
claros y precisos, que genere una 
nueva corresponsabilidad política y 
administrativa entre los gobiernos 
federal , estatal y municipal. 

Se pretende que esta reforma se 
oriente a incrementar la recauda­
ción y la autonomía en esta materia; 
mejorar la distribución de los recur­
sos y de la inversión pública; mejo­
rar la interlocución de las entidades 
federativas con los órganos 
encargados de distribuir el gasto e 
impulsar la cooperación , la coor­
dinación y la solidaridad, que per­
mita abatir y evitar que se profun­
dicen las diferencias entre estados 
ricos y pobres; así mismo, solucio­
nar las carencias y contradicciones 
del sistema y muchos otros 
problemas que aún persisten , como 
la doble tributación , la evasión 
fiscal , la complejidad excesiva de 
algunos impuestos y la necesidad 
de descentralizar la administración 
tributaria, problemas que tienen su 
origen , como ya señalamos, en los 
gobiernos anteriores a los emana­
dos de la Revolución Mexicana. 



La Convención Nacional 
Hacendaría: 
Un Acercamiento al Federalismo 

Jorge Garabito Martínez* 
Investigador del Centro de Estudios 
de Derecho e Investigaciones 
Parlamentarias 

1. - El Pueblo y el Estado 

La Constitución de los Estados Uni­
dos, aprobada por la Convención el 
17 de septiembre de 1787, que 
inmediatamente pasó a las Con­
venciones de los Estados para su 
ratificación , empieza con estas 
celebres palabras : "Nosotros, el 
pueblo de los Estados Unidos, ... ". 

Un año después, en 1788, en la 
Convención de Virginia, Patrick 
Henri , pidió que se le explicara: 
"¿qué derechos tenían ellos para 
decir: Nosotros el pueblo? ¿quién 
los autorizó para emplear el 
lenguaje de Nosotros el pueblo, en 
lugar de Nosotros Los Estados?". 

Henri se refería a que la Conven­
ción de Filadelfia había sido con­
vocada para reformar los artículos 
de la Confederación y fueron los 
representantes de los Estados los 
que, apartándose del mandato 
recibido, establecieron una nueva 
Constitución. 

En realidad nunca fue tema de dis­
cusión la validez de la representati­
vidad de los diputados que acudie­
ron a la Convención de Filadelfia 
aunque desde el punto doctrinal sí 
da lugar a una reflexión profunda: 
¿los representantes de los estados 
representan realmente al pueblo? 
Esta disyuntiva surgió en México 
posteriormente al discutirse la 

* El autores también profesor de Derecho Const itucional yde Derecho Parlamentario en la Facultad de Derecho de la UNAM 
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Constitución de 1824; pero ahora 
volvamos a la Convención de Fila­
delfia. 

Bernard Schwartz nos explica que 
los redactores de la Constitución no 
se sintieron agentes de los estados 
sino que procedieron en nombre del 
pueblo y dispusieron que el pueblo 
mismo ratificara , en convenciones 
reunidas, la Constitución que ellos 
redactaron. (Los Poderes del Go­
bierno. UNAM. 1966. Tomo I pág. 
23) . 

En realidad, el planteamiento de 
Patrick Henri es la consecuencia de 
la situación en que vivían las trece 
colonias inglesas convertidas en 
estados independientes y calificada 
de "trece colonias diferentes e indi­
ferentes entre sí". Schwartz se re­
fiere a la independencia recién 
obtenida: "cuando la victoria alivió a 
las Colonias de la presión para la 
solidaridad que la guerra había 
ejercido, empezó una tendencia 
hacia la anarquía y hacia la guerra 
comercial entre los Estados ... 

"Se multiplicaron las injusticias y los 
motivos de queja en todas direccio­
nes; se fomentaron las animosida­
des entre los estados .. . la 
agricultura, la industria y el comer­
cio estaban en el punto más bajo de 
la marea". 
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Los estados independientes 
estaban ansiosos de ejercer sus fa­
cultades. Dice Schwartz: "mientras 
los fundadores se reunían en 1787, 
Nueva Jersey aprobó una ley 
imponiendo una contribución sobre 
el faro de Sandy Hook propiedad de 
Nueva York pero situado en terri­
torio de Nueva Jersey." (pág. 25). 

Algún otro Estado pretendió cobrar 
impuestos a la federación, lo que 
demuestra la total falta de acuerdo 
entre las facultades de los estados 
y la federación, hasta que vino la fa­
mosa sentencia del juez Marshall , 
presidente de la Suprema Corte, 
"Marbury vs Madison" que, aunque 
dictada en un asunto totalmente 
ajeno al tema fiscal , sentó, sin em­
bargo, la base de la estructura 
federal con la indiscutible suprema­
cía de la Constitución sobre las 
leyes de los estados. 

Terminada la Constitución, por dis­
posición de la misma Convención 
de Filadelfia, ésta pasó a los es­
tados para su debida ratificación. 
En esta etapa se distinguieron tres 
gigantes del pensamiento y de la 
doctrina constitucional que fueron 
Alejandro Hamilton, Santiago Madi­
son y Juan Hay que se dedicaron a 
defender y a explicar los temas de 
la Constitución y cuyos comenta­
rios publicados en tres periódicos 



de la Ciudad de Nueva York consti­
tuyen la obra titulada El Federalista, 
ampliamente reconocida en todo el 
mundo occidental y que se ha tra­
ducido a varios idiomas. En México, 
el Fondo de Cultura Económica ha 
publicado varias ediciones de esta 
obra. 

En su obra, Hamilton se refiere (El 
Federalista XII) a la prosperidad co­
mercial de los estados basada prin­
cipalmente en el comercio tanto 
interior como exterior. 

"La prosperidad del comercio está 
considerada y reconocida actual­
mente por todo estadista ilustrado, 
como la fuente más productiva de la 
riqueza nacional y, por lo tanto, se 
ha convertido en objeto preferente 
de su atención política ... 

"La capacidad de un país para pa­
gar impuestos estará siempre pro­
porcionada, en grado principal a la 
cantidad de dinero en circulación y 
a la celeridad con que éste circule. 
Puesto que el comercio contribuye 
a ambos fines , tiene que facilitar 
necesariamente el pago de los im­
puestos, proveyendo al tesoro de 
las sumas que requiere .. . . 

"Pero no es sólo en este aspecto en 
que la Unión beneficia las rentas 
públicas. Hay otros puntos en los 
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cuales su influencia aparece más 
inmediata y decisiva. Del estado del 
país, las costumbres del pueblo y la 
experiencia que tenemos acerca 
del particular, resulta claro que es 
casi imposible recaudar grandes 
sumas por medio de impuestos 
directos. Las leyes tributarias se 
han multiplicado en vano; inútil­
mente se han ensayado nuevos 
sistemas de hacer efectivo el cobro; 
la expectación pública ha sido uná­
nimemente defraudada, mientras 
los erarios de los estados han se­
guido vacíos .. . coincidiendo con la 
escasez de dinero debido a la lan­
guidez e interrupción del comercio, 
ha hecho fracasar hasta ahora todo 
intento de recaudar grandes sumas 
y ha acabado por demostrar a las 
diferentes legislaturas lo absurdo 
del ensayo ... en América, la mayor 
parte de la renta nacional proviene 
de los impuestos indirectos, de los 
derechos sobre consumos y de en­
trada. Los derechos sobre los artí­
culos importados constituyen un 
sector importante de estos últimos". 

En el Federalista XXIII, Hamilton 
dice: "los principales propósitos a 
que debe responder la Unión son 
éstos: la defensa común de sus 
miembros, la conservación de la 
paz pública, lo mismo contra las 
convulsiones internas, que contra 
los ataques externos, la reglamen-
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tación del comercio con otras nacio­
nes y entre los estados; la dirección 
de nuestras relaciones políticas y 
comerciales con las naciones 
extranjeras" . 

"No son éstos, (El Federalista, 
XXX) sin embargo, los únicos fines 
a que necesariamente debe exten­
derse la jurisdicción de la Unión en 
materia de ingresos. Es preciso que 
se incluya una disposición para que 
haga frente a las expensas del 
personal civil , para el pago de las 
deudas nacionales y en general con 
respecto a todos los asuntos que 
exigirán desembolsos por parte del 
tesoro nacional. De esto se deduce 
que es necesario insertar en el plan 
de gobierno en la forma que se 
quiera, el poder general para recau­
dar impuestos". 

En cuanto a la relación que en 
materia fiscal se establece entre los 
Estados y la Unión, Hamilton sos­
tiene, El Federalista, XXXII : "aun­
que opino que el hecho de que la 
Unión estuviera facultada para 
intervenir en la recaudación de los 
ingresos de los gobiernos de los 
estados, no puede tener para éstos 
las peligrosas consecuencias que 
se temen , porque estoy persuadido 
de que el sentido del pueblo, el gran 
riesgo que existiría de provocar el 
resentimiento de los gobiernos de 
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los estados y la convicción de la uti­
lidad y necesidad de la administra­
ción local para objetos locales, 
formarían una barrera infranquea­
ble contra el uso vejatorio del citado 
poder; sin embargo, estoy dispues­
to a reconocer en toda su amplitud 
la justicia del razonamiento que 
requiere que los Estados individua­
les posean una autoridad absoluta 
y no sujeta a restricción ajena para 
recaudar sus propios ingresos y 
satisfacer sus necesidades peculia­
res . Al conceder lo anterior, afirmo 
que (con la sola excepción de los 
derechos de exportación e impor­
tación) conforme al plan de la Con­
vención, conservarían esa potestad 
del modo más absoluto e incondi­
cional , y que el intento de parte del 
gobierno nacional para coartarles 
su ejercicio constituiría una arro­
gación violenta de poder, que no 
hallaría apoyo en ninguna cláusula 
o artículo de la Constitución". 

2.- México Independiente 

En el informe rendido por Don 
Miguel Ramos Arizpe el día 20 de 
noviembre de 1823, relativo a la 
formación del Acta Constitutiva, en 
relación a las facultades de los 
estados, Ramos Arizpe dice: "en el 
establecimiento de gobiernos y 
poderes de cada Estado, no ha 
querido la Comisión sino fijar y 



reducir a práctica los principios ge­
nuinos de la forma de Gobierno 
General ya adoptada, dejando que 
los poderes de los mismos estados 
se muevan en su territorio para su 
bien interior, en todo aquello que no 
puedan perturbar el orden general , 
ni impedir la marcha rápida y majes­
tuosa de los poderes supremos de 
la Federación" ... a los Estados 
... sólo se exige, que de la suma de 
sus derechos depositados en el ac­
tual Congreso, cedan a los poderes 
supremos los necesarios para 
hacer el bien general, conservando 
los demás para procurarse su 
felicidad interior ... para fijar etern­
amente su destino bajo un sistema 
acomodado a las luces del siglo y al 
goce de una libertad justa, regulada 
siempre por la ley, que es tal porque 
es la expresión de la voluntad gene­
ral de los asociados." 

Es interesante consignar dos votos 
particulares expresados al aprobar 
elActa Constitutiva: 

Voto particular del señor Don 
Rafael Mangino: "a los diversos 
artículos del proyecto que antecede 
relativos a declaraciones de Sobe­
ranía y su ejercicio, es mi opinión se 
sustituya como único que lo 
comprende todo, el siguiente: 
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La soberanía reside esencialmente 
en la reunión de los Estados que 
componen la Nación Mexicana; y la 
facultad de hacer, ejecutar y aplicar 
las leyes, será ejercida por los cuer­
pos o personas que se designen en 
esta Acta y en la Constitución. 
México 19 de noviembre de 1823. 
Rafael Mangino. 

Voto particular del Sr. D. Alejandro 
Carpio. 

Sr: Siempre he estado persuadido 
de que la soberanía no puede resi­
diren los Estados tomados distribu­
tivamente, sino en toda la Nación; 
por lo que pido a V Sobo se agregue 
este mi voto al proyecto de Acta 
Federal, que se leyó ayer México, 
noviembre 21 de 1823. Alejandro 
Carpio. 

La situación económica de México 
independiente queda resumida en 
el siguiente párrafo del maestro Fe­
lipe Tena Ramírez en su texto de 
Derecho Constitucional Mexicano: 
"desde la independencia hasta la 
revolución de Ayutla, la penuria de 
los erarios locales los obligó a 
imponer tributos, que gravaban la 
entrada a cada lugar y la salida de 
las personas y de las mercancías. 
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El pago de derechos por el paso de 
las personas solía llamarse peaje y 
el de las mercancías alcabala. Se­
gún D. Miguel Lerdo de Tejada, el 
primer impuesto que con el nombre 
de alcabala se estableció en 
México después de la independen­
cia, fue el que instituyó la Regencia 
por decreto del 20 de febrero de 
1822, ordenando que pagarán en 
las aduanas interiores los aguar­
dientes y los vinos de procedencia 
extranjera el 20%" . 

Las alcabalas tenían efectos funes­
tos pues impedían el libre tránsito 
de las mercancías y constituían un 
freno al desarrollo de la economía, 
situación que se prolongó hasta el 
Constituyente de 1856. 

En el proyecto de Constitución de 
1856 no se consideraba a las alca­
balas, pero en la sesión del28 al31 
de enero de 1857 se consideró la 
petición de muchos diputados que 
solicitaban la abolición de las alca­
balas y aduanas interiores y así 
resultó el artículo 124 de la Consti­
tución de 1857 que declaró aboli­
das las alcabalas y las aduanas 
interiores en toda la República a 
partirdel1°dejuniode 1858. 

Sin embargo, era tan difícil la situa­
ción económica de los estados que 
carecían de ingresos propios, ya 
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que el gobierno federal acaparaba 
los impuestos, hizo imposible la 
observancia de la prohibición de las 
alcabalas y por decreto del 24 de 
enero de 1861 se aplazó para el 10 

de enero de 1862; pero en abril de 
este mismo año se restablecieron 
las alcabalas en toda la república. 
Las leyes del 17 de mayo de 1882 y 
26 de noviembre de 1884 aplazaron 
nuevamente su abolición. En 1883 
se reunió una conferencia para 
estudiar a fondo la posibilidad de a­
bolir las alcabalas, pero la reforma 
propuesta no pudo subsistir. 

En otra conferencia integrada por 
representantes de los estados, del 
Distrito y de los territorios, reunida 
en 1891 , se propuso una nueva re­
forma que no llegó a concretarse. 
Lo importante de esta conferencia 
es que en ella figuró D. José Ives 
Limantour que cuando se hizo car­
go de la Secretaría de Hacienda 
logró la desaparición de las alcaba­
las gracias a la bonanza económica 
que él , como Secretario de Hacien­
da de D. Porfirio Díaz, logró hacer 
florecer. 

3.- El Constituyente de Querétaro 

En la Constitución de 1917 se esta­
blecieron limitaciones y prohibicio­
nes a los estados para que no impi­
dieran el libre tránsito de personas y 



mercancías al interior del país. Sin 
embargo, surgió el problema de la 
doble tributación, o sea, los impues­
tos que cobra tanto la Federación 
como los estados. 

Este problema, que es de naturaleza 
técnica y legislativa, originó la 
búsqueda de soluciones a través de 
tres convenciones nacionales fiscales. 

La primera, reunida en 1925, reco­
gió íntegramente las reformas 
constitucionales iniciadas por el 
Presidente Calles y en definitiva ni 
resolvió el problema ni tuvo otras 
consecuencias. 

La segunda Convención Nacional 
Fiscal , que se efectuó en 1933, 
desarrolló con mayor amplitud la 
tendencia esbozada en la primera 
convención y se llegó a la conclu­
sión de la necesidad de que tanto la 
federación como los estados de­
bían participar en el impuesto úni­
co, lo mismo cuando la misma 
Constitución señalara la participa­
ción de los estados en algunos de 
los impuestos privativos de la 
Federación, a fin de auxiliar a los 
fiscos locales y estableciendo nor­
mas especiales para algunos 
impuestos, como herencias, lega­
dos y donaciones, y sobre industria 
y comercio. 
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En la tercera Convención Nacional 
Fiscal , reunida en noviembre de 
1947, los estados reaccionaron 
contra la tutela fiscal que ejercía la 
Federación. El Lic. Miguel Alemán, 
Presidente de la República, impul­
só los trabajos de la tercera conven­
ción que tuvo como resultados una 
nueva política fiscal sobre bases de 
coordinación y no de sometimiento 
de los estados al centro. 

4.- La Convención Nacional 
Hacendaria 

El día 5 de febrero de 2004, coin­
cidiendo con el aniversario de las 
Constituciones de 1857 y 1917, se 
inauguró la Convención Nacional 
Hacendaria ante augurios contra­
dictorios: para una gran parte de la 
sociedad mexicana interesada en 
el desarrollo del país, la Conven­
ción Nacional Hacendaria significa 
un acontecimiento de gran trascen­
dencia; sin embargo, el hecho de 
que el titular de Hacienda no haya 
instalado la mesa que preside la 
Convención indica el escaso inte­
rés del Ejecutivo sobre el desarrollo 
de la misma, no obstante las 
palabras alentadoras del Presiden­
te acerca de tal reunión , desmenti­
das en los hechos por el Secretario 
de Hacienda. 
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El Grupo Técnico para la Conven­
ción Nacional Hacendaria señaló 
como premisas previas al desa­
rrollo de la Convención, las grandes 
fallas y debilidades del sistema 
fiscal en la actualidad. Según dicho 
organismo, la recaudación fiscal es 
exageradamente baja por los 
siguientes factores: 

a) Un sistema de pago de las obli­
gaciones fiscales complicado y 
confuso. 

b) Un programa impositivo con 
excesivas exenciones y trata­
mientos especiales. 

c) Inequidad e insuficiente trans­
parencia del sistema tributario. 

d) El alto costo y las deficiencias 
de la administración y coordina­
ción tributaria entre los tres ór­
denes del gobierno. 

e) Las prácticas corruptas en las 
acciones de supervisión y 
aplicación de las disposiciones 
tributarias. 

f) Los elevados niveles de infor­
malidad de la actividad econó­
micay 

g) Una arraigada cultura de incum­
plimiento de las obligaciones 
fiscales . 
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El Coordinador de Políticas Públi­
cas de la Presidencia de la Repúbli­
ca, Eduardo Sojo, señaló que el 
principal reto de la Convención 
Hacendaria es la simplificación del 
fisco y que la convención, además 
de lograr los consensos necesa­
rios, deberá crear un sistema tribu­
tario eficiente y resolver el tema de 
los pasivos contingentes de los 
Estados y los organismos públicos, 
equivalente a unos 7,086 billones 
de pesos, o sea, el valor del Produc­
to Interno Bruto Nacional y que para 
lograrlo habrá que simplificar el sis­
tema fiscal mediante la homogenei­
zación de las tasas y la unificación 
de los regímenes. 

Según su convocatoria y el proyec­
to de reglamento, señala Chávez 
Presa, la convención buscará ge­
nerar propuestas relativas a siete 
temas: 

1. Gasto público. 
2. Ingresos. 
3. Deuda pública. 
4. Patrimonio público. 
5. Modernización y simplificación 

de la administración de la Ha­
cienda Pública. 

6. Colaboración y coordinación in­
tergubernamentales. 

7. Transparencia, fiscalización y 
rendición de cuentas de los tres 
órdenes de gobierno, el federal , 
estatal y municipal. 



Ésta será la primera Convención 
-continúa el expositor- con un 
enfoque integral , pues las 
anteriores (1925, 1933 Y 1947) 
dirigieron sus esfuerzos a poner 
orden a la multiplicidad de impues­
tos que proliferaron, a nivel estatal y 
municipal , que inhibían el desarro­
llo de las actividades productivas 
incluso hasta el comercio interno. 
Sin embargo, a las convenciones 
anteriores había que agregar el 
proceso de negociación entre el go­
bierno federal y los gobiernos esta­
tales durante los últimos años de la 
década de los 70, para introducir el 
IVA en sustitución del Impuesto 
sobre Ingresos Mercantiles, dando 
también lugar al Sistema de Coor­
dinación Fiscal para armonizar gra­
vámenes a nivel nacional. 

Armando Labra, el prestigiado eco­
nomista, resalta la importancia de 
esta Convención Nacional Hacen­
daria frente a las simples reuniones 
tributarias efectuadas en México en 
1925, 1933 Y 1947. En la actual 
Convención Nacional se requieren 
consensos de gran legitimidad, por­
que se trata no sólo de discutir talo 
cual impuesto sino de redefinir las 
potestades de la Federación, los 
estados y los municipios, revisar los 
criterios políticos y económicos del 
gasto público, adecuar la estructura 
tributaria en consecuencia y 
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amoldar la política de deuda pública 
como complemento. 

La Convención Nacional Hacenda­
ria no debe fracasar, continúa el 
autor, porque son tan claras las 
motivaciones de carácter nacional 
para reformar la Hacienda Pública y 
con ello ampliar y tornar eficiente la 
política económica que permita a 
México crecer, producir para distri­
buir, exportar, desarrollarse. 

Con todo, dicen bien quienes afir­
man que se trata de una oportuni­
dad histórica, no sólo por la ampli­
tud y pertinencia de la agenda, sino 
porque pasará mucho tiempo antes 
de que vuelva a ser posible su rea­
lización, en caso de tropezar ahora. 

Volviendo a la exposición de 
Chávez Presa, manifiesta que la 
Convención será el escenario que 
muestre la voluntad de trabajo 
conjunto entre los tres ordenes de 
gobierno, uniendo esfuerzos para 
el fin esencial : tener un Estado que 
disponga de los recursos financie­
ros para dar seguridad a la vida y 
patrimonio de las personas, hacer 
valer la Ley y contribuir a elevar el 
nivel de bienestar de todos los 
mexicanos, independientemente 
de donde habiten en el territorio na­
cional . 
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Los trabajos de la Convención ten­
drán una base sólida en los manda­
tos expresos de la Constitución que 
orienta el desarrollo en el manejo 
prudente y responsable de las 
finanzas y de la hacienda pública. 
La Constitución prescribe un equi­
librio entre los ingresos y el gasto y 
que el uso del crédito de la Nación 
es sólo para contratar empréstitos 
dirigidos a la ejecución de obras 
que directamente produzcan un in­
cremento en los ingresos públicos. 

El grupo técnico señala la conve­
niencia de contar con un sólo órga­
no recaudador y administrador de 
los recursos; la necesidad de am­
pliar el periodo de análisis y aproba­
ción del paquete económico anual , 
así como contar con presupuestos 
multianuales y hacer transparente y 
verificable el manejo de los dineros 
públicos con la participación del 
Poder Legislativo. 

En el texto de la agenda el grupo 
técnico manifiesta: "la nación re­
quiere dar un salto cualitativo en 
sus instituciones y avanzar hacia un 
federalismo hacendario que conso­
lide la democracia, vigorice la lucha 
contra la desigualdad y brinde a los 
gobiernos estatales y municipales 
la capacidad para conducir sus pro­
pios procesos de desarrollo en el 
ámbito local". 
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Los representantes de los partidos 
políticos que elaboraron la agenda 
de la Convención coincidieron en 
que los temas deben comprender: 
la necesidad de fortalecer legal y 
políticamente el papel de la banca 
de desarrollo en las regiones del 
país; revisar y reformar la legisla­
ción vigente en materia de pensio­
nes para incluir a trabajadores no 
asalariados y llevar a cabo refor­
mas al IMSS e ISSSTE para ase­
gurar un manejo financiero transpa­
rente y viable en el largo plazo en 
materia de pensiones. 

"Las coincidencias y convergencias 
que aquí se presentan constituyen 
un punto de partida constructivo 
hacia etapas superiores que per­
mitan arribar a un gran acuerdo 
nacional en materia hacendaria". 

En todas las haciendas locales de­
berá haber seguridad, equidad, efi­
ciencia, transparencia y rendición 
de cuentas y la incorporación de 
mecanismos que aseguren una 
eficiente coordinación entre las 
políticas de ingreso, gasto, y deuda 
públicos. 

Los representantes de los partidos 
políticos coinciden en que es fac­
tible y conveniente elevar el gasto 
federal en el corto plazo en 4 puntos 
del producto interno bruto y añaden 



que se considera conveniente 
incorporar dentro de las prioridades 
de gasto del Estado mexicano los 
derechos a la alimentación y a la vi­
vienda, los cuales deben garanti­
zarse a través de políticas sustenta­
das en los ordenamientos sobre la 
planeación y la rectoría económica 
del Estado que establece la 
Constitución. 

En consecuencia, se propone que 
el Legislativo revise y modifique la 
Ley de Planeación, la Ley de Presu­
puesto, Contabilidad y Gasto Públi­
co así como las disposiciones para 
la elaboración del Plan Nacional de 
Desarrollo y los programas secto­
riales , regionales y especiales de 
mediano plazo. También considera 
necesario que se precise en la ley 
cuáles son los objetivos de la con­
tratación de deuda correspondien­
tes al gobierno en general y cada 
orden de gobierno. 

Por separado de la agenda elabora­
da por el grupo técnico, el Partido 
Revolucionario Institucional publicó 
su propuesta para mejorar el siste­
ma fiscal de México y señala como 
objetivos primordiales: 

• Revisar el tratamiento fiscal de 
las empresas públicas, particu­
larmente de PEM EX Y de la 
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Comisión Federal de Electrici­
dad, para garantizar que de sus 
propios ingresos se generen los 
recursos necesarios para finan­
ciar sus proyectos de inversión 
productiva. 

• Igualmente, revisar los precios 
de los productos y las tarifas de 
los bienes de los cuales es 
proveedor el gobierno federal, 
particularmente de los energé­
ticos y la electricidad porque és­
tos se han convertido en freno a 
la competitividad del país. 

• Que los precios y tarifas se esta­
blezcan más con un sentido de 
promoción a la inversión y al em­
pleo, que con el ánimo recauda­
torio que utiliza el gobierno. 

• Que se atienda al problema del 
pasivo laboral en el largo plazo 
de todos los empleados y ser­
vidores públicos en todos los 
niveles del gobierno federal, 
estatal y municipal. 

Insiste el Partido en que busca un 
auténtico federalismo fiscal y pide 
que se revisen las potestades y res­
ponsabilidades de los tres niveles 
de gobierno para precisar concur­
rencias y responsabilidades. 
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Señala asimismo que el Impuesto 
Sobre la Renta debe ser competi­
tivo y estimular el ahorro bajando 
las tasas para las personas físicas y 
crear un sistema fiscal simplificado. 

5.- La Conferencia Nacional de 
Gobernadores 

Sin mencionar expresamente a la 
Conferencia Nacional de Goberna­
dores, Macario Schettino hace un 
análisis del desarrollo de las ante­
riores convenciones fiscales para 
llegar a una conclusión muy impor­
tante y que parece pasar desaperci­
bida para quienes se ocupan del 
tema actual de la Convención Na­
cional Hacendaria. 

Todas las reuniones anteriores fue­
ron auspiciadas, organizadas y 
conducidas por los gobiernos fede­
rales , en su verdadero significado 
de gobiernos centrales, ya que la 
estructura política del país ha sido 
centralizada a pesar de un supues­
to federalismo que nunca ha existi­
do. 

Llámese república unitaria o repú­
blica federal, el gobierno ha residi­
do en el centro. "Cuando termina la 
lucha entre liberales y conservado­
res con el fusilamiento de Maximi­
liano, el problema federal no está 
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resuelto . Benito Juárez debe gober­
nar con varios gobernadores en 
contra, con intentos de secesión y 
sólo Porfirio Díaz mantiene un man­
do central que desaparece con su 
salida. 

"Después de Díaz el problema re­
gresa. Los Estados no quieren sub­
ordinarse al poder central ni las re­
giones quieren subordinarse al 
gobernador. Cárdenas expulsa a 
Calles y crea la Presidencia como 
base fundamental de la estructura 
política que desde el centro maneja 
a los gobernadores y la política 
local". 

Ahora, después de las elecciones 
del año de 2000, el régimen basado 
en el poder presidencial ha desapa­
recido: "la desaparición del régimen 
de la Revolución ha provocado que 
los estados empiecen a dudar del 
"Pacto Federal". A diferencia de los 
tiempos de antes, ahora los gober­
nadores no le deben el poder ni al 
presidente, ni a las corporaciones. 
No quieren entonces un poder 
derivado, sino uno propio y éste no 
puede existir si no es con dineros 
propios . Por eso desde fines de los 
90 empiezan las quejas frente al 
gobierno federal y por eso ahora 
tenemos la Convención. 



El Problema Fiscal 

Indudablemente que por su impor­
tancia cuantitativa y por sus reper­
cusiones en la estructura federal 
que se persigue, el problema fiscal 
es probablemente el más importan­
te a que se enfrente la Convención 
Nacional Hacendaria, lograda sin 
lugar a dudas por la presión de los 
gobernadores organizados en la 
Conferencia Nacional de Goberna­
dores, ya que entre ellos existe un 
gran descontento por la actual dis­
tribución de recursos y responsabi­
lidades en el manejo del gasto y de 
su recaudación . 

Cierto es que tanto las entidades fe­
derativas como los municipios 
cuentan con algunas fuentes tribu­
tarias propias pero totalmente insu­
ficientes para la satisfacción míni­
ma de las necesidades de estas 
entidades. La fuente más importan­
te con que cuentan los estados es el 
impuesto sobre nóminas, en tanto 
que los municipios cuentan funda­
mentalmente con el impuesto pre­
dial. Ambas fuentes totalmente pre­
carias e insuficientes para las 
necesidades de estados y munici­
pios. 

La Ley de Coordinación Fiscal es la 
que define lo que se llama recauda­
ción federal participable, que se 
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obtiene por todos los impuestos 
federales, así como por los dere­
chos sobre la extracción de petró­
leos y de minerías, con algunas 
excepciones. 

Pero sólo el 20% de la recaudación 
fiscal participable integra lo que la 
propia ley designa como fondo 
general participable que es el que 
se distribuye a entidades y munici­
pios y que incluye la recaudación 
del impuesto sobre la renta y del 
I VA. 

La Ley de Coordinación Fiscal nor­
ma la distribución de la recaudación 
federal entre la federación , por una 
parte y los estados y municipios por 
la otra, limitando, obviamente, la 
distribución al 20% de la recauda­
ción total para integrar el arriba 
señalado Fondo General Participa­
ble. 

Julio Boltvinik, notable economista 
especializado en problemas de po­
breza social, señala que la "primera 
gran distribución es la que se efec­
túa entre el gobierno federal (79 por 
ciento), entidades federativas (20 
por ciento) y municipios (1 por cien­
to)". La sola enunciación de este 
reparto hace ver el enorme centra­
lismo que padece México y la gran 
injusticia que existe en el reparto de 
la riqueza que el país produce entre 
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las entidades federativas y los mu­
nicipios. 

El especialista arriba señalado ex­
plica los criterios para realizar la 
distribución de los ingresos partici­
pables: 

1) La proporción de la población 
nacional que habita en cada 
entidad federativa . Aparente­
mente éste es un criterio equi­
tativo pero carece de un ele­
mento compensatorio para 
aquellas entidades que están en 
peor situación de manera que 
este criterio favorece a las enti­
dades más grandes y mejor co­
locadas. Con este criterio se 
distribuye el 45.17 por ciento del 
Fondo General Participable. 

2) Lo que la ley llama coeficiente 
de participación, que se deter­
mina con base en el coeficiente 
del año previo y el crecimiento 
observado entre los dos últimos 
años en los montos de impues­
tos asignables . Éste es un crite­
rio que aparentemente tiene un 
carácter resarcitorio porque 
asigna más a las entidades con 
mayor actividad económica y 
mayor dinamismo. Con este cri­
terio se premia el impulso que 
logran los habitantes de cada 
entidad federativa para lograr el 
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desarrollo de su entidad. Bajo 
este renglón se asigna a las en­
tidades otro 45.17 por ciento del 
Fondo General Participable. 

A primera vista resultan muy dis­
cutibles los criterios arriba señala­
dos, que además exageran el punti­
lIismo al llegar al grado de estable­
cer la participación incluso con dos 
décimas del por ciento. Nadie cree 
que los por cientos señalados sean 
resultado de un estudio serio y 
detenido, sino que más bien resulta 
un ejercicio autoritario de la arbitra­
riedad característica de las autori­
dades hacendarias federales . 

La Ley de Coordinación Fiscal com­
plementa el Fondo General Partici­
pable, destinando el 9.66 por ciento 
para distribuirlo de manera inversa 
al resultado en términos de partici­
pación por habitante resultante de 
los dos criterios arriba señalados. 

Como arriba se señaló, del Fondo 
General Participable, a los munici­
pios corresponde solamente el 1 
por ciento de este fondo. Sin em­
bargo la distribución no es exacta 
sino que tiene algunas variables; 
como ejemplo se señalan mayores 
cantidades para los municipios 
fronterizos o portuarios y para un 
subgrupo de éstos que son los mu­
nicipios por cuyo territorio se expor-



te el petróleo crudo. Sin embargo, 
no existe elemento alguno compen­
satorio para los municipios más 
pobres. 

La Ley de Coordinación Fiscal no 
establece fórmulas para la distri­
bución de los recursos destinados a 
los municipios ya que éstos se 
entregan a los estados. La ley se­
ñala que los recursos destinados a 
los municipios serán distribuidos en 
los términos que establezcan las 
legislaturas locales. 

El autor arriba nombrado sostiene 
que las aportaciones federales sur­
gieron cuando los programas pú­
blicos de educación, atención a la 
salud y una parte de los programas 
de lucha contra la pobreza fueron 
descentralizados de la Federación 
y encomendados a los estados y 
municipios. En consecuencia, fue 
necesaria una reglamentación para 
fijar los montos del Fondo General 
Participable que habrían de recibir 
estados y municipios. Con este 
motivo se añadió el capítulo V de la 
Ley de coordinación fiscal. 

El CPT David Colmenares Páramo, 
especialista en materia de Coordi­
nación Fiscal, sostiene que la Ley 
de coordinación fiscal no es el lugar 
adecuado para establecer una re­
glamentación que sirva de base a la 
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distribución de los fondos federales 
entre las entidades y los munici­
pios, ya que el lugar correcto para 
establecer los montos que se des­
tinen a desarrollo social es la Ley 
general de desarrollo social. 

Tiene toda la razón el CPT David 
Colmenares ya que es la Ley gene­
ral de desarrollo social la que debe 
establecer la manera y los términos 
en que se regulen los programas de 
desarrollo social. A este respecto 
consideramos que la Ley de desa­
rrollo social debe atribuir a la Cáma­
ra de Diputados la facultad expresa 
de aprobar, en primer lugar, el Plan 
Sexenal de Desarrollo y los planes 
anuales de desarrollo social así 
como vigilar directamente la reali­
zación de todos los programas de 
desarrollo social para cumplir ca­
balmente con la determinación 
constitucional de que el Congreso 
intervenga en el desarrollo del país. 

Boltvinik señala la necesidad de 
reformar tanto la Ley de Coordi­
nación Fiscal como la Ley de Desa­
rrollo Social en los términos indica­
dos por David Colmenares, incluso 
fijando términos perentorios para 
que la Cámara de Diputados haga 
la revisión y aprobación de la distri­
bución de los fondos y aportaciones 
al desarrollo social , recomendando 
las modificaciones que resulten 
procedentes. 
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El capítulo V de la Ley de Coordi­
nación Fiscal establece siete fon­
dos de aportaciones: 1) para la 
educa-ción básica y normal, 2) para 
la sa-Iud, 3) para la infraestructura 
social, 4) para el fortalecimiento 
municipal y de las "demarcaciones 
territoriales del distrito federal", 5) 
"para desayunos escolares, apoyos 
alimentarios y de asistencia social a 
la población en condiciones de po­
breza extrema, apoyos a la pobla­
ción en desamparo, así como a la 
construcción, equipamiento y reha­
bilitación de infraestructura física 
de los niveles de educación básica 
y superior en su modalidad univer­
sitaria , 6) para la educación tecno­
lógica y de adultos, y 7) para la se­
guridad pública de los estados y del 
D.F. 

No existe un criterio lógico definido 
para fijar los montos de estas apor­
taciones sino que el texto es muy 
desigual y resulta arbitrario. En al­
gunos casos ni siguiera existe 
criterio alguno para señalar los 
montos de las aportaciones. 

Es notoria la inequidad de la política 
que excluye al Distrito Federal de 
estos programas . Cuando se mide 
la pobreza en el Distrito Federal, 
utilizando como fuente el Censo de 
Población del año 2000 y aplicando 
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el Método de Medición Integrada de 
la Pobreza, 41.5 por ciento de la po­
blación del Distrito Federal vive en 
pobreza extrema. Esta proporción 
sería menor si se utiliza la Encuesta 
Nacional de Ingresos y Gastos, pe­
ro esta muestra no es estadística­
mente representativa a nivel de 
entidad federativa. La pobreza en el 
Distrito Federal, con cualquier mé­
todo y cualquier fuente de informa­
ción, es más alta que la que existe 
en Nuevo León, Baja California y 
Baja California Sur. 

El Estado Federal 

Al inicio de este trabajo nos refe­
rimos a Hamilton, Madison y Jay, 
principales autores de la Constitu­
ción Americana de 1787, que en el 
arduo trabajo de la ratificación de la 
Constitución por las asambleas de 
los estados explicaron lo que ellos 
entendían por Estado Federal en 
contraposición a la fracasada Con­
federación . Sin embargo, en la pro­
pia Constitución no se mencionan 
las palabras federación, ni confede­
ración, pero "se trataba, dice Gar­
cía-Pelayo, de buscar una fórmula 
que hiciera compatibles la exis­
tencia de los estados individuales 
con la de un poder dotado de facul­
tades para bastarse a sí mismo en 
la esfera de sus funciones". 



"La Constitución propuesta, dice El 
Federalista (16) , no es estricta­
mente una Constitución Nacional , 
ni federal sino una combinación, un 
acomodamiento de ambas". Aquí 
Hamilton emplea la palabra "fe­
deral" como confederación y "na­
cional" como Estado unitario. 

El Estado Federal, continúa García­
Pelayo, responde a la necesidad de 
integración de unidades autóno­
mas en una superior ... responde a 
un principio de organización estatal 
que busca la máxima autonomía de 
sus unidades componentes". 

Pi Y Margal!, refiriéndose al proyec­
to de Constitución Federal de la pri­
mera República española, dice: "en 
la organización política de la nación 
española, todo lo individual es de 
pura competencia del individuo, to­
do lo municipal es del Municipio , 
todo lo regional es del Estado y todo 
lo nacional de la Federación" (art. 
40) (cita de García - Pelayo). 

El Estado Federal que surgió de la 
Constitución Americana de 1787 no 
respondía a un esquema previo, si­
no a las necesidades prácticas. 

El mismo problema y las mismas 
necesidades prácticas hicieron que 
la organización del Estado Federal 
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norteamericano fuera el modelo a 
seguir por México, Argentina, Brasil 
y Venezuela, después de su inde­
pendencia, así como Suiza en 
1848, Alemania en 1871 y varios 
dominios británicos posterior­
mente. 
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El Estado Democrático 
de Derecho 

César Silva Mejía 
Asesor del Centro de Estudios 
de Derecho e Investigaciones 
Parlamentarias 

Introducción 

En los últimos años, digamos de 
diez años a la fecha, es común leer 
en los medios impresos, periódicos 
y revistas, así como escuchar en la 
radio y en la televisión, a los políti­
cos , comunicadores sociales, em­
presarios y ciudadanía en general 
referirse al Estado de Derecho con 
la absoluta seguridad de conocer el 
auténtico significado de tan llevado 
y traído concepto. 

Mencionar el Estado de Derecho 
con ligereza, simpleza y atrevimien­
to escalofriante, significa no asumir 
plenamente la responsabilidad po­
lítica cuando se alude al concepto; 
lo grave es la distorsión y el uso 
indiscriminado del mismo. La invo­
cación reiterada al presentarse 

cualquier situación anormal o dis­
funcional en el entorno político, va 
de la mano de intenciones oscuras 
de los grupos de presión que per­
manentemente intentan despresti­
giar al Estado y sus instituciones. 

Generalmente, salvo excepciones, 
Estado de Derecho para los actores 
de la vida política, económica, cul­
tural , académica, etc., del país, su­
fre un reduccionismo equivocado y 
simplista, al plantear que su ámbito 
de validez, de aplicación y recono­
cimiento atañe únicamente a la apli­
cación de la norma a una conducta 
ilícita. Es decir, para estas per­
sonas , el Estado de Derecho con­
siste en la simple aplicación de la 
ley. Aceptar esta afirmación no 
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conduce a una explicación cierta y 
válida, amplia y de largo alcance, 
que afirme y fortalezca la legitimi­
dad del Estado para gobernar con 
base en el orden constitucional vi­
gente. 

El Estado de Derecho es más, mu­
cho más que la simple aplicación de 
la ley; trasciende el tiempo y las 
formas políticas de las instituciones 
del Estado, incluso permea el sen­
tido de la vida individual y societal 
para grabarse en la conciencia co­
lectiva de una nación, que reconoce 
códigos de conducta legítimamente 
democráticos en otras instituciones 
del propio Estado: los poderes Le­
gislativo y Judicial. No se circuns­
cribe la vigencia del Estado de 
Derecho a la alternancia en el ejer­
cicio del Poder Ejecutivo: compren­
de toda una forma de vida colectiva, 
involucra la participación debida­
mente regulada de la sociedad polí­
tica en la configuración orgánica 
(en términos de Gramsci) de las 
instituciones del Estado, que per­
mitan a la ciudadanía creer conven­
cidamente en la importante función 
social del Estado Democrático de 
Derecho. 

La anterior argumentación permite 
expresar que no todo Estado que 
existe sobre el planeta puede auto­
denominarse Estado de Derecho. A 
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decir verdad , todo Estado crea y uti­
liza el Derecho en sus particulares 
procesos de la legitimación; por 
esta razón , no ubicamos, por el mo­
mento, en el contexto de este ensa­
yo, la legitimidad de la fuente del 
Derecho. 

Actualmente resulta impensable 
imaginar un Estado sin un sistema 
jurídico, es decir, sin un sistema que 
le otorgue legalidad. Vale la pena 
mencionar que no todo Estado, por 
el hecho de serlo, es Estado de 
Derecho. La presencia de un orden 
jurídico y de un sistema de legali­
dad no autoriza, sin un análisis pre­
vio, hablar de Estado de Derecho, 
calificar como Estado de Derecho a 
un Estado por el hecho de poseer 
un sistema jurídico. Esto último 
ejemplifica una mentira conceptual 
que induce a la confusión e inter­
pretaciones inadecuadas del ver­
dadero Estado de Derecho. 

El planteamiento central de este 
breve ensayo es el siguiente: el 
Estado de Derecho es un Estado 
sometido al imperium de la ley. 
Cabe anotar que el Estado y su 
acción de poder se controlan y 
regulan por la ley. El Estado de 
Derecho consiste, medularmente, 
en el imperio de la ley, de la norma y 
la legalidad. De tal forma que el 
Derecho y la ley, comprendidos en 



este contexto, por extensión deben 
ser la expresión de la voluntad ge­
neral de la nación. 

Con base en las diversas concep­
ciones sobre el control jurídico del 
derecho regulador de la actividad 
estatal , del poder del Estado, limi­
tado y delimitado por la ley, surgen 
los principios torales del Estado de 
Derecho, en relación con el respeto 
al hombre y a sus derechos funda­
mentales, producto del desarrollo 
histórico del contractualismo y el 
iusnaturalismo, entendidos como 
los ejes fundacionales del Estado 
democrático de Derecho. 

Existen argumentos, en el sentido 
de que el control jurídico no es y no 
ha sido el único control impuesto al 
poder del Estado. En épocas anti­
guas se conoció la supremacía de 
los Estados absolutistas y, por otra 
parte, históricamente la vigencia de 
controles no jurídicos limitativos del 
poder del Estado fueron determina­
dos por creencias religiosas o su­
puestos ético-morales, caracterís­
ticas que permearon en las épocas 
antigua y medieval , aunque es 
factible encontrar en ellas aspectos 
incipientes de control jurídico. 

La situación enunciada alcanza al 
denominado Ancíen Régime: el ab­
solutismo monárquico sólo estaba 
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controlado por los preceptos religio­
sos, la ley de dios, la ley moral e 
incluso la ley jurídica natural , lo 
cual, en un análisis histórico de la 
época, confirma plenamente su in­
fluencia. Sin embargo, esta serie de 
circunstancias afortunadas no per­
miten decir que estuviésemos ante 
un Estado de Derecho. 

La cuestión esencial consiste en 
determinar bajo qué condiciones 
comienza a hablarse de Estado de 
Derecho. Al principio, puede ubicar­
se en el control jurídico, en el posi­
ble control del derecho sobre el po­
der y acción del Estado a través de 
controles y regulaciones dispues­
tos por la ley positiva. El Estado de 
Derecho inicia históricamente con 
el imperio de la ley, puesto que 
antes del control jurídico no existe 
Estado de Derecho, sino Estado 
absolutista. 

El absolutismo presenta una cons­
tante en Europa, una generalidad 
dominante, pero en descargo exis­
ten algunos antecedentes demo­
cráticos importantes en los países 
anglosajones. Gracias a la Revolu­
ción Francesa y a la adopción en el 
siglo XIX del Estado liberal , el Esta­
do liberal de Derecho, a partir de los 
siglos XIX Y XX, es la expresión 
jurídica de la democracia liberal. 
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El vínculo Estado liberal de Dere­
cho con la expresión jurídica de De­
mocracia Liberal, plantea un pro­
blema que consiste en saber si el 
liberalismo clásico ha sido rebasa­
do y a la par determinar la supera­
ción histórica del Estado liberal de 
Derecho, y también un avance más 
allá de lo que significa el Estado de 
Derecho. Se procurará discernir si 
la fórmula Estado de Derecho conti­
núa siendo válida y en qué forma. 
Para la sociedad actual parece no 
tener vigencia en el marco del siste­
ma ideológico y económico del libe­
ralismo clásico. 

En concreto, el tema central es el de 
la compatibilidad entre sociedad 
democrática y Estado de Derecho. 
Considero que este tema es de im­
portancia fundamental para com­
prender la evolución del Estado de 
Derecho. 

l. Estado Liberal de Derecho 

Antecedentes Históricos. 
El reconocimiento institucional del 
Estado de Derecho se logra tras la 
consumación de la Revolución 
Francesa, fundamentalmente en 
los Estados liberales del siglo XIX, 
aunque, como se señala en la intro­
ducción, existen precedentes de la 
idea del imperio de la ley en la an­
tigüedad , el medioevo, y el ancien 
régíme. 
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En relación a la época antigua, de­
be mencionarse que las ciudades­
Estado griegas sostuvieron la idea 
del imperio o dominio de la ley fren­
te al capricho despótico de raigam­
bre oriental. En verdad esta idea no 
llegó a consolidarse, pero existió la 
pretensión inequívoca del pueblo 
de ser gobernados por leyes, antes 
que por la voluntad, arbitrio y capri­
cho de los hombres. 

"En la edad media cristiana, las 
controversias sobre el constitutivo 
formal de la ley entre voluntaristas e 
intelectuales contribuyó a perfilar 
las características de la racionali­
dad de la ley frente a los caprichos 
de la voluntad despótica". De esta 
manera, Lucas Verdú hace la dife­
renciación entre dos corrientes de 
pensamiento con visiones disímbo­
las del Estado de Derecho en plena 
época del absolutismo y en ocasio­
nes del despotismo teocrático, pero 
llega a visualizar una salida racional 
con la "doctrina escolástica sobre la 
justicia y la obligatoriedad en con­
ciencia de las leyes injustas", así 
como la relación de los monarcas 
con sus propias leyes, lo cual puede 
considerarse como impulsos signi­
ficativos en el trayecto a la legalidad 
racional del Estado y un preámbulo 
de eliminación de las arbitrarieda­
des monárquicas. 



Resulta necesario ubicar ambos 
casos en el contexto del medioevo: 
ambos expresaron tendencias doc­
trinales, teológicas y filosóficas, e 
intentaron buenamente imponer un 
freno a la voluntad absoluta de la 
autoridad, sobre todo cuando la vo­
luntad confrontaba los principios 
axiológicos que deben inspirar la 
ley y la acción gubernativa. Las limi­
taciones y controles formaban parte 
de un sistema ético-religioso e ius­
naturalista que no posibilita aún ha­
blar de Estado de Derecho. 

En la edad media no hay Estado ab­
soluto, pero existieron señores feu­
dales y estamentos dotados de un 
poder absoluto y de leyes exclusi­
vas para cada uno de ellos. Esta 
situación permite observar la au­
sencia de un Estado de absoluto, 
pero posibilita denotar la carencia 
de un Estado de Derecho y, en con­
secuencia, del imperio de la ley. En 
conclusión, faltan los elementos 
socio-políticos del mismo. 

Lo concreto y cierto lo constituyen 
los límites morales y religiosos im­
puestos a la autoridad del monarca 
en relación con el estamento ecle­
siástico; las limitaciones de hecho y 
sociales en relación con el esta­
mento noble; y, en lo relativo al pue­
blo , las limitaciones son pocas y 
distantes. Incluso, al nivel de clero y 

El Estado Democrático 
de Derecho 

nobleza, la institucionalización jurí­
dica es deficiente; no existe en la 
imaginación de ningún teórico de la 
época, algo que pudiera nombrarse 
Estado eclesiástico y nobiliario de 
Derecho, que regule y limite las re­
laciones entre el rey, los señores 
feudales y el clero. Los límites del 
poder son claros pero difusos a la 
vez; se construyen sobre criterios 
éticos, religiosos, morales, políticos 
y sociales, más que sobre supues­
tos jurídicos de Derecho. 

Con el devenir del tiempo y la evolu­
ción política, tecnológica y econó­
mica aparece la burguesía, la cual 
mostrará una visión diferente del 
mundo, y por qué no decirlo, una 
visión cosmogónica opuesta, lo 
cual facilitará la formación de un 
criterio diferente e institucionalizará 
jurídicamente al Estado burgués 
(Estado liberal) , originando de tal 
forma el Estado liberal de Derecho. 

En ese momento de la historia, e­
closionan dos corrientes: la primera 
corresponde a la doctrina teológica 
y religiosa de los señores feudales y 
de un rey limitado, y se incrusta una 
nueva, la concerniente a la naciente 
burguesía integrada por artesanos, 
campesinos y comerciantes caren­
tes de posibilidades para limitar el 
poder del monarca y de los señores 
feudales de forma efectiva e institu­
cional . 
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En esa época aparecen algunas le­
yes que brindan protección jurídica 
a algunos derechos fundamenta­
les, transformándose con el tiempo 
en precedentes legales de las pos­
teriores declaraciones de dere­
chos, como: El Decreto de Alfonso 
IX en España y la Carta Magna del 
Rey Juan II de Inglaterra de 1215, 
que contenían mayores y amplias 
garantías. 

Ambos documentos constituyen un 
cúmulo de garantías otorgadas por 
los monarcas bajo la presión popu­
lar. En estricto sentido son decretos 
y cartas producto de la voluntad de 
los monarcas, sin intervención le­
gislativa del pueblo. Precisamente 
este carácter de concesión unila­
teral será superado por los docu­
mentos surgidos en el contexto del 
pensamiento político liberal de la 
época moderna en los países an­
glosajones, y se convertirán en an­
tecedentes directos de lo que pos­
teriormente llamaremos Estado de 
Derecho. 

Principales Antecedentes 
Jurídicos-Políticos: 

a) El Sil! of Rights inglés de 1689. 
Consiste en el pacto realizado 
entre el Rey Guillermo de Oran­
ge y el pueblo británico repre­
sentado por el Parlamento. Las 
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garantías de protección acor­
dadas aún son precarias e insu­
ficientes y carecen de institucio­
nalización jurídica, circunstan­
cias que se tomarán en cuenta 
en las constituciones de los si­
glos XIX y XX. 

b) En el trayecto de democratiza­
ción de las leyes fundamentales , 
un avance más acabado lo cons­
tituyó la Declaración de Dere­
chos del Estado de Virginia, Es­
tados U nidos en 1776. El avance 
cualitativo radica en el hecho de 
que se trata de una declaración 
formulada y aprobada por los re­
presentantes del pueblo reuni­
dos en asamblea. No es una 
carta otorgada, ni tampoco un 
pacto entre el monarca y el pue­
blo, es una declaración emana­
da del único soberano: el pueblo. 

Las fases anotadas condujeron a 
formalizar el sistema político liberal 
en términos de Estado de Derecho. 
El proceso inicia su concreción real 
y formal en el siglo XIX, tras la De­
claración de los Derechos del Hom­
bre y del Ciudadano del 26 de agos­
to de 1789, dada por los represen­
tantes de la nación francesa cons­
tituida en Asamblea Nacional. Este 
hito histórico permitió al género hu­
mano aspirar a ser miembro de una 
sociedad política regida por el 



Derecho y el imperio de la ley, en 
otras palabras, a vivir un Estado de 
Derecho, no otorgado graciosa­
mente por la voluntad de un sobe­
rano, sino producto de la dinámica y 
el impulso social. 

11. Estado de Derecho y 
Liberalismo 

La Revolución Francesa fue la re­
volución de la burguesía, misma 
que marca el fin del aneien régime 
absolutista y el inicio histórico de los 
regímenes liberales. Sociológica y 
jurídicamente se pasó de ser una 
sociedad estamental a una socie­
dad clasista. Desde el punto de vis­
tajurídico institucional, se universa­
lizaron los principios que originaron 
el Estado de Derecho. 

La Declaración de los Derechos del 
Hombre y de los Ciudadanos dispu­
so en su artículo 16: "La sociedad 
en que la garantía de los derechos 
no está asegurada, no la división de 
poderes determinados, carece de 
constitución". No toda sociedad tie­
ne una constitución y no será de es­
ta forma como se cumplan las con­
diciones preconstitucionales del 
artículo referido. Podemos afirmar 
que no todo estado es, entonces, 
Estado Constitucional, en conse­
cuencia, no todo estado es Estado 
de Derecho. 
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Para determinar la existencia del 
Estado de Derecho, debemos to­
mar en cuenta dos aspectos men­
cionados en el artículo 16: los 
derechos fundamentales del hom­
bre y la división de poderes. Los 
artículos 3° y 6° de la Declaración 
de 1789 exaltan la jerarquía 
absoluta de la ley, misma que es 
expresión de la voluntad general en 
cuanto que el principio de toda so­
beranía reside en la nación, por lo 
tanto, se trata del imperio de la ley 
como fundamento de toda cons­
trucción social; la ley, entendida co­
mo disposiciones emanadas de la 
voluntad general de la asamblea 
nacional , privilegiando así todos los 
demás actos estatales que deberán 
subordinarse íntegramente al impe­
rio de la ley. 

La escuela racionalista del Derecho 
natural es el referente de la doctrina 
del imperio de la ley, pasando por el 
tamiz de la Revolución Francesa 
donde acontece el tránsito del ius­
naturalismo racionalista de los si­
glos XVII Y XVIII al positivismo libe­
ral del siglo XIX; a la dignidad y 
racionalidad del Derecho positivo 
del siglo XIX; a autores como Gro­
cio, Locke, Rousseau y Kant quie­
nes con sus puntos de vista contri­
buyeron a expresar una diversidad 
de variantes que cubren el iusnatu­
ralismo racionalista y el imperio de 
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la ley positiva consustancial al Esta­
do de Derecho. 

A pesar de las insuficiencias del li­
beralismo, en particular por el énfa­
sis impreso en el individualismo y 
su apoyo a la sociedad burguesa 
capitalista que representa el espí­
ritu moderno frente a los absolu­
tismos, se ha consolidado como 
conquista histórica irreversible. La 
insistencia en el respeto de la legali­
dad por gobernantes y gobernados; 
la afirmación de que la leyes pro­
ducto de la soberanía nacional en 
oposición a la decisión personal de 
un dictador o monarca absoluto, y la 
lucha por las libertades y derechos 
del hombre, aparecen como aporta­
ciones legítimas que confeccionan 
el Estado de Derecho. Para llegar a 
este Estado hubo que superar los 
Estados patriarcal , patrimonial, teo­
crático y despótico. Lo anterior po­
sibilita establecer una relación vin­
culatoria de origen y desarrollo del 
concepto Estado de Derecho a Es­
tado liberal. 

Las deficiencias del liberalismo in­
dividualista estaban plasmadas en 
la Declaración de 1789, como ex­
presión ideológica del triunfo de la 
burguesía en la Revolución Fran­
cesa, que en su artículo 17 determi­
nó la inviolabilidad de la propiedad, 
así como el carácter sagrado de la 
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misma. Tal aseveración, en el con­
texto de un Estado precapitalista, 
propició la falta de respeto a los 
derechos y libertad de los no pro­
pietarios. 

La ley parece más la expresión de 
la soberanía nacional , que de la so­
beranía popular, en consecuencia, 
los ciudadanos fueron divididos en 
activos y pasivos , en virtud de sus 
aportaciones tributarias , tomando 
como base impositiva la propiedad 
privada. Sólo los propietarios con­
tribuyentes formaron parte del 
cuerpo electoral (voto censitario). 

Las insuficiencias del liberalismo se 
acentúan con la marcha en reversa 
propuesta por la filosofía de la 
reacción o de la contrarrevolución. 
Puede ser una mera apreciación , 
incluso tal vez subjetiva, la co­
rrección de las deficiencias: éstas 
pueden corregirse prolongando el 
proceso de ampliación que condu­
ce a la democracia o a la democra­
ciasocial. 

Como explicaré en paralelo, las de­
ficiencias del Estado liberal de 
Derecho han intentado corregirse 
con la creación del Estado social de 
Derecho: aquí pueden encontrarse 
aspectos más coherentes y de 
avance en el denominado Estado 
democrático de Derecho. 



La idea central consiste en emplear 
sistemáticamente el esquema insti­
tucional del Estado de Derecho, en 
tanto conquista histórica válida. El 
esquema surge con el liberalismo, 
pero no lo agota; responde aún a lo 
que el liberalismo significa en sí 
mismo como conquista política irre­
versible , en la lucha contra los ab­
solutismos y dictaduras, y la corres­
pondiente a favor de los derechos 
humanos. Los liberales de avan­
zada reconocen que no todos los 
aspectos de la doctrina liberal po­
seen el mismo nivel de permanen­
cia: por ejemplo, en el terreno de la 
libertad económica o de la injeren­
cia estatal prácticamente está ago­
tado. 

Conviene definir con mayor atin­
gencia las características básicas 
que deben corresponder a todo Es­
tado de Derecho, para evitar per­
derse en ambigüedades en torno a 
lo esencial del concepto y para evi­
tar confusiones que pudieran sola­
par la existencia de cualquier Esta­
do bajo los valores políticos de tan 
prestigiado concepto, que fue utili­
zado por primera ocasión en la dé­
cada de los treintas del siglo XX por 
el jurista y político germano Robert 
VonMohl. 
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111. Caracteres Generales del 
Estado de Derecho 

Comúnmente escuchamos alusio­
nes al Estado de Derecho, por 
ejemplo cuando algún ciudadano 
transgrede la ley y resulta que, al 
paso del tiempo, la persona infrac­
tora elude la acción jurisdiccional , 
propiciando de tal forma un senti­
miento generalizado de impunidad 
que la sociedad interpreta como la 
no vigencia o inexistencia del Esta­
do de Derecho. En parte, a la socie­
dad le asiste la razón, pero sólo en 
parte, porque el Estado de Derecho 
es mucho más que esta situación 
disfuncional: implica requisitos 
existenciales imprescindibles, co­
mo son: el imperio de la ley, como 
expresión de la voluntad general ; la 
división de poderes: Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial ; y por último, 
derecho y libertades fundamenta­
les: garantía jurídico formal y efec­
tiva realización material. 

La cabal comprensión de estos ele­
mentos básicos resume el concep­
to de Estado de Derecho. Pasemos 
ahora al análisis particularizado. 

1. Imperio de la ley 

El imperio de la ley constituye la 
nota inicial y básica del Estado de 
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Derecho, en el marco político-ideo­
lógico en la que tiene sentido la apli­
cabilidad de este concepto, es de­
cir, en el contexto que arranca del 
liberalismo y culmina en la demo­
cracia. Por Ley, debe comprender­
se la norma creada y generada en 
el órgano legitimado para tal efecto: 
el Poder Legislativo (Parlamento), 
encarnación de la voluntad popular. 

La producción de la ley en ocasio­
nes sufre graves injerencias del 
Poder Ejecutivo, sobre todo cuando 
la ley limita el ejercicio de su poder 
discrecional y arbitrario. 

En el esquema jerárquico piramidal 
del Derecho (Hans Kelsen), la ley 
ordinaria y común se subordina a la 
Ley Fundamental, y el control de la 
constitucionalidad de las leyes, por 
su parte, asegura la vinculación y la 
subordinación al sistema jurídico. 
Resulta prudente precisar la afir­
mación anterior: la ley como expre­
sión de la voluntad general no impli­
ca que sólo el Derecho y la ley sean 
producto de la legitimidad liberal y 
posteriormente democrática. Tam­
bién son Derecho y ley los deriva­
dos de la voluntad individual de un 
dictador o monarca absoluto, que 
logra dar vigencia social a la ley 
creada por él. 
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En este sentido, todo derecho posi­
tivo es derecho, tanto el provenien­
te de un parlamento electo demo­
cráticamente como el procedente 
de la decisión personal de un mo­
narca absoluto o dictador. En am­
bos casos existen diferencias de 
fondo, pero evidentemente que los 
dos procedimientos están justifica­
dos y legitimados en tanto procuran 
la convivencia social. Si la ley justifi­
ca situaciones políticas adversas a 
la sociedad, ése es otro asunto, 
mientras tanto circunscribamos el 
tema al caso precedente. 

Sobre el concepto de Derecho, no 
todo imperio de la leyes por sí mis­
mo Estado de Derecho; si proviene 
de una voluntad individual absoluta 
y no de un parlamento electo libre­
mente, no estamos frente al Estado 
de Derecho, al no tener la ley origen 
en la expresión de la voluntad popu­
lar. 

Ocasionalmente se han querido ob­
tener ganancias políticas, económi­
cas y sociales de la prestigiosa 
fórmula "imperio de la ley", con la 
intención de mantener el statu quo y 
la legalidad autoritaria, a costa del 
enorme precio de una ilegalidad 
democrática, donde la producción 
de la ley carece de la suficiente par­
ticipación popular y a la vez ignora 



otras exigencias filosóficas, éticas y 
jurídicas del Estado de Derecho. En 
este escenario autoritario, imperio 
de la ley significa únicamente la 
voluntad absoluta del Ejecutivo, 
nunca el imperio de la voluntad 
emanada de la representación po­
pular, es decir, del Poder Legisla­
tivo, y mucho menos la indepen­
dencia de un Poder Judicial autóno­
mo, garante de la constitucionali­
dad en el ejercicio del poder. 

2. División de Poderes: 
Legislativo, Ejecutivo y 
Judicial 

Los Estados contemporáneos, de­
nominados democráticos, para re­
cibir este calificativo deben cumplir 
irremediablemente con la vertebra­
ción jurídica de un auténtico Estado 
de Derecho, que en estas circuns­
tancias debe reunir un régimen de 
división o separación de poderes, lo 
gue implica la creación de leyes. 
Esta, como función legislativa co­
rresponde en exclusividad al Poder 
Legislativo; la aplicación de leyes 
es una función dual ejercida por los 
Poderes Ejecutivo y Judicial. 

Quiere decir, en estricto sentido, 
que los órganos ejecutivos no serán 
considerados legisladores ni 
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tampoco el Poder Judicial que a 
través de la interpretación de la ley 
formula jurisprudencia, si bien es un 
tema abierto a la discusión. Esto 
implica también que los titulares de 
los poderes Legislativo y Ejecutivo 
no deberán juzgar, ni el Legislativo 
ni Judicial involucrase en la función 
ejecutiva. 

El principio de separación de los po­
deres debe comprenderse en térmi­
nos de funcionalidad estructural, no 
en forma rígida, estamentada, co­
mo si las funciones y órganos del 
Estado fuesen estancos o comparti­
mientos aislados e incomunicados. 
Por el contrario , se trata de distribu­
ción de funciones y poderes en tér­
minos de Karl Loewestein en la co­
laboración de poderes con un fin 
común: la preservación del Estado 
de Derecho, lograda con la parti­
cipación igualitaria, con relaciones, 
controles e intervenciones mutuas 
y recí procas en el contexto del di­
seño democrático de igualdad, res­
peto, equidad yequilibrio. 

Históricamente, la separación de 
poderes es la síntesis de la larga 
lucha contra el absolutismo en 
nombre de los derechos del pueblo 
para limitar el poder omnipresente 
del ejecutivo, que fue dominado 
ampliamente por los monarcas; la 
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autonomía de la función judicial 
abrió un amplio camino hacia la 
conservación del Estado de Dere­
cho. 

El sentido histórico, político e ideo­
lógico de la separación de poderes, 
consiste en evitar la concentración 
del poder en el ejecutivo, para pro­
curar integralmente el respeto a las 
libertades y derechos de los hom­
bres. Otra visión consiste en debili­
tar el poder del Estado, a fin de in­
crementar y fortalecer el poder del 
individuo, así como el de la socie­
dad civil. 

Nuevamente aparece la idea de 
control y limitación al poder del Es­
tado; los tres poderes limitándose, 
equilibrándose, contrapesándose 
recíprocamente, no frenándose o 
poniendo obstáculos innecesarios. 
Esto constituye la garantía demo­
crática institucional contra el abso­
lutismo y la dictadura. La presencia 
de ese frágil, pero sólido equilibrio y 
mecanismo de distribución de po­
der, con sus diversas aristas y mati­
ces , constituye los vértices y los re­
quisitos mínimos para todo Estado 
de Derecho que se precie de cali­
ficarse Estado de Derecho. 

El sistema de pesos y contrapesos 
teorizada por John Locke, equilibra 
el sistema de división de poderes 
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en el siguiente sentido: privilegia al 
Poder Legislativo, creador del dere­
cho, frente a los poderes Ejecutivo y 
Judicial , aplicadores del mismo y 
garantes del imperio de la ley. Sin 
embargo, después Montesquieu lo­
gra perfeccionar la teoría, otorgan­
do al Poder Judicial un espacio dig­
no al proclamar, por primera oca­
sión, la importancia del papel políti­
co que desempeña en el control de 
los actos de los poderes legislativo 
y ejecutivo por conducto de la ob­
servancia de la vigencia del respeto 
a la ley e imperio de la misma. 

El sistema ideado por Locke y Mon­
tesquieu evita la preponderancia 
del absolutismo del Legislativo, es 
decir, la carencia de adecuados 
controles o falta de límites reales 
sobre la creación del Derecho. El 
poder del parlamento está es­
pecificado por la Constitución y el 
del Poder Judicial por conducto de 
los tribunales ordinarios o extra­
ordinarios, de acuerdo a los siste­
mas que vigilan la garantía de cons­
titucionalidad de las leyes. 

La independencia del Poder Judi­
cial frente a las presiones de los 
poderes Legislativo y Ejecutivo, 
crea la llave maestra e insustituible 
del Estado de que la justicia se 
realice a través de un sistema pro­
cesal regular que otorgue la 



adecuada seguridad jurídica a los 
gobernados. 

Éste es el punto central para cons­
tatar la existencia o inexistencia de 
un auténtico Estado de Derecho: 
cuando faltan las garantías proce­
sales, cuando existen anomalías le­
gales relevantes; cuando los dete­
nidos y procesados carecen del mí­
nimo respeto legal y humano; cuan­
do surgen zonas de la actividad pú­
blica a las que no llegan los recur­
sos jurídicos, es decir, espacios no 
regulados jurídicamente; cuando el 
poder político influye ilegítimamen­
te en la actuación regular de los tri­
bunales; cuando las jurisdicciones 
especiales actúan con frecuencia 
en relevo o sustitución de los tribu­
nales ordinarios previamente esta­
blecidos al hecho o conducta. Al 
presentarse estos casos u otros si­
milares, puede decirse con certi­
dumbre que no existe un verdadero 
Estado de Derecho. 

3. Principio de legalidad en 
la administración 

De forma general, el principio de le­
galidad en la administración puede 
conceptuarse como el sometimien­
to a la ley, es decir, la administra­
ción pública deberá respetar la 
jerarquía suprema de la ley en la 
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implementación de las políticas 
públicas. En el ejercicio de la auto­
ridad y del gobierno, sólo le está 
permitido actuar conforme lo esta­
blecido y prescrito por las leyes 
vigentes. Las leyes preexistentes 
constituyen el marco y fundamento 
de la administración pública. 

El principio de legalidad en la admi­
nistración, el acatamiento de la ley, 
se manifiesta a través de sistemas 
de control y de responsabilidades, 
mismos que aseguran un ejercicio 
del poder administrativo conforme a 
la ley y sirve a la vez de garantía de 
seguridad jurídica para los gober­
nados. 

En sí ntesis, se trata del control juris­
diccional contra actos ilegales de 
autoridad, realizados por la admi­
nistración; es lo que denominamos 
sistemas de justicia administrativa 
o el régimen jurídico de la adminis­
tración . 

En la gran mayoría de los estados, 
observen o no los mínimos de con­
diciones para ser considerados co­
mo Estados de Derecho, se acre­
dita algún régimen jurídico y control 
jurisdiccional de la administración. 
El problema del Estado de Dere­
cho, es un problema de límites; en 
otras palabras , es una cuestión de 
extensión y efectividad del control 
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jurisdiccional, sujeto a comproba­
ción por el establecimiento de me­
canismos e instituciones que ga­
ranticen la observancia del Estado 
de Derecho. 

En el presente, la discusión sobre la 
ampliación de las facultades del Po­
der Ejecutivo, para resolver even­
tualidades económicas, políticas y 
sociales, requiere de la interven­
ción decisiva y decidida en la fun­
ción legislativa, pero continúa sien­
do verdad que si se carece de un 
buen control legislativo (facultades 
de control) y control jurisdiccional 
(garantía de observancia de la lega­
lidad) , el Estado, en sí , se ubica fue­
ra del concepto político-jurídico del 
auténtico Estado de Derecho y se 
aproximaría a terrenos de un Esta­
do absoluto, autoritario o totalitario. 

Un Estado visto desde esa pers­
pectiva, en cuyo seno el Ejecutivo 
maneja un poder ilimitado e incon­
trolado jurídicamente, es todo me­
nos un Estado de Derecho. 

La tesis del control debe ubicarse 
en el control jurisdiccional de la ad­
ministración, para asegurar la su­
misión de ésta a la supremacía de 
la ley y confirmar o conducir su 
proceder conforme al derecho y a la 
ley, lo cual constituye una sólida ga­
rantía para los gobernados. 
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En este sentido, toda la actividad de 
la administración debe someterse 
al imperio de la ley, en consecuen­
cia, quedar sujeta al control juris­
diccional. Sólo de esa forma -la 
corresponsabilidad entre gober­
nantes y gobernados - puede ha­
blarse de Estado de Derecho que 
suprime el sistema de inmunida­
des, destacando el hecho de que el 
poder administrativo es de suyo un 
poder justificable, es decir, some­
tido a la leyy a la justicia. 

Sin embargo, existen resquicios ju­
rídicos que requieren de la fisca­
lización jurisdiccional para mante­
ner el Estado de Derecho en rela­
ción con los poderes normativos de 
la administración. Me refiero a la 
potestad de otorgar reglamentos 
para el mejor funcionamiento de la 
administración. Esta forma de legis­
lación delegada debe estar estricta­
mente sujeta al imperio de la ley y a 
la fiscalización jurisdiccional, como 
ocurrió en un caso reciente, el de la 
Comisión Federal de Electricidad, 
que motivó una controversia cons­
titucional interpuesta por el Poder 
Legislativo mexicano. 

La creciente importancia de las 
funciones legislativas del Ejecutivo 
obligan a establecer controles efi­
caces Uurisdiccionales o legislati­
vas) para controlar los poderes y la 



actuación de la administración. En 
esta cuestión, las materias reserva­
das a la ley coadyuvan para instau­
rar un régimen de legalidad en la 
administración y preservar el Esta­
do de Derecho. 

4. Derechos y Libertades 

La finalidad del Estado de Derecho 
y sus instituciones fundamentales 
se ubica en la posibilidad de lograr 
el mínimo de garantías y seguridad 
jurídica respecto de los derechos 
fundamentales de la persona hu­
mana, en cuanto que los elementos 
éticos constituyen una conquista 
histórica, traducida ésta en el factor 
sine qua non del sistema de 
legitimidad del Estado de Derecho. 

El reconocimiento y establecimien­
to jurídico-constitucional de los de­
rechos humanos fundamentales es 
el eje de todo Estado de Derecho; 
frente a todo Estado absoluto o 
totalitario es la garantía y protec­
ción de los derechos humanos y de 
las libertades fundamentales . 

El liberalismo clásico, con su esen­
cia individualista, es insuficiente ga­
rantía para la protección de los de­
rechos y libertades del hombre. 
Decimos que es insuficiente por va­
rias razones: deja al hombre 
desprotegido y a merced del más 
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fuerte en aras del concepto libertad 
en latu sensu; deja al hombre en 
posible estado de indefensión ante 
el poder del Estado y por último deja 
al hombre en disposición de ser 
devorado porel hombre (Hobbes). 

En efecto, en el andamiaje ideoló­
gico del Estado liberal y el orden 
social a que dé lugar, derechos hu­
manos y derechos naturales son 
identificados como derechos de la 
burguesía, derechos concedidos 
parcialmente a los hombres perte­
necientes a las clases trabajadoras. 

Hemos dado un requiebro al estu­
dio consistente en vincular la ideo­
logía liberal de los derechos huma­
nos al sistema económico resultan­
te del liberalismo, es decir, relacio­
namos derecho y economía; ley y 
sistema económico de producción 
con la finalidad de establecer lazos 
vinculantes entre derechos hu­
manos y capitalismo con todas las 
diferencias de clase resultantes de 
los intercambios y apoyos recípro­
cos del sistema jurisdiccional y el 
sistema económico-político. 

En el sistema económico capitalis­
ta, base del orden social burgués, 
se protege más atingentemente la 
libertad y la seguridad jurídica que 
la igualdad y la propiedad de todos. 
El ensanchamiento de la zona de 
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aplicación de los derechos es pro­
ducto del paso al Estado social de 
Derecho, como intento histórico de 
superar el individualismo a través 
de la intervención del Estado que 
procura mayor atención a los dere­
chos sociales, pretendiendo la ins­
tauración del Estado de bienestar 
social. 

El proceso de democratización ma­
terial y de garantía jurídico-formal 
de los derechos humanos y la rea­
lización absoluta de éstos, justifica 
el paso del sistema neocapitalista 
del Estado Social de Derecho al 
sistema del Estado Democrático 
del Derecho. 

Independientemente del desarrollo 
insuficiente del liberalismo en mate­
ria de derechos humanos, el punto 
de partida es bueno, reporta avan­
ces sustanciales en relación al 
absolutismo y es obstáculo insal­
vable para los totalitarismos. De tal 
forma, el proceso de democratiza­
ción social de los derechos huma­
nos avanza por la fuerza del impul­
so de la sociedad. 

Es importante señalar que el carác­
ter personalista del Estado de Dere­
cho no debe quedarse en afirmacio­
nes o discusiones sobre los dere­
chos humanos. El personalismo del 
Estado detenta una proclividad sui 
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géneris a la retórica humanista, o­
casionalmente al servicio de Esta­
dos más o menos autoritarios, dis­
frazados de demócratas por la ideo­
logía liberal burguesa de la primera 
etapa. 

Si el personalismo estadual no 
quiere romper el proceso histórico 
de la democratización de los dere­
chos humanos, debe insistir en : 

• La necesidad de que los dere­
chos humanos tengan efectivi­
dad y vigencia a través de siste­
mas de protección formal e insti­
tucionalizada en los ordenes jurí­
dicos positivos y vigentes. 

• Que los instrumentos y mecanis­
mos de los sistemas social yeco­
nómico se dirijan y proyecten con 
el objetivo de hacer efectivos los 
derechos. 
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La Asamblea Parlamentaria del 
Congreso de Europa. 
De Jerzy Jaskiernia 

Reseñado por: Krystian Complak 
Profesor de Derecho Constitucional en la 
Universidad de Wroclaw, Polonia 

La monografía reseñada es una 
obra de particular relieve por varias 
razones. En primer término, es me­
nester destacar que ha sido escrita 
por un miembro que lo es a partir de 
1994 de la Asamblea Parlamentaria 
del Consejo de Europa, el cual ejer­
ció en el órgano diferentes funcio­
nes, entre ellas, la vicepresidencia 
de la subcomisión de los Derechos 
Humanos. 

Jerzy Jaskiernia ha sido además un 
versado integrante de la Cámara de 
Diputados polaca por más de veinte 
anos. Actualmente es el jefe del Gru­
po Socialdemócrata, mayoritario en 
esta Cámara. Es igualmente profe­
sor universitario de Derecho Consti­
tucional . 

Entre sus numerosas publicaciones 
destacan tres libros acerca de los 
Estados Unidos, que abordan te­
mas como el lugar de los estados 
dentro del sistema federal , la igual­
dad electoral , la actitud de este país 
hacia la integración europea. 
Además de estos estudios, Jerzy 
Jaskiernia es el autor de una enjun­
diosa obra sobre la aplicación del 
principio del Estado democrático de 
derecho en el procedimiento legis­
lativo de la Dieta polaca. 

La monografía aquí reseñada es 
una versión inglesa de su libro ho­
mónimo publicado hace tres años y 
editado por la Oficina de Informa­
ción del Consejo de Europa en 
Varsovia. 
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El libro abre con un pequeño prefa­
cio del presidente de la Asamblea 
Parlamentaria del Consejo de 
Europa, Peter Schieder, quien re­
seña que cuando esta obra apare­
ció, escrita en polaco, en el año 
2000, era la primera y más comple­
ta obra sobre las actividades de la 
Asamblea Parlamentaria publicada 
en Europa Central y Oriental. Su 
texto en inglés está actualizado 
hasta el 1° de septiembre de 2002. 
La obra está dividida en cinco 
capítulos dedicados sucesi­
vamente a los orígenes del órgano 
legislativo, su posición jurídica, 
organización , modo de actuar y su 
competencia. El libro de Jerzy Jas­
kiernia se basa en una extensa bi­
bliografía contenida en casi se­
senta páginas. 

La literatura está dividida en tres 
partes, a saber: actos jurídicos y 
otros documentos; libros e impre­
sos (homogéneos y separados); 
estudios, artículos y otros trabajos. 
No es fácil escribir sobre una 
institución de tercer plano, o incluso 
menor, entre las organizaciones 
supranacionales parlamentarias 
europeas. 

A la Asamblea Parlamentaria del 
Consejo de Europa (APCE) la 
superan el Parlamento Europeo, la 
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Asamblea de la Organización de 
Seguridad y Cooperación en Euro­
pa, y la Asamblea de la Unión de la 
Europa Occidental. Es paradójico 
que precisamente la Asamblea 
Consultiva (el nombre original de la 
Asamblea Parlamentaria hasta el 
año de 1974) del Consejo de Euro­
pa era concebida cuando fue fun­
dada el 9 de mayo de 1949 como un 
germen del futuro parlamento euro­
peo. Resulta contradictorio com­
probar que este órgano esté subor­
dinado si se lo mira del punto de 
vista de los conceptos y nociones 
elaborados en el marco del Dere­
cho Constitucional interno al Comi­
té de Ministros, un organismo por 
antonomasia no representativo 
dentro del Consejo de Europa. 

A mayor abundamiento, el papel 
legislativo pertenece al Comité de 
Ministros en lugar de a la Asamblea 
Parlamentaria. La posición "a la 
sombra" de la Asamblea como la 
describe J. Jaskienia es resultado 
del compromiso entre las tesis fe­
deralistas que propugnaron por un 
órgano parlamentario con amplias 
atribuciones legislativas y las con­
cepciones funcionalistas favo­
rables a una institución consultiva, 
formada por representantes de los 
respectivos poderes ejecutivos na­
cionales. 



Es muy significativa la evolución de 
la Asamblea: de un primer cuerpo 
parlamentario internacional hacia 
un opaco órgano con un porvenir 
incierto. 

Muy temprano la APCE perdió su 
carácter único. Ya en la primera mi­
tad de los años cincuenta surgieron 
la Asamblea de la Unión de la Eu­
ropa Occidental y especialmente el 
verdadero delantero del parla­
mento internacional europeo: la de­
nominada Asamblea Común de la 
Junta Directiva del Carbón y del 
Acero. 

La introducción de la corriente eco­
nómica en la integración europea 
empujó a la APCE al coto de la pro­
moción de las pautas democráticas 
de gobierno y de los derechos hu­
manos en el viejo continente. Su 
auge tuvo lugar a raíz del colapso 
del bloque de países socialistas. A 
principios del último decenio del si­
glo pasado, la APCE se convirtió en 
una especie de antesala para acce­
der a la Unión Europea. 

Cualquier país interesado en ser 
candidato para ser admitido al Con­
sejo de Europa tenía que cumplir 
con una serie de estándares en el 
modo de gobernarse y en cuanto al 
respeto de las garantías individua-
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les. Sin embargo, el número 
creciente de los países miembros 
de la Unión Europea lleva a perder, 
tanto a la Asamblea Parlamentaria 
como al Consejo de Europa en ge­
neral , esta función de tamiz para el 
acceso a su mayor estructura conti­
nental , es decir, a la Unión Europea. 
Aunque el autor no vaticina expre­
samente esto, se puede esperar el 
ocaso e incluso una disolución del 
Consejo de Europa y de su brazo 
parlamentario ante el avance de las 
comunidades europeas, específi­
camente de la Unión Europea. Des­
de ya, el paralelismo en las funcio­
nes de ambos esquemas de la uni­
ficación continental es un grave 
problema. 

La clasificación de las atribuciones 
de la APCE es la aportación más 
novedosa del libro de Jaskiernia al 
tema. Como recalca el propio autor, 
hasta ahora los que han escrito 
sobre dicho órgano se han limitado 
a indicar algunas de sus compe­
tencias, mientras que otros estu­
diosos sólo se han referido a su 
carácter consultivo, sin tratar de 
discurrir sobre su naturaleza más 
compleja. El autor agrupa las com­
petencias de la APCE en diez ra­
dios de acción (funciones) princi­
pales: 
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1. Foro del diálogo europeo y de 
promoción de la unidad 
política del continente. 

2. Elección de los titulares de al­
gunos órganos. 

3. Función de dictamen (dar pa-
receres) . 

4. Función de inspirar. 
5. Función de coordinar. 
6. Función de control. 
7. Examen de las peticiones y 

de otros documentos dirigi­
dos a la Asamblea Parlamen­
taria. 

8. Función de organizar. 
9. Soporte parlamentario para 

organizaciones internacio­
nales. 

10. Sostenimiento de los contac­
tos con las organizaciones 
internacionales. 

Cada una de estas funciones englo­
ba un conjunto de actividades. Por 
ejemplo, la segunda función abar­
ca, además de la designación de 
los órganos de dirección del Con­
sejo de Europa, la elección de los 
magistrados del Tribunal Europeo 
de los Derechos Humanos de Es­
trasburgo; del Comisario para los 
Derechos Humanos del Consejo de 
Europa; de los integrantes del Co­
mité de Expertos Independientes, 
así como la determinación de la 
lista de los candidatos para los 

156 

vocales de la Comisión Europea de 
Prevención de las Torturas y del 
Trato Humillante Inhumano o del 
Castigo. 

La estructura de la APCE es muy 
interesante. A la Asamblea lo com­
ponen exclusivamente los parla­
mentarios de los países miembros 
del Consejo de Europa. 

Es decir, a los integrantes de la 
Asamblea en cuestión los eligen o 
nombran de su seno los parla­
mentos nacionales. Sin embargo, 
los diputados no ocupan en la 
asamblea sus asientos por grupos 
nacionales, sino como integrantes 
de sus respectivas fracciones polí­
ticas. 

Su mandato comienza desde el mo­
mento de la inauguración de la 
sesión ordinaria, sucesiva a su de­
signación, y suele terminarse en el 
instante de perder su condición de 
parlamentario en su Estado respec­
tivo, con la salvedad de que un 
miembro de la Asamblea tiene el 
derecho a nuevos nombramientos 
de acuerdo con los resultados de 
los nuevos comicios parlamenta­
rios patrios. 

Actualmente, la APCE cuenta con 
291 diputados. La distribución de 



las curules se realiza con base en 
los criterios demográficos, según el 
principio de que cada Estado debe 
tener, al menos, dos representan­
tes y a lo sumo 18. Otro principio im­
portante que rige la composición de 
la Asamblea, consiste en asegurar 
a las delegaciones parlamentarias 
nacionales una representación po­
lítica y, en su caso, de minorías 
nacionales, que sea el reflejo fiel de 
su cuerpo legislativo de origen. 
Existe también la institución del su­
plente del representante nacional, 
el cual , durante una ausencia del 
parlamentario titular, está auto­
rizado a participar en las delibera­
ciones, tomar la palabra y votar. 

Un elemento peculiar de la organi­
zación de laAPCE la constituyen su 
Comisión Permanente, huéspedes 
especiales y observadores parla­
mentarios. Además de las comisio­
nes especializadas propias de 
todos cuerpos legislativos, existe 
en la Asamblea una delegación per­
manente característica del consti­
tucionalismo iberoamericano. La 
oficialmente llamada Comisión 
Permanente actúa durante los 
periodos entre las sesiones 
ordinarias de la Asamblea. Es un 
órgano muy numeroso, puesto que 
además de los presidentes de las 
delegaciones parlamentarias na-
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cionales (actualmente 44) per­
tenecen al órgano los presidentes 
de las 14 comisiones permanentes 
y los jefes de la fracciones políticas, 
sin contar los 18 vicepresidentes de 
la Asamblea. 

Una propuesta para reducir el nú­
mero de los miembros de la Comi­
sión Permanente en 1961 no pros­
peró. En 1989, con motivo de la 
apertura de la APCE hacia los paí­
ses de la Europa del Este, se creó la 
figura de "miembros especiales". 

Esta categoría se concede a los re­
presentantes de los países deseo­
sos a acceder a la APCE y que 
cumplen con una serie de manda­
tos contenidos en los documentos 
internacionales: Acta Final de la 
Conferencia de Helsinki, Carta de 
París de la Nueva Europa, pactos 
de la ON U de 1966, entre otros. 

La Presidencia de la APCE puede 
también admitir, en carácter de ob­
servador parlamentario, a los repre­
sentantes oficiales de los Estados 
no pertenecientes al Consejo de 
Europa, designados con el bene­
plácito de sus parlamentos res­
pectivos. Sus poderes son pareci­
dos a los de los huéspedes espe­
ciales , es decir, pueden tomar la pa­
labra pero sin el derecho a votar si 
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lo permite el Presidente de laAsam­
blea. Esta categoría la ostentan en 
la actualidad los parlamentos de 
Israel, Canadá y México. 

Los procedimientos de funciona­
miento interno de la APCE se pare­
cen a los de los parlamentos nacio­
nales. El inglés y el francés son las 
lenguas oficialmente utilizadas en 
la APCE, lo cual implica que todos 
sus documentos son redactados en 
estos idiomas, sin demérito de que 
son admitidos como idiomas de tra­
bajo, el alemán, el ruso y el italiano. 
Sin embargo, si un miembro de la 
APCE quiere hablar en su lengua 
materna lo puede hacer, bajo la 
condición de asegurar, por cuenta 
propia, la traducción simultánea en 
uno de los idiomas mencionados. 

El 4 de noviembre de 1999 se intro­
dujo en la APCE la figura del voto 
electrónico. Jaskiernia, al evaluar 
esta novedad, hace notar que el 
presidente de la Asamblea está 
siempre autorizado a ordenar la vo­
tación tradicional mediante el le­
vantamiento de la mano. Al comen­
tar esta posibilidad, el autor dice 
que la "publicación de los resulta­
dos de las decisiones tomadas en 
condiciones de baja asistencia in­
cluso cuando la regulación del quó­
rum lo permita hubiere podido reba-
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jar su valor político y moral, lo que, 
en el caso de una organización co­
mo el Consejo de Europa, no es de 
importancia menor". 

A pesar de los grandes logros de la 
APCE especialmente en lo que ata­
ñe al establecimiento y a la puesta 
en marcha de la Convención Euro­
pea de los Derechos Humanos y del 
Tribunal de Estrasburgo, Jerzy Jas­
kiernia advierte sus flancos débiles, 
los cuales, incluso, hacen peligrar 
este gran éxito. La iniciativa de la 
U nión Europea para aprobar la Car­
ta de los Derechos Fundamentales 
(Niza, 7 XII 2000) y vincularla con el 
Tribunal de Luxemburgo, socava la 
hasta ahora incuestionable posi­
ción orientadora de la Corte de Es­
trasburgo. 

De otro lado, el principio de confi­
dencialidad, vigente en las relacio­
nes internacionales y dentro del 
Consejo de Europa, impide la expo­
sición más amplia de sus activida­
des y méritos en la esfera de la difu­
sión de la democracia, del Estado 
legal y de los derechos humanos. 
También a la Asamblea Parlamen­
taria afectan las mismas dificul­
tades; como escribe el autor: el ni­
vel de sus debates no se traduce in­
mediatamente en lo práctico. 



Las agudas discusiones, por ejem­
plo, sobre los problemas más can­
dentes de la actualidad política 
internacional (Kosovo, Chechenia) 
no se relacionan con la toma de de­
cisiones en esta materia. Las deci­
siones se toman en otras estruc­
turas. Por eso, los medios de comu­
nicación de masa no son propicios 
para relatar los eventos que no 
influyen directamente en la forma 
para solucionarlos. Una de las cau­
sas de este estado de cosas reside 
en el hecho de que la dimensión po­
lítica más importante la dictan las 
estructuras en las cuales están in­
volucrados los Estados Unidos, so­
bre todo la OTAN y la Conferencia 
de Seguridad y Cooperación en Eu­
ropa. Por eso, en tanto que las in­
fluencias norteamericanas sean un 
factor decisivo de la estabilidad eu­
ropea, el Consejo de Europa, al 
cual no pertenecen los Estados 
Unidos, no desemperñará un papel 
clave en la esfera del asegura­
miento de la seguridad en nuestro 
continente. 

Para terminar, quisiera resaltar que 
el enjundioso compendio de Jerzy 
Jaskiernia puede ser siempre un 
buen punto de partida y de obligada 
consulta para cualquier interesado 
en conocer y profundizar en la com­
pleja y complicada problemática de 

La Aasmblea Parlamentaria del 
Congreso de Europa 

esta institución paneuropea consul­
tiva en el sistema institucional del 
Consejo de Europa basada en el 
derecho internacional que constitu­
ye el foro más amplio del diálogo 
político (con exclusión de los asun­
tos de defensa) en Europa, orienta­
do al fomento de los ideales y princi­
pios que son una herencia común 
de las democracias europeas, y la 
cual emprende las acciones enca­
minadas al progreso económico y 
social , según su acertada definición 
de laAsamblea Parlamentaria. 

Título original: The Parliamentary 
Assembly of the Council of Europe 
Jerzy Jaskiernia. Varsovia 2003. 
436 páginas. 

159 



~ Legislativo 

Primera Convención Nacional Hacendaria 

Primera 
Convención Nacional Hacendaria 

Documentos 
Convocatoria 



ocumentos 

Convocatoria 
El Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos 

El Presidente de la Honorable Cámara de Diputados 

El Presidente del Senado de la República 

Los Gobernadores Constitucionales de los Estados de la República y 
el Jefe de Gobierno del Distrito Federal 

Los Integrantes de las Juntas de Coordinación Política de las 
Cámaras del Honorable Congreso de la Unión 

El Presidente del Consejo Directivo de la Conferencia Mexicana de 
Congresos y Legisladores Estatales 

Los Presidentes de las Organizaciones que Conforman la Conferencia 
Nacional de Municipios de México 

Convocan a la 
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Antecedentes 

Federalismo 

El sistema federal mexicano es el resultado de múltiples luchas históricas y 
amplios debates, que durante casi dos siglos han concentrado parte impor­
tante de la atención de los actores políticos principales. Las diversas Consti­
tuciones que han regido la vida de nuestro país han dado cuenta de esa 
disputa. 

El debate se ha dado en escenarios diversos. En una primera etapa, por la vía 
armada, que enfrentó a las corrientes federalistas y centralistas de nuestro 
país durante buena parte del siglo XIX. 

Posteriormente, en la etapa conocida como el "Porfirismo", la disputa se sos­
tuvo al interior de un sistema autoritario que presentaba la paradoja de un 
federalismo formal y una realidad centralista. 

Este escenario encontró condiciones favorables para reproducirse a lo largo 
del siglo XX. De manera paulatina, se fueron adicionando facultades a los po­
deres federales en detrimento de las facultades de las entidades federativas . 

Desde su origen, el federalismo mexicano tuvo por objetivo unir sin fusionar, y 
diferenciar sin dividir. La Constitución de 1824, primera de la República, esta­
bleció el régimen federal y otorgó facultades tanto a la Unión como a los esta­
dos, a fin de que cada uno procurara, en su ámbito de competencia, la pros­
peridad de la Nación y el bienestar de sus habitantes. 

Años después, en 1847, se planteó la necesidad de una distribución compe­
tencial que delimitara tanto el poder federal como el estatal , evitando la recí­
proca invasión que lo mismo atentaba contra la soberanía de los estados, que 
amenazaba el futuro de la Unión. 

La idea que finalmente prevaleció fue que los poderes federales debían 
limitarse sólo al ejercicio de las facultades que de manera expresa les otorga 
la Constitución de la República. 
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El Sistema Nacional de Coordinación Fiscal 

Antes de la aparición de los primeros antecedentes claros de la coordina­
ción fiscal , la situación existente en esta materia en México se caracteri­
zaba por la multiplicidad de tributos federales , estatales y municipales ; la 
complejidad del sistema tributario , la existencia de leyes fiscales a menu­
do contradictorias y las exacciones desproporcionadas e iniquitativas en 
gravámenes concurrentes. 

Para corregir esta situación se realizaron , inicialmente, las convenciones 
nacionales fiscales. 

La historia de las convenciones es la historia de la lucha por mejorar un 
sistema fiscal y de participaciones congruente con la realidad socioeco­
nómica en que se vive. Con este propósito se realizaron las Conven­
ciones Nacionales Fiscales de 1925, 1933 Y la última celebrada en 1947. 

Sin duda, las Convenciones Nacionales Fiscales constituyeron un esfuer­
zo de unión, de colaboración y de ordenamiento de la concurrencia y las 
potestades tributarias, orientado a pactar acuerdos entre los gobiernos de 
las entidades federativas y el Gobierno Federal , así como para compartir 
el rendimiento de los impuestos. Así , a finales de 1953 se crea la Ley de 
Coordinación Fiscal que unió a algunos estados mediante un convenio 
que los obligaba a derogar contribuciones locales a cambio de recibir 
participaciones de la Federación . 

Hasta 1972 se habían coordinado solamente 18 Estados de la República; 
a partir de 1973, todos los Estados fueron coordinados al reformarse la 
Ley Federal sobre Ingresos Mercantiles, con una tasa única general del 
4% aplicable en toda la República , en lugar de la tasa federal que existía 
del 1.8% y la tasa del 1.2% de los Estados que se coordinaran . Posterior­
mente, la Ley de Coordinación Fiscal de 1980 deroga la Ley de 1953 y 
origina lo que hoy conocemos como el Sistema Nacional de Coordinación 
Fiscal. 

En México la coordinación fiscal se ha centrado fundamentalmente en el 
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aspecto del ingreso. Sin embargo, en la última década se iniciaron proce-sos 
de descentralización del gasto federal en educación y salud , transfirién-dose 
recursos a los Estados con facultades limitadas, en un modelo centralis-ta e 
insuficiente que no responde a las necesidades actuales. 

Si bien es un hecho incuestionable que las haciendas públicas de las Entida­
des Federativas y de sus Municipios se han fortalecido en el contexto de la 
Coordinación Fiscal en estas tres décadas, también es cierto que este siste­
ma se encuentra prácticamente agotado y debe ampliarse su horizonte hacia 
una coordinación integral del ingreso, el gasto y la deuda entre los tres órde­
nes de gobierno; todo ello encaminado al urgente fortalecimiento del federa­
lismo mexicano que debe ser, no sólo fiscal , sino también hacendario. 

Hoy, transcurrido poco más de medio siglo de la última Convención Nacional 
Fiscal, es imperante la búsqueda de un nuevo federalismo, que fortalezca las 
haciendas públicas estatales, dé renovado impulso al desarrollo regional y 
transforme el actual esquema centralista de la Federación . 
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Hacia un Nuevo Sistema Federal Mexicano 

El bienestar de la población exige una serie de ajustes profundos que permi­
tan al Estado adaptarse a una nueva realidad , para así lograr un desarrollo 
incluyente y equitativo. A este proyecto se le ha denominado "la Reforma del 
Estado". 

Un aspecto fundamental de la transformación del Estado mexicano es el sis­
tema federal. Un sistema federal adecuado fortalece la práctica democrática, 
la gobernabilidad, la representación , la participación política, la soberanía na­
cional y ante todo, lajusticia social. 

En nuestro país , se ha hecho fundamental la relación entre sistema federal y 
la democracia. El sistema federal permite el ejercicio cercano del poder a go­
biernos libres y soberanos que velan por las necesidades de su región . La 
democracia dispone que sean los ciudadanos de cada región quienes elijan a 
sus gobernantes y les exijan que sus actos tomen en cuenta sus especiales 
características y potencialidades. 
Además , es en el ámbito local donde se desarrolla con mayor profundidad la 
cultura cívica y política de los ciudadanos. Un adecuado sistema federal, que 
dote de las facultades necesarias a los Estados y municipios para responder a 
las necesidades de su región, promovería una mayor participación de la po­
blación en los asuntos públicos, porque la ciudadanía encontraría sentido a 
participar en un sistema capaz de dar respuestas a sus demandas. 

No obstante, en la actualidad, México se desenvuelve bajo un régimen políti­
co esencialmente centralizado, que derivó en: 

• Un sistema que ha concentrado la dinámica política y los recursos en los 
Poderes Federales. 

• Debilidad y ambigüedad en las normas que definen las competencias de 
los tres órdenes de gobierno. 

• Constante incremento de las facultades del Congreso Federal y de las 
funciones y servicios públicos federales , en perjuicio de las entidades 
federativas y municipios. 

• Dependencia económica de los gobiernos locales de los recursos 
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administrados por la Federación . 
• Ausencia de mecanismos efectivos de equilibrio federalista y débil 

representación de las entidades federativas . 
• Falta de adaptabilidad a las circunstancias cambiantes. 

Declaración de Mazatlán 

Los gobernadores de los estados libres y soberanos de Baja California Sur, 
Campeche , Coahuila, Colima, Chiapas, Chihuahua, Durango, Guanajuato, 
Hidalgo, México, Nuevo León , Puebla, Quintana Roo, Sinaloa, San Luis Poto­
sí , Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz y Zacatecas , expusieron la nece­
sidad de impulsar una modernización de la hacienda pública federal, estatal y 
municipal , cuyo principal objetivo sea la transferencia de potestades , atribu­
ciones y responsabilidades a las entidades federativas en materia de ingre­
sos , deuda y gasto, con el fin de estar en mejores condiciones de atender las 
aspiraciones y demandas de los mexicanos. 

Los ciudadanos gobernadores en su calidad de titulares legítimos del poder 
ejecutivo en su entidad y conscientes de su alta responsabilidad , propusieron 
impulsar a la brevedad los trabajos necesarios para construir de manera unifi­
cada una visión federalista de la Nación. 

Los gobernadores comprometieron su voluntad política para que, sin distin­
ción de su origen partidista , se avance en la consolidación de un auténtico 
federalismo que propicie un mayor equilibrio entre los tres órdenes de gobier­
no. 

Los gobernadores reconocieron que toda decisión legislativa es formal y ma­
terialmente competencia del Honorable Congreso de la Unión. 

Por ello propusieron que los legisladores, en sus trabajos parlamentarios, to­
men en consideración el sentir, las recomendaciones y los consensos de los 
Gobiernos Estatales, a fin de fortalecer las haciendas públicas de los tres ór­
denes de gobierno e impulsar a nivel constitucional un renovado espíritu fede­
ralista. 
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Los gobernadores reconocieron la necesidad de realizar esfuerzos en todos 
los órdenes para administrar con mayor eficiencia y transparencia, y hacer 
una mejor rendición de cuentas sobre los recursos públicos, procurando pro­
teger y elevar el nivel de vida de las familias más necesitadas. 

Los ejecutivos estatales celebraron que en los principios básicos de la pro­
puesta federalista existan grandes coincidencias , y que sus diferencias ser­
virán para establecer un método de colaboración para alcanzar de manera 
progresiva los consensos, y así construir un federalismo acorde a la realidad 
nacional. 

En el resultado de estos trabajos los gobernadores compartieron lo expresa­
do por el entonces gobernador del Estado de Guanajuato, Vicente Fox Que­
sada: 

"Es necesario hacer realidad el federalismo que nos lleve al respeto absoluto 
a la soberanía de los Estados, que comparta las decisiones y responsabilida­
des." 

"Deja mucho que desear el continuar haciendo planes nacionales de desarro­
llo que desatiendan las oportunidades y las necesidades locales. El camino 
es la descentralización y el federalismo" . 

Por todo lo anterior, se reconoció la urgencia de incrementar los recursos de 
las haciendas públicas, así como la importancia de definir de manera per­
manente los postulados constitucionales relativos a un auténtico federalismo 
en todos los órdenes. 
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Conferencia Nacional de Gobernadores 
(CONAGO) 

La Declaración de Mazatlán de agosto de 2001 constituye el primer antece­
dente significativo de la conformación de la Conferencia Nacional de Gober­
nadores. De entonces a la fecha, se han realizado reuniones de goberna­
dores en Quintana Roo, Tlaxcala, Hidalgo, Estado de México, Chihuahua, Ba­
ja California Sur, Colima, Guanajuato, Michoacán, Veracruz, Aguascalientes, 
el Distrito Federal y San Luis Potosí, para culminaren Coahuila con la "Decla­
ración de Cuatro Ciénegas" y en Nuevo León , en las cuales se consolidó la so­
lidaridad del Ejecutivo Federal y de todos los ejecutivos estatales en lo relativo 
al nuevo federalismo y Reforma Hacendaria. 

Programa Especial para un Auténtico 
Federalismo 2002-2006 

Este Programa expresa la firme voluntad del Ejecutivo Federal en la construc­
ción de un régimen federalista equitativo, eficiente, transparente y correspon­
sable. Los gobiernos locales complementarán con sus propuestas, en diálogo 
permanente con el gobierno federal, los lineamientos establecidos en este 
Programa, de tal forma que la esencia del federalismo -la búsqueda constante 
de acuerdos entre los distintos- se convierta en elemento integrante del ejerci­
cio y cultura política de los gobiernos mexicanos. 

En la presentación del documento que contiene el citado Programa, el Presi­
dente Vicente Fox Quesada expresa lo siguiente: 

"México vive una pluralidad política inédita a la que se añade una diversidad 
regional y cultural tan amplia como nuestro territorio. Por ello, el fortalecimien­
to del federalismo, establecido en nuestros ordenamientos jurídicos funda­
mentales desde la Constitución de 1824, se convierte en un elemento 
indispensable para mantener la gobernabilidad democrática y concretar el 
cambio al que aspiran los mexicanos." 
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"Bajo esta perspectiva, el Programa Especial para un Auténtico Federalismo 
2002-2006 surge de la necesidad de encauzar los esfuerzos del gobierno y la 
sociedad hacia el establecimiento de un esquema que propicie el desarrollo 
equilibrado de cada estado y municipio, de acuerdo a su potencialidad y 
vocación. Como un objetivo de mayor alcance, este programa sienta las ba­
ses para hacer del federalismo una política de Estado, una política que sea 
parte integral del accionar cotidiano y de nuestra cultura ." 

"Hoy, es ineludible avanzar en la descentralización de la función pública, y for­
talecer a las entidades federativas y a los municipios de manera diferenciada 
y gradual. De lo contrario , se corre el riesgo de propiciar un desarrollo aislado 
y desequilibrado de las regiones y localidades del país , cancelando las opor­
tunidades de progreso material, social y cultural para las y los mexicanos. El 
auténtico federalismo plantea nuevas formas de interacción y coordinación 
entre los órdenes de gobierno, así como mecanismos efectivos de rendición 
de cuentas y participación ciudadana, orientadas a la atención eficaz de las 
demandas sociales, en un marco de cooperación y respeto recíproco. " 

"Estamos convencidos de que la solución de los graves problemas nacionales 
como son la pobreza, la inseguridad pública, el acceso limitado a los servicios 
educativos y de salud , la carencia de infraestructura básica y el deterioro 
ambiental se vuelve más efectiva cuando las tareas se distribuyen en forma 
coordinada y equitativa entre la federación , los estados y los municipios. Para 
ello, tendremos que reconocer que la descentralización y la transferencia de 
recursos no son elementos suficientes, porque ninguna región o localidad 
puede bastarse por sí misma." 

"Debemos consolidar y ampliar los canales para la acción coordinada de los 
tres órdenes de gobierno; y garantizar que la soberanía de los estados y la au­
tonomía municipal se verifiquen plenamente en los hechos. Estos son , sin 
duda, elementos que fortalecerán la pluralidad y vigorizarán nuestra vida 
democrática. " 

"En el federalismo se juega una parte importante del futuro del país. El éxito de 
esta transición es una condición esencial para construir el México que deman­
da la ciudadanía: un México a la altura del siglo XXI ; un México cuya diver­
sidad sea fuente de progreso y desarrollo, y no de rezago y exclusión; un 
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México en el que las responsabilidades se asuman entre todos y los 
beneficios sean también para todos". 

Con base en lo anterior, los Titulares de los Gobiernos de las Entidades Fede­
rativas y el Ejecutivo Federal coinciden en la necesidad de reconstruir el Sis­
tema Federal Mexicano. 

Declaración de Cuatro Ciénegas 

Como muestra incuestionable de las coincidencias en tales propósitos , el 20 
de agosto pasado el Presidente de la República y los gobernadores de los es­
tados emitieron conjuntamente la "Declaración de Cuatro Ciénegas", en un 
acto histórico de solidaridad política que ratifica la voluntad de todos los 
titulares de los poderes ejecutivos de ambos órdenes de gobierno de cons­
truir, mediante amplios consensos y con pleno respeto a las atribuciones 
constitucionales del Poder Legislativo Federal y del Constituyente Perma­
nente, una renovación del sistema federal mexicano, para que sea coopera­
tivo, diferencial , gradual , participativo, sustentado en los principios de equi­
dad, corresponsabilidad , solidaridad, subsidiariedad , participación ciudadana 
y claridad en la rendición de cuentas, como pilares de acciones de autoridad y 
de la definición de políticas de gobierno, públicas y de Estado. 

Se asumió el compromiso de impulsar en el marco de la Reforma del Estado, 
el fortalecimiento de un sistema federal que sea instrumento eficaz de organi­
zación gubernamental , de equilibrio de poderes, de aseguramiento de la uni­
dad e identidad nacionales, de integridad territorial , de promoción de equidad 
y desarrollo local y regional, así como de eficacia en la gestión pública. 

Se coincidió en la necesidad de actualizar nuestro marco jurídico, institucional 
y competencial, a fin de delimitar las facultades y atribuciones de cada orden 
de gobierno, evitar invasiones competenciales y dar respuesta constitucional 
a los retos y oportunidades de la convivencia simultánea de distintos ámbitos 
normativos en nuestro territorio, situación que ofrecerá certeza jurídica al ciu­
dadano. 

El Presidente de la República y los integrantes de la Conferencia Nacional de 
Gobernadores, en su segunda sesión extraordinaria celebrada expresamen­
te para analizar la Reforma del Estado, acordaron: 
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Primero.- Reconocer los principios y valores constitucionales de nuestro 
sistema federal. 

Segundo. Que en la aplicación de la fórmula del régimen residual en el artí­
culo 124 constitucional se enriquezcan y amplíen las facultades 
de las entidades federativas . Paralelamente revisar y, en su caso, 
regular el catálogo de facultades concurrentes como lo son ac­
tualmente, entre otras, la educación , la salud y la seguridad 
pública. 

Tercero.- Proponer reformas a aquellas disposiciones constitucionales que 
limitan el desarrollo pleno del sistema federal , estableciendo nue­
vas responsabilidades y equilibrios entre los órdenes de gobierno, 
así como la ampliación de sus facultades y atribuciones. 

Cuarto.- Fortalecimiento estructural de las entidades federativas mediante 
reformas constitucionales y legales. 

Quinto.- Redistribución de competencias en materia hacendaria, desde las 
normas constitucionales, para garantizar el sustento presu­
puestal del ejercicio de sus atribuciones y dar soporte a la pro­
puesta de la Convención Nacional Hacendaria. 

Asimismo, se acordó impulsar la convocatoria para la celebración de una Con­
vención Nacional Hacendaria que conduzca a una reforma fundamentada en 
criterios claros y precisos que genere una nueva corresponsabilidad política y 
administrativa entre los gobiernos federal , estatales y municipales; que se o­
riente a incrementar la recaudación y la autonomía en esta materia, mejorar la 
distribución de los recursos y de la inversión pública, privilegiar la interlocución 
de las entidades federativas con los órganos encargados de distri buir el gasto 
e impulsar la cooperación, la coordinación y la solidaridad , que permita abatir 
y evitar que se profundicen las diferencias entre entidades ricas y pobres. 

En virtud de lo anterior y del diagnóstico del sistema hacendario prevaleciente 
surge la necesidad de una Reforma Hacendaria que considere ingreso, gasto 
y deuda; la interacción de estos tres componentes; la descentralización y la 
colaboración administrativas; la armonización de los sistemas hacendarios fe­
deral , estatales y municipales; y la transformación del Sistema Nacional de 
Coordinación Fiscal en un Sistema Nacional de Coordinación Hacendaria, 
que contribuya al crecimiento económico, al desarrollo nacional y a la genera­
ción de empleo. 
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La reforma permitirá hacer llegar con mayor eficiencia y oportunidad los servi­
cios y las decisiones de autoridad al situarlas más cerca del ciudadano, forta­
leciendo así la transparencia y la rendición de cuentas, para lo cual será nece­
sario efectuar modificaciones en los sistemas competencial y hacendario. 

Con fundamento en los antecedentes expuestos, para la celebración de la 
Primera Convención Nacional Hacendaria se establece lo siguiente: 

Propósito y Alcance 

La Primera Convención Nacional Hacendaria entraña una reunión republica­
na, democrática y participativa para que representantes de los gobiernos 
federal, estatales y municipales, escuchando a la sociedad civil, definan, en 
función de los requerimientos del desarrollo nacional y una nueva visión de 
federalismo mexicano, cuáles deben ser el ámbito competencial político-ad­
ministrativo, las responsabilidades de gasto y las atribuciones y facultades im­
positivas que correspondan a cada uno de ellos. 
El propósito general de la Convención es coadyuvar a impulsar un desarrollo 
económico más dinámico y justo, definir las responsabilidades de gasto a par­
tir de las necesidades básicas en materia social y de infraestructura de cada 
uno de los tres órdenes de gobierno, así como generar los recursos nece­
sarios y suficientes dentro de un nuevo federalismo. 

Para ello, se determinarán cuáles son las potestades impositivas respecto a 
quién corresponde legislar, recaudar, administrar o recibir recursos de cada 
impuesto, estableciendo cuáles son las facultades concurrentes y las exclu­
sivas. De igual manera, se revisarán el marco institucional, las normas jurídi­
cas y las políticas vigentes para operar el nuevo sistema. 

El conjunto de los cambios citados, la Reforma Hacendaria, se realizará con el 
fin de promover el crecimiento económico, la justicia social, el equilibrio en el 
desarrollo regional, la estabilidad macroeconómica y la solidez de las finan­
zas públicas de los tres órdenes de gobierno. 
Los resultados de la Convención se traducirán en propuestas que, en su caso, 
podrán ser encauzadas como iniciativas legislativas ante el H. Congreso de la 
Unión y las Legislaturas Locales, según corresponda. 
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Objetivos 

• Producir y difundir un diagnóstico de la situación actual de las haciendas 
públicas federal, estatales y municipales. 

• Generar, con base en dicho diagnóstico, un proceso y un programa de re­
formas con visión de mediano y largo plazos. 

• Lograr un nuevo federalismo hacendario integral , el cual deberá incluir el 
ingreso, el gasto, la deuda y el patrimonio públicos. 

• Definir las responsabilidades de gasto que cada orden de gobierno debe 
asumir, a partir de su cercanía con las necesidades de los ciudadanos y su 
aptitud para resolverlas. 

• Revisar las facultades tributarias y proponer quién legisla , quién administra 
y recauda, y quién recibe los frutos de las contribuciones. 

• Lograr una mayor simplificación de la legislación y efectividad de la admi­
nistración, modernizando los sistemas de ingresos y gastos en los tres ór­
denes de gobierno. 

• Programar las reformas necesarias en las instituciones que operarán el 
nuevo sistema hacendario federal. 

• Lograr mayor transparencia y armonización de la información hacendaria. 

• Fortalecer los sistemas de rendición de cuentas, de supervisión y de control 
social ciudadano. 

• Revisar el marco jurídico para generar un capítulo hacendario en la Consti­
tución y una nueva Ley de Federalismo Hacendario, que den certidumbre a 
las relaciones entre los tres órdenes de gobierno. 

• Proponer cambios en la legislación secundaria. 

• Acordar un programa entre los órdenes de gobierno para simplificar admi­
nistrativamente los procesos programáticos, presupuestales y fiscales, así 
como para promover el desarrollo y la modernización institucionales. 
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Principios 

• Integralidad: La Convención Nacional Hacendaria debe tener una visión 
armónica que incluya ingreso, gasto, deuda y patrimonio públicos, en los 
tres ámbitos de gobierno. 

• Congruencia: Debe ser coherente con el orden constitucional y el Sistema 
de Planeación Democrática, que definen los objetivos y el marco general 
de la política económica y, por ende, de la política hacendaria . 

• Equidad: Debe basarse en un acuerdo nacional cuyos elementos sean : la 
renovación del Pacto Federal , el equilibrio y la autonomía entre los Poderes 
de la Unión y el fortalecimiento equitativo de las finanzas públicas , para lo­
grar la estabilidad económica y cumplir con las responsabilidades de los 
tres órdenes de gobierno, a la vez de ofrecer certidumbre jurídica a la po­
blación contribuyente. 

• Suficiencia: Debe alcanzar la certeza económica al erario y plantear obje­
tivos de mayor amplitud que atañen a la Nación en su conjunto, para asegu­
rar un desarrollo justo, soberano, sustentable , que contribuya al bienestar 
de todos los mexicanos. 

• Calidad Técnica: Los trabajos de diagnóstico, análisis, construcción y se­
lección de alternativas y formulación de las iniciativas conducentes , debe­
rán efectuarse aplicando las mejores técnicas existentes en los diferentes 
campos del conocimiento. 

• Gradualidad: La profundidad de los cambios potenciales es de tal magni­
tud y complejidad que se requerirá de un plazo de transición razonable para 
que las instituciones y las normas se ajusten, sin afectar la estabilidad 
estructural y funcional del sistema actual. Ello obliga a que en las propues­
tas, se pondere la gradualidad de su implementación. 
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• Subsidiariedad: Las reformas que se propongan deberán otorgar a esta­
dos y municipios las facultades y recursos necesarios para que sean ellos 
en principio quienes ejerzan las facultades de las que son titulares. Sólo en 
caso de excepción será otro orden de gobierno quien las ejerza, mediante 
acuerdos de coordinación o colaboración. 

• Solidaridad: Se deberá contemplar la cooperación condicionada, la 
acción compartida, para lograr un orden más justo de convivencia; que los 
gobiernos federal, estatales y municipales compartan los problemas y 
realicen acciones comunes para la prosperidad conjunta, velando por el 
establecimiento de un equilibrio económico adecuado y justo entre las 
distintas regiones del territorio mexicano. 

Metodología 

Los estudios en los cuales se fundamentarán las propuestas y su pre­
sentación, se apoyarán en la información derivada de los trabajos prepa­
ratorios, previos al inicio de la Convención, y se sujetarán a la metodología 
que apruebe el Consejo Directivo basándose preferentemente en la formula­
da por la Coordinación Técnica, a efecto de garantizar su congruencia y el 
cumplimiento de los objetivos y requerimientos de calidad , oportunidad y 
forma en cada tema. 

El desarrollo de cada tema se administrará como un proyecto y las caracte­
rísticas de los elementos metodológicos serán flexibles , por lo que variarán de 
acuerdo con la naturaleza de los objetivos particulares de cada uno de los 
temas a desarrollar. 

La metodología deberá incluir: 

• Síntesis Ejecutiva del tema. 

• Plan Detallado de Actividades, que incluya: declaración de propó­
sito, enfoque, alcance y objetivos del estudio; actividades, even-
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tos y tiempos para la ejecución y revisión de avances; y descrip­
ción previa de los documentos terminados que se entregarán. 

• Diagnóstico técnico y de impacto socioeconómico. 

• Criterios, restricciones y requisitos para la solución del problema. 

• Diseño de, cuando menos, dos soluciones alternativas. 

• Ponderación , selección y justificación de la mejor opción. 

• Conformación y presentación de la propuesta preliminar. 

• Evaluación de la propuesta preliminar y ajustes, en su caso, para 
la formulación de la propuesta ejecutiva. 

• Evaluación y ratificación de la propuesta ejecutiva y redacción , en 
su caso, de la propuesta definitiva, para su planteamiento como 
iniciativa legislativa. 

Bases para la Realización de los Trabajos 

Primera. La Primera Convención Nacional Hacendaria se declarará formal­
mente inaugurada por el C. Presidente de la República, el 5 de 
febrero de 2004. 

Segunda. Tendrá como duración el período comprendido entre el 5 de 
febrero y el31 de julio de 2004. 

Tercera. Participarán los servidores públicos designados por: 
a) Los Poderes de la Unión; 
b) Las Entidades Federativas , conforme a sus propios acuerdos; y 
e) La mesa directiva de la Conferencia Nacional de Municipios de 

México. 

Cuarta. Participarán como coadyuvantes, aportando las conclusiones de 
sus propios estudios y deliberaciones, los representantes debida­
mente acreditados de: 

a) Cámaras y otras organizaciones empresariales; 
b) Instituciones de educación superior; 
e) Colegios de profesionistas; 
d) Organizaciones de contribuyentes legalmente constituidas; 
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e) Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa; y 
f) Sectores involucrados de la sociedad civil. 

Quinta. Base Constitucional del Federalismo Hacendario. 
Los trabajos de la Convención se centrarán en lograr los si-guientes 
resultados legislativos: 

a) Integrar en la Constitución normas que den las bases de la 
distribución que corresponde a cada ámbito de gobierno de todas 
las materias de la Hacienda Pública; sus competencias , recursos, 
fuentes impositivas, responsabilidades de gasto, modalidades de 
acceso al crédito y la deuda, así como los límites para que dichos 
ámbitos de gobierno no comprometan sus haciendas públicas 
mediante acuerdos o determinaciones que establezcan el no 
ejercicio, derogación o suspensión de sus potestades tributarias. 

b) Contemplar el principio de no afectación de un ámbito de gobierno a 
la Hacienda de otro, ya sea a través de su legislatura o cualquier 
otro medio. 

e) Fijar las bases constitucionales de la Coordinación Hacendaria 
I ntergubernamental. 

d) Establecer normas que permitan transparentar el origen y destino 
de los recursos públicos, así como optimizar el uso de los mismos. 

e) Establecer normas que propicien una más clara rendición de 
cuentas de los diferentes órdenes de gobierno ante la ciudadanía. 

Temas de la Convención 

1. Gasto Público. 

a) Redefinición y reasignación de competencias, atribuciones 
y responsabilidades entre los órdenes de gobierno. 

b) Presupuesto. 

11. Ingresos. 

a) Redistribución de potestades tributarias conforme al nuevo 
federalismo. 

b) Fortalecimiento de las finanzas públicas federal , estatales 
y municipales. 
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c) Simplificación de la legislación fiscal 

111. Deuda Pública. 

a) Financiamiento. 
b) Banca de Desarrollo. 
c) Sistema Pensionario. 

IV. Patrimonio Público. 

V. Modernización y Simplificación de la Administración Ha­
cendaria. 

VI. Colaboración y Coordinación Intergubernamentales. 

VII. Transparencia, Fiscalización y Rendición de Cuentas. 

Proceso y Estructura 

La Primera Convención Nacional Hacendaria se concibe como un proceso 
participativo, responsable, metódico y concienzudo de análisis de la proble­
mática, diseño y selección de alternativas de solución y formulación de 
iniciativas legislativas consensuadas, sobre las transformaciones de tipo 
hacendario que el Estado Mexicano requiere para retomar el camino del 
progreso y la competitividad. 

A. Fases de Desarrollo del Proceso 

La Convención se llevará a cabo en cuatro fases : 

1. Trabajos Preparatorios 

Al emitir esta Convocatoria se instaura la Coordinación Técnica de la Primera 
Convención Nacional Hacendaria, misma que iniciará, en breve, los trabajos 
para apoyar a los participantes con lo siguiente, previa aprobación del 
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Consejo Directivo: 

a) Marco de referencia teórico-conceptual sobre los temas de la Conven­
ción; 

b) Principios y lineamientos generales de política económica y hacenda­
ria de México; 

c) Estudios comparativos de las legislaciones y los sistemas hacendarios 
de otros países con experiencias de interés para la Convención; 

d) Diagnósticos general y por tema pertinentes ; y 
e) Metodología para la realización de los trabajos y la presentación de las 

propuestas. 

La información y normatividad citadas se prepararán durante el lapso com­
prendido entre la suscripción de la Convocatoria y la Sesión Plenaria de 
Inauguración, y deberán utilizarse por todos los participantes para asegurar la 
efectividad del proceso de la Convención , así como la calidad y congruencia 
de sus resultados. 

2. Sesión Plenaria de Inauguración 

Se efectuará durante los días 5, 6 Y 7 de febrero de 2004. En ella se realizará el 
acto protocolario de apertura; se ratificarán el propósito, los objetivos y los 
temas a desarrollar; se explicará el contenido y uso de los documentos prepa­
ratorios ; y se integrarán las Mesas de Análisis y Propuestas y las Comisiones 
Técnicas. 

3. Período de ejecución de trabajos y elaboración de propuestas 

En el lapso comprendido entre el9 de febrero y el25 de julio de 2004 se lleva­
rán a cabo las actividades sustantivas de la Convención . 

4. Sesión Plenaria de Conclusiones y Clausura 

En la sesión plenaria de clausura, que durará del 26 al 31 de julio de 2004, se 
tomarán los acuerdos en cuanto a contenido y forma, con base en las pro­
puestas definitivas debidamente consensuadas, incluyendo las relativas a 
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reformas a la Constitución y a la legislación secundaria, que establecerán la 
normatividad y obligatoriedad de los acuerdos adoptados . 

En la clausura se hará una declaración a la Nación, para dar a conocer el pro­
grama de nuevo federalismo y reforma hacendaria. 

B. Estructura 

La Convención contará con la siguiente estructura organizacional : 

• Consejo Directivo, 

• Coordinación Técnica, 

• Dirección Ejecutiva, 

• Mesas de Análisis y Propuestas , y 
• Comisiones Técnicas. 

El Consejo Directivo será el órgano decisorio de la Convención, 
conduciendo el desarrollo de sus actividades con una visión integral acorde 
con sus objetivos generales y sus principios. 

Estará conformado como sigue: 

• El Presidente de la República, quien presidirá el Consejo por sí o a través 
del representante que al efecto designe. 

• Seis Ejecutivos Locales , designados para tal fin por la Conferencia Nacio­
nal de Gobernadores (CONAGO), cada uno de los cuales contará con un 
suplente. 

• El Presidente de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, 
quien podrá ser suplido en sus ausencias por el Diputado que al efecto 
designe. 

• El Presidente del Senado de la República, quien podrá ser suplido en sus 
ausencias por el Senador que para tal fin designe. 
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• Cuatro funcionarios federales designados por el Presidente de la Repúbli­
ca, con un suplente cada uno. 

• Tres Legisladores Locales, designados por la Conferencia Mexicana de 
Congresos y Legisladores Estatales , cada uno con un suplente. 

• Tres Presidentes Municipales: uno por cada organización representativa 
agrupada en la Conferencia Nacional de Municipios de México, cada uno 
de los cuales contará con un suplente de su misma organización. 

El Consejo Directivo se instaurará dentro de los treinta días siguientes a la 
suscripción de esta Convocatoria. 

El Consejo Directivo evaluará las propuestas ejecutivas que le presenten las 
Mesas de Análisis y Propuestas, validándolas, en su caso, como propuestas 
definitivas de reformas competenciales y hacendarias, para su traducción 
posterior en iniciativas legislativas , por los conductos correspondientes. 

Este Consejo tomará sus decisiones por consenso de sus integrantes. 

La Coordinación Técnica de la Convención se conformará por la Comisión 
Permanente de Funcionarios Fiscales, en su concepción ampliada, del 
Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, con el apoyo del Instituto para el 
Desarrollo Técnico de las Haciendas Públicas. 

La coordinación de este órgano colegiado corresponde al Secretario de Ha­
cienda y Crédito Público. 

Este órgano apoyará al Consejo Directivo en la coordinación de los aspectos 
metodológicos, auxiliando a las Mesas de Análisis y Propuestas y a las Comi­
siones Técnicas en el desarrollo de sus trabajos y en la armonización de sus 
documentos finales. 

La Dirección Ejecutiva, cuyo titular será designado por el Consejo Directivo, 
tendrá las funciones de supervisar operativamente todo lo necesario para que 
las actividades logísticas, de apoyo administrativo y de comunicación social 
se verifiquen de manera efectiva durante el desarrollo de la Convención. 
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Mesas de Análisis y Propuestas. El Consejo Directivo instaurará, en la se­
sión de inauguración, una Mesa de Análisis y Propuestas por cada tema 
general. 

El Consejo Directivo integrará las citadas Mesas con las personas que repre­
senten , en los niveles más altos de decisión, a los sectores involucrados en 
cada tema. Cada Mesa será presidida por el miembro del Consejo Directivo 
que el mismo designe. 

Las Mesas de Análisis y Propuestas serán responsables de presentar las 
propuestas ejecutivas, debidamente compatibilizadas en lo técnico y lo socio­
económico, procurando el consenso y sometiéndolas a la consideración y 
dictamen del órgano decisorio de la Convención. 

Cada Mesa de Análisis y Propuestas establecerá su calendario de activida­
des, dentro del general de la Convención, mismo que participará a la Coordi­
nación Técnica para afinar aspectos de congruencia. 

Comisiones Técnicas. Estas comisiones especializadas se designarán por 
las Mesas de Análisis y Propuestas y se integrarán con los más destacados 
expertos en las diversas materias. 

La cantidad e integración de las Comisiones Técnicas se determinarán en 
función del número y de la naturaleza de los temas generales y subtemas 
detallados que se definan en la Sesión Plenaria de Inauguración. Se podrán 
designar tantas Comisiones Técnicas como sea necesario para desahogar 
efectivamente cada tema. 

La elaboración de los estudios técnicos y de impacto socioeconómico y la 
formulación de las propuestas preliminares que de ellos resulten, se realiza­
rán por las Comisiones Técnicas. Estos trabajos se sujetarán, invariable­
mente, a la rigidez metodológica establecida. 

Las Mesas de Análisis y Propuestas tomarán en consideración las propuestas 
preliminares que les presenten las Comisiones Técnicas, para formular las 
propuestas ejecutivas. 
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Cada Comisión Técnica establecerá su plan detallado de actividades y lo vali­
dará con su Mesa de Análisis y Propuestas, para facilitar la coordinación de las 
actividades y la supervisión metodológica y de congruencia requeridas . 

Suscripción de Acuerdos y Declaratoria a la Nación 

Los resultados de la Primera Convención Nacional Hacendaria se suscribirán 
por los Convocantes para encauzarlos al proceso legislativo y se harán del co­
nocimiento de todos los mexicanos, mediante una declaración solemne que 
destaque la esencia de los cambios estructurales, su trascendencia y los com­
promisos asumidos por los diferentes sectores participantes en la ejecución 
del programa de mediano y largo plazos, para su implementación. 

Las reglas no previstas en la presente Convocatoria y las demás decisiones 
que sean necesarias para la eficaz realización de la Convención , serán emi­
tidas por el Consejo Directivo. 

México, D.F., 28 de octubre de 2003. 
Palacio Nacional 
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